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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira Montes. Asimismo, estuvo presente el Director del Servicio de Impuestos Internos, señor Julio Pereira Gandarillas.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 12:19, en presencia de 19 señores Senadores.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Las actas de las sesiones 7ª y 8ª, ordinarias, en 2 y 3 de abril del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Tres de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con los dos primeros da inicio a la tramitación de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que establece incentivo para fomentar igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres en candidaturas a cargos de elección popular (boletín N° 8.876-06) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a Comisiones de Gobierno y de Hacienda.



2.- Proyecto aprobatorio de “Acuerdo para modificar el Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá, hecho en Santiago el 5 de diciembre de 1996, tal como se ha modificado entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá”, firmado en Santiago, Chile, el 16 de abril de 2012 (boletín N° 8.869-10) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda.



Con el último hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, a la tramitación del proyecto aprobatorio de “Acuerdo para modificar el Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá, hecho en Santiago el 5 de diciembre de 1996, tal como se ha modificado entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá”, firmado en Santiago, Chile, el 16 de abril de 2012 (boletín N° 8.869-10).



--Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.
Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero da a conocer que eligió Presidente y Primer y Segundo Vicepresidentes a Diputados señores Edmundo Eluchans Urenda, Joaquín Godoy Ibáñez y Pedro Velásquez Seguel, respectivamente.



--Se toma conocimiento.



Con el segundo comunica que acordó dar lugar a la acusación constitucional, deducida por diez señores Diputados, en contra del Ministro de Educación, señor Harald Beyer Burgos, por la causal de infringir la Carta Fundamental o las leyes o haber dejado estas sin ejecución, establecida en la letra b) del número 2) del artículo 52 de la Constitución Política de la República (boletín Nº S 1.563-01).



Además, señala que designó una Comisión, integrada por los Diputados señores Fuad Chahín Valenzuela, Manuel Monsalve Benavides y Marco Antonio Núñez Lozano, para proseguir y formalizar la acusación constitucional ante el Honorable Senado.



--Se tiene por entablada la acusación constitucional y se manda despachar las citaciones correspondientes, de acuerdo con la resolución que adopte el Senado sobre día y hora en que comenzará a tratarla.

Mociones



De los Honorables señor Navarro y señoras Allende, Pérez San Martín y Rincón, con la que se da inicio a un proyecto de ley que autoriza erigir un monumento en memoria de ex Diputada señora Inés Enríquez Frödden en ciudad de Concepción (boletín N° 8.870-04) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



De los Honorables señora Von Baer y señores Coloma, Larraín Fernández, Orpis y Uriarte, con la que se da inicio a un proyecto de reforma constitucional que establece quórum de aprobación para tratados modificatorios de la integridad del territorio nacional (boletín N° 8.868-07) (Véase en los Anexos, documento 4).



De los Honorables señores Letelier, Gómez y Walker, don Patricio, con la que se inicia un proyecto de reforma constitucional que establece que el Estado debe eliminar los obstáculos que, de hecho, impidan pleno desarrollo de las personas (boletín N° 8.871-07) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Pasan a Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Honorables señor Muñoz Aburto y señora Alvear, con la que inician un proyecto que modifica Ley de Tránsito, para impedir el cúmulo diario de infracciones a conductores que circulen, sin dispositivo habilitante, en caminos públicos en que opere un sistema electrónico de cobro de tarifas o peajes (boletín N° 8.872-15) (Véase en los Anexos, documento 6).



De los Honorables señores Chahuán, Cantero, Letelier, Orpis y Pizarro, con la que se da inicio a un proyecto que otorga un nuevo plazo a titulares de concesiones de servicios de radiodifusión sonora de mínima cobertura para acogerse a disposiciones de artículo 2° transitorio de ley N° 20.433 (boletín N° 8.873-15) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Pasan a Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



De los Honorables señora Alvear y señor Larraín Fernández, con la que inician un proyecto de ley que instaura el 12 de marzo de cada año como Día Nacional del Trabajador Papelero (boletín N° 8.875-13) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Pasa a Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Proyecto de acuerdo



De los Honorables señora Allende y señores Cantero, Gómez, Orpis, Prokurica y Uriarte, con el que solicitan a autoridades y trabajadores de Codelco el establecimiento, a la brevedad, de una mesa de diálogo para resolver sus discrepancias y propender, así, a la mejor satisfacción de los planteamientos respectivos y al resguardo de la Empresa, patrimonio de todos los chilenos (boletín Nº S 1.564-12) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Queda para Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.
El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)-------------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, solicito a la Mesa recabar el asentimiento de la Sala para que la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales pueda proseguir, en forma simultánea, la sesión que lleva a cabo con la presencia de dos Ministros de Estado y más de 50 invitados.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si no hay objeciones, se accederá.



--Se accede.
ACUERDOS DE COMITÉS

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En sesión del día de hoy, los Comités determinaron lo siguiente:



1.- Que se traten, como si fueran de Fácil Despacho, en el primero, segundo y tercer lugares de la sesión ordinaria de hoy, los siguientes asuntos, signados con los números 2, 7 y 10 del Orden del Día, respectivamente:



a) Proyecto de acuerdo que aprueba la enmienda al Convenio Constitutivo del Fondo Monetario Internacional sobre la reforma del Directorio Ejecutivo, adoptada en Washington, D. C., el 15 de noviembre de 2010.



b) Proyecto de acuerdo que aprueba el protocolo por el que se modifica el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual Relacionados con el Comercio, adoptado el 6 de diciembre del año 2005.



c) Proyecto de Acuerdo de Coproducción Cinematográfica entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Italiana, suscrito en Roma, Italia, el 6 de octubre de 2004.



2.- Incorporar en el Orden del Día de la sesión ordinaria de hoy, en primer término, el proyecto que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual, y en segundo lugar, el que perfecciona disposiciones introducidas por la ley Nº 20.568, sobre inscripción automática y modernización de sistema de votaciones, siempre que ambos se encuentren informados por la Comisión de Hacienda.



3.- Enviar a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía el oficio mediante el cual la señora Directora del Instituto de Derechos Humanos solicita que el Senado designe un nuevo consejero del organismo, en reemplazo del señor Luis Hermosilla, proponiéndose para el cargo al señor Carlos Frontaura Rivera.

TRATAMIENTO DE ACUSACIÓN CONSTITUCIONAL CONTRA MINISTRO DE EDUCACIÓN, SEÑOR HARALD BEYER BURGOS

El señor PIZARRO (Presidente).- Respecto a la tramitación de la acusación constitucional aprobada por la Honorable Cámara de Diputados en contra del Ministro de Educación, señor Harald Beyer Burgos, informo lo siguiente.



El asunto se comenzará a tratar el próximo martes 16 en una sesión especial que se citará de 10 a 14, oportunidad en la que el señor Secretario General efectuará una relación, de acuerdo con lo dispuesto por el Reglamento. En seguida se escuchará a los Honorables Diputados miembros de la Comisión Especial que formalizarán la acusación, los que dispondrán de dos horas para exponer los antecedentes en que esta se funda.



Para el mismo día se citará a una sesión especial, de 15:30 a 20, en la cual intervendrá en primer lugar y por dos horas la defensa del acusado. A continuación, los Honorables Diputados acusadores dispondrán de una hora para la réplica, y la defensa, de otra hora para la dúplica.



Finalmente, se citará a otra sesión especial, para el miércoles 17, a partir de las 10 y sin hora de término, a fin de que cada señor Senador pueda, por quince minutos, fundamentar su pronunciamiento respecto de cada capítulo del libelo acusatorio. Terminada esta etapa, se pondrá en votación separada cada uno de ellos, que son tres.

)--------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, antes de la importante información que usted acaba de entregar pedí intervenir en relación con la providencia, contenida en la Cuenta, en orden a que el proyecto de ley que establece un incentivo para fomentar la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres en candidaturas a cargos de elección popular pase a las Comisiones de Gobierno y de Hacienda.



Consulto si es posible que la iniciativa sea conocida por estos dos órganos técnicos unidos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se procederá en esa forma.



--Así se acuerda.

)---------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, con motivo de la presente sesión especial, solicito a la Mesa recabar la autorización de la Sala para que pueda ingresar el Subdirector de Fiscalización del Servicio de Impuestos Internos, señor Alejandro Burr, quien acompaña al señor Director.

El señor ESCALONA.- No hay acuerdo.

El señor PIZARRO (Presidente).- No hay acuerdo.



Deseo consignar que el señor Ministro de Hacienda, quien había sido invitado, me informó hoy en la mañana que se encuentra reunido con el Presidente de la República, por lo que no va a alcanzar a llegar. Manifestó su disposición para participar en cualquier otra instancia o sesión que el Senado fije para estos efectos.

)----------------(

El señor LARRAÍN.- Pido la palabra sobre la Cuenta.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede usar de ella, el Senador señor Hernán Larraín.

REPAROS ANTE ACUSACIÓN CONSTITUCIONAL CONTRA MINISTRO DE EDUCACIÓN

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, se ha dado a conocer que la Honorable Cámara de Diputados dio lugar a una acusación constitucional contra el Ministro de Educación, señor Harald Beyer, por la causal de infringir la Carta Fundamental o las leyes o haber dejado estas sin ejecución, y, habiéndola dado el Senado por entablada, se mandó despachar las citaciones correspondientes, de acuerdo con la resolución adoptada sobre el procedimiento.



Al respecto -y a Su Señoría ya le anticipamos algunos criterios en la sesión de Comités a la que citó especialmente sobre la materia-, creemos que se está registrando una grave confusión, ya que, por los antecedentes que hemos podido recabar de la acusación, mediarían errores jurídicos sustantivos que permiten pensar que estamos frente a un hecho de dudosa constitucionalidad. Y digo “dudosa”, sin formular una afirmación definitiva, porque me parece que la materia requiere un estudio ulterior, en la medida en que ello tanto podría ser efectivo como no serlo.



Me explico.



El acuerdo concreto de la Cámara apunta, sobre la base de la petición de señores Diputados, a que el Senado acoja la declaración de culpabilidad del señor Harald Beyer, Ministro de Educación, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 53, Nº 1), de la Carta, por dos motivos: primero, dejar sin aplicación el artículo 3°, letra b), de la ley Nº 20.502, y segundo, haber infringido, abusando de sus facultades legales, los artículos 19, N° 1° y N° 5° de la Constitución.



Estos son los fundamentos del planteamiento que hace la otra rama del Congreso, la cual, habiendo dado lugar a la acusación, nos solicita que destituyamos al señor Ministro por tales razones.



¿A qué se refieren las disposiciones invocadas? El cuerpo legal que se menciona dice relación con las atribuciones del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y la letra b) de su artículo 3° dispone que a este le corresponderá, además de las facultades con que cuenta para otras materias, la de “Velar por la mantención del orden público en el territorio nacional.”.



Esta es la primera de las razones jurídicas por las cuales la Cámara de Diputados ha formulado la acusación constitucional.



Hay una segunda, señor Presidente: haber infringido los números 1º y 5º del artículo 19 de la Constitución Política. 



¿Qué dicen estos preceptos? 



El número 1º asegura a todas las personas “El derecho a la vida y a la integridad física y psíquica de la persona”; agrega que “La ley protege la vida del que está por nacer”; precisa cuándo procede la pena de muerte, y prohíbe todo apremio ilegítimo.



Por su parte, el número 5º se refiere a “La inviolabilidad del hogar y de toda forma de comunicación privada”.



La razón de fondo por la cual se pide al Senado la destitución del Ministro Beyer es por haber infringido el artículo 3º, letra b), de la ley Nº 20.502 -el cual, según el texto de la acusación, lo manda a “Velar por la mantención del orden público en el territorio nacional”, y porque, en virtud de sus actuaciones, habría violado las disposiciones constitucionales consagradas en los números 1º y 5º del artículo 19 de la Carta Fundamental, esto es, el derecho a la vida y el derecho a la inviolabilidad del hogar y de toda forma de comunicación privada.



A todas luces, señor Presidente, esta situación parece bastante impresentable a primera vista.

El señor PIZARRO (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.



Tiene un minuto más.

El señor LARRAÍN.- No sé por qué me da un minuto más si no estamos en el debate de un proyecto, señor Presidente.

El señor LETELIER.- ¡Ese no es un asunto reglamentario, señor Presidente! 

El señor PIZARRO (Presidente).- Usted pidió la palabra para hacer una consulta sobre la Cuenta, señor Senador.

El señor LARRAÍN.- Estoy fundamentando una petición, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Está haciendo una consulta y entregando una opinión respecto de la Cuenta.

El señor LARRAÍN.- No, señor Presidente. Estoy fundamentando una petición sobre una materia que es muy seria.

El señor PIZARRO (Presidente).- Está bien. Haga su petición, entonces. 

El señor LARRAÍN.- ¡Es lo que estoy haciendo y le pido que no me limite excesivamente en el tiempo! 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¡Estamos citados a una sesión especial, señor Presidente!

El señor LARRAÍN.- Voy a ser lo más breve posible.

El señor PIZARRO (Presidente).- Es lo que le pido, para poder abocarnos al tema específico para el cual estamos convocados.

El señor LARRAÍN.- ¡Por cierto!

El señor PIZARRO (Presidente).- Usted sabe mejor que yo -porque fue Presidente de la Corporación- que las sesiones especiales se citan para tratar un tema específico.



Tiene un minuto más para terminar.

El señor LARRAÍN.- Como la Mesa dio cuenta de ciertas materias,...

El señor PIZARRO (Presidente).- Termine en un minuto, señor Senador.

El señor LARRAÍN.- Es el minuto que tendré para hacer mi planteamiento.

El señor PIZARRO (Presidente).- Por eso le di la palabra, aunque la pidió a destiempo.



Tiene un minuto más, señor Senador.

El señor LARRAÍN.- Se lo agradezco, señor Presidente.



Solo deseo manifestar que una acusación constitucional en contra de un Ministro de Educación por haber alterado el orden público o por atentar contra el derecho a la vida o la inviolabilidad del hogar no pareciera procedente, y que, si eso fuera así, el Senado no podría entrar a conocer la cuestión.



Señor Presidente, como no tengo la verdad en mis manos, quiero pedir que hagamos una reflexión sobre esta materia antes de entrar a conocer la causa, pues, una vez que entremos en ella, cada uno juzgará los antecedentes según su leal saber y entender, por cuanto la Constitución nos obliga a obrar como jurado y en conciencia.



Me parece que aquí hay una cuestión previa. Y por eso sugiero que el Senado le pida un informe a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento acerca de la procedencia de la acusación constitucional.



A nadie le cabría duda alguna de que, si en la Cámara no se hubiera reunido el quórum para su aprobación y de todas maneras hubiese llegado al Senado, la acusación no procedería y tal vez ni siquiera sería necesario enviarla a la Comisión de Constitución.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.

El señor LARRAÍN.- Le pido treinta segundos más, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien.

El señor LARRAÍN.- Entonces, habiendo llegado al Senado esta acusación con una inconsistencia jurídica de enormes consecuencias, pensamos que no es posible resolverla hasta tener la claridad que nos podría entregar la Comisión de Constitución sobre la pertinencia de la misma.



Creemos que nos hallamos ante un tema demasiado relevante y pedimos, por tanto, que, previo al inicio del procedimiento establecido -que usted bien ha planteado, señor Presidente-, el libelo sea enviado a dicha Comisión para que nos informe sobre el particular.

El señor PIZARRO (Presidente).- La Mesa no da lugar a su petición, señor Senador. 



La admisibilidad de la acusación...

El señor LARRAÍN.- Entonces, pido que se vote por la Sala, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).-  No corresponde, señor Senador.

El señor LARRAÍN.- ¿Por qué no?

El señor PIZARRO (Presidente).- No voy a someter a votación el punto.



Le quiero decir que la admisibilidad de la acusación constitucional -y usted lo sabe bien-...

El señor LARRAÍN.- ¡No estoy hablando de la inadmisibilidad!

El señor PIZARRO (Presidente).-... la establece la propia Cámara de Diputados, de acuerdo al artículo 46 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. De manera que no es facultad del Senado determinar si podemos conocer o no de la acusación. Es nuestra obligación, según lo que nos mandata la Constitución en los artículos pertinentes, conocerla conforme al procedimiento respectivo.



Los problemas de forma o de fondo los analizará cada Senador, dentro de la facultad que le corresponde como jurado, en el momento en que la acusación se lleve a cabo, lo cual, como se ha indicado, tendrá lugar la próxima semana.



Así que le voy a dar la palabra al señor Secretario para entrar de lleno al tema específico para el cual hemos sido convocados.

El señor LARRAÍN.- ¡Pido que se vote mi solicitud, señor Presidente!

El señor PIZARRO (Presidente).- Además, el Reglamento dispone que en una sesión especial solo se pueden tratar los asuntos que la motivaron.

El señor LARRAÍN.- ¡En la Cuenta se pueden tratar todos los temas que uno considere pertinentes, señor Presidente! ¡Lo otro es una opinión personal suya! 



En consecuencia, le pido que ponga en votación mi solicitud.

El señor PIZARRO (Presidente).- Senador Larraín, si usted quiere, puede volver a plantear su petición en la sesión ordinaria de la tarde. Ahora estamos abocados a analizar el tema que corresponde a la sesión especial a la que hemos sido convocados. Excepcionalmente, le di la palabra fuera de tiempo. Usted no se encontraba en la Sala cuando se leyó la Cuenta. Varios señores Senadores hablaron una vez concluida su lectura, y luego se dieron a conocer los acuerdos de Comités, sobre los cuales también intervinieron algunos de sus colegas. Tuve la deferencia de ofrecerle la palabra porque sabía lo que quería plantear.



Entonces, le ruego que respetemos el Reglamento. En este momento estamos en una sesión especial que tiene un objetivo bien preciso y en la cual no se pueden tratar otros temas que no sea aquel para el cual ha sido citada.

El señor LARRAÍN.- ¿Puedo volver a plantear el punto en la sesión de la tarde?

El señor PIZARRO (Presidente).- Perfectamente, señor Senador, una vez terminada la Cuenta.

El señor LARRAÍN.-  Así lo haré.

El señor ESCALONA.- ¡Lo suyo es un abuso, Senador Larraín!

V. ORDEN DEL DÍA

ANTECEDENTES SOBRE CONDONACIONES DE MULTAS E INTERESES DETERMINADAS POR SERVICIO DE IMPUESTOS INTERNOS EN FAVOR DE PEQUEÑAS, MEDIANAS Y GRANDES EMPRESAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, la Corporación ha sido citada a esta sesión especial con la finalidad de conocer la mayor cantidad de antecedentes posibles respecto de las resoluciones de condonación de multas e intereses de impuestos que el Servicio de Impuestos Internos ha determinado tanto a favor de pequeñas y medianas como de grandes empresas durante los últimos años.



Han sido invitados a esta sesión el señor Ministro de Hacienda -el señor Presidente ya informó acerca de las excusas pertinentes- y también el señor Director del Servicio de Impuestos Internos.



Como es habitual en estas reuniones, se distribuyeron los tiempos de acuerdo a lo que le corresponde a cada Comité.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muchas gracias, señor Secretario.



Consulto si algunos Senadores que se habían inscrito para el otro asunto van a hacer uso de la palabra.



En el tiempo de la Democracia Cristiana, la tiene el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, discúlpeme que vuelva sobre el tema anterior, pero ha quedado constancia en la Versión Oficial de un tema que no teníamos por qué haber tratado en esta sesión especial.



A mí me parece que la admisibilidad de la acusación constitucional contra el Ministro de Educación -como muy bien usted lo señaló hace unos momentos- es una materia propia de la Cámara de Diputados.



Sin embargo, más delicado aún es que el Senador que me antecedió en el uso de la palabra haya cumplido una labor que corresponde a los abogados de la defensa, quienes son los que debieron haber puesto de relieve el punto en la Cámara de Diputados en su momento, aun cuando también podrán hacerlo durante los alegatos que realicen en este Hemiciclo.



Ninguno de nosotros, como Senadores, puede asumir un papel distinto del que nos ordena la Constitución: actuar como jurado para resolver si es procedente o no la acusación constitucional, ocasión en la cual podremos tener en cuenta los alegatos sobre su admisibilidad, no para resolverla, sino como un antecedente más.



En consecuencia, quiero dejar constancia de que el Senador que me antecedió en el uso de la palabra no está cumpliendo con su función constitucional, toda vez que ha asumido el papel que le corresponde a un abogado de la defensa, lo cual no procede.

El señor NOVOA.- ¡No es así!

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, les ruego que nos aboquemos al objetivo de la sesión y entremos en el debate.



Aunque ningún orador quiera hablar con relación al tema que originó esta citación (conocer la mayor cantidad de antecedentes posibles respecto de las resoluciones de condonación de multas e intereses que el Servicio de Impuestos Internos ha determinado tanto a favor de pequeñas y medianas como de grandes empresas en los últimos años), mi obligación es recordarles que ese es el objetivo de esta sesión.



Por lo tanto, les pido, por favor, que se aboquen a eso.



Cualquier otra consideración, otros temas, otras opiniones, las podemos ver después.

El señor NOVOA.- ¿En la Cuenta de la sesión de la tarde?

El señor PIZARRO (Presidente).- Ahí, señor Senador, operaremos de acuerdo al Reglamento.



En consecuencia, vuelvo a ofrecer la palabra para el objetivo para el cual fue citada esta sesión. 



Senador Letelier.



Senador Escalona.



Senador Coloma. 



Senador Novoa. ¿Respecto del objetivo de la sesión?

El señor NOVOA.- No, señor Presidente. Yo me había inscrito para intervenir sobre un tema anterior.

El señor PIZARRO (Presidente).-  Conforme.



Senador Navarro.



Senador Hernán Larraín.



Senador Zaldívar.

El señor PROKURICA.- ¡No hay oradores!

El señor GÓMEZ.- ¡Que hable el Director!

La señora RINCÓN.- ¿Quién pidió la sesión?

El señor PIZARRO (Presidente).- Esta sesión fue convocada a solicitud de los Comités Partido Movimiento Amplio Social (MAS), Partido Socialista, Partido Radical Social Demócrata, Partido por la Democracia e Independientes.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pensé que me había ofrecido la palabra para responder los planteamientos del Senador Hernán Larraín, respecto a su procedencia o improcedencia. En mi opinión, son absolutamente improcedentes. Pero, si se va a retomar el punto en la tarde, dejemos el debate para ese momento. Dicho sea de paso, tendremos que actuar como tribunal, como jurado, un jurado que no encuentra a ningún juez con opinión imparcial. ¡Son todos parciales! ¡Todos, absolutamente todos!

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, tenemos al Director del Servicio de Impuestos Internos aquí.

El señor PROKURICA.- Así es. 

El señor NAVARRO.- Por lo mismo.

El señor PIZARRO (Presidente).-  Por favor, señores Senadores, diríjanse a la Mesa.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pedimos esta sesión y quiero hacer uso de mi tiempo.



Son las 12:46 y la sesión estaba citada para las 12. Ya hemos perdido tres cuartos de hora.



Ante todo, quiero agradecer la presencia de Julio Pereira, Director del Servicio de Impuestos Internos, porque son muchos los ciudadanos -entre ellos, por cierto, los de las pymes, las mipymes y las microempresas- que, dada la situación de escándalo nacional -si uno pudiera definirla así- por la condonación de 125 millones de dólares a Johnson’s, están interesados en este debate. 



El Servicio de Impuestos Internos ha argumentado que estos son procedimientos normales, establecidos en la ley, y que el señor Director tiene facultades para llevarlos a cabo. O sea, es posible que un Director de Impuestos Internos condone 125 millones de dólares sin preguntarle al Ministro de Hacienda -cuya escasa generosidad o el extremo cuidado que pone sobre los recursos del país son por todos conocidos-, ni al propio Presidente de la República.



Yo soy de los que creen que el Ministro y el Presidente de la República sabían. ¡Cómo no va a saber el Presidente si un funcionario público de su exclusiva confianza va a condonar 125 millones de dólares, que equivalen casi al Bono Marzo, que costó 200 millones de dólares! ¡Cómo no iba a saber también el otro jefe, el Ministro, de esta situación!



Por tanto, pienso que a lo menos hay dos temas involucrados. Uno de ellos es el actual estado del proceso, porque surgen razonables dudas, tal como lo han planteado los propios funcionarios del Servicio, respecto del procedimiento que se lleva al interior de él, sin que esté resuelto lo relativo al informe de la Contraloría. 



¡No hay informe! 



¡Aquí se le ha mentido al país! ¡No hay informe de la Contraloría! Existe un primer avance, donde se formularon cargos a algunos funcionarios, si bien no al señor Director.



Por consiguiente, no hay informe de la Contraloría. El proceso está abierto. El señor Director podría ser objeto de nuevos cargos. Hay un proceso interno en el cual todos los funcionarios...



¿Solo dispongo de cinco minutos, señor Presidente? 

El señor PIZARRO (Presidente).- Yo me imagino que cualquiera de los Comités le va a ceder tiempo al Senador Navarro.



La Democracia Cristiana le cede tiempo, señor Senador.

El señor NAVARRO.- Le doy las gracias, señor Presidente, así como también a la Senadora Rincón.



Decía que hay un sumario y un espacio abierto, que es el procedimiento interno que en estos momentos está en marcha en el propio Servicio.



El segundo tema se refiere a la situación de las pymes, mipymes y microempresas en materia de condonaciones.



Uno quisiera, efectivamente, que hubiera una política de igualdad; es decir, que si se condona a las grandes empresas, también se condone a las pymes. Se ha dicho que hay 270 millones de dólares en condonación para estas últimas -para las que estén al día, para las que no estén al día-, en una situación que ha sido planteada como de equilibrio. Lamentablemente, uno se encuentra siempre con pequeños empresarios que dicen que van a repactar y a los cuales lo único que les piden es que estén al día, pero, como están quebrados, no tienen plata para pagar y no pueden hacerlo. Y los plazos en los cuales se les parcela la cuota son más bien estrictos.



En cuanto al primer punto, cabe señalar que el sumario secreto que se sigue por parte de la Contraloría está siendo trabajado. Y la situación, por cierto, no está zanjada. 



La Ministra Pérez, al igual que el Presidente, ha señalado que no hay responsabilidad del señor Director. Y aquí se ha generado una confusión que es bueno aclarar. El Presidente Piñera dijo el lunes 4 de marzo que un informe de la Contraloría dejaba libre de cargos al señor Director. En una entrevista en Radio ADN textualmente señaló que “desde el primer minuto tomamos la posición de esperar un informe de la Contraloría que acaba de salir. Lo he estudiado y por tanto, durante los próximos días, tal como lo anunciamos, vamos a tomar una definición”.



Y lo cierto es que no hay informe. 



La primera pregunta para el señor Director y su equipo de asesores, entonces, es si efectivamente hay o no informe. El Primer Mandatario dice que sí.



Lo que sí hubo, al parecer, señor Presidente, es una notificación de formulación de cargos a los involucrados: a Mario Vila, ex Subdirector Jurídico del Servicio de Impuestos Internos, y a Mirtha Barra, ex Jefa de la Dirección de Grandes Contribuyentes.



La misma notificación recibió Julio Pereira, pero señalando que en su caso no se acogieron las acusaciones.



El señor Director podría volver a aparecer eventualmente dentro del proceso de la Contraloría con formulación de cargos. Por eso resulta importante conocer lo que los funcionarios del Servicio de Impuestos Internos y diversos medios de prensa -entre ellos, CIPER- han venido planteando.



De hecho, se llevó a cabo el completo descabezamiento de la Dirección Superior del Servicio:



1.- Renuncia del Subdirector de Recursos Humanos a fines de enero de este año. 



2.- Renuncia (se le solicita el cargo) del Subdirector de Contraloría Interna, señor Mario Moren. En su lugar se designa a Paulina Carrasco, ex jefa de gabinete de Mario Vila (Subdirector Jurídico suspendido de sus funciones por la Contraloría por conflictos de interés en el caso Johnson’s). La señora Carrasco tendría que pronunciarse sobre una posible sanción contra Vila, lo que representa parcialidad por haber sido ella jefa de gabinete de este último durante el proceso Johnson’s.



3.- No hay Subdirector Jurídico. Mario Vila está suspendido de sus funciones.



4.- Renuncia del Subdirector de Fiscalización, señor Iván Beltrand, en pleno proceso de la Operación Renta. En su lugar es designado Alejandro Burr, quien se desempeñaba como Subdirector de Estudios.



5.- En la Dirección de Grandes Contribuyentes existen tres jefes de departamento. El Jefe de Departamento Internacional renunció al Servicio hace unas semanas. El Jefe de Departamento Nacional renunció (se le pidió el cargo), pero sigue en el Servicio. Y a la Jefa del Departamento Jurídico no se le prorrogó el cargo. Creemos que se le pedirá la salida del Servicio (es una pregunta para el señor Director). La Dirección de Grandes Contribuyentes se encuentra totalmente descabezada de funcionarios de carrera que en su momento no estuvieron de acuerdo con la condonación a Johnson’s. Además, estos cambios se producen en pleno proceso de la Operación Renta.



Señor Presidente, ahora tenemos la posibilidad de escuchar al señor Director del Servicio de Impuestos Internos sobre este procedimiento. Existe preocupación, porque en medio de un proceso de investigación de la Contraloría se descabeza a toda la Dirección Superior, a los que tienen que hacer los informes que la Contraloría va a investigar.



Las declaraciones de Mirtha Barra en la Comisión Investigadora de la Cámara de Diputados fueron cruciales para el trabajo del grupo parlamentario que indagaba las posibles responsabilidades en la condonación. Y ella podría aportar nuevos antecedentes luego de las declaraciones que el propio señor Director de Impuestos Internos hizo ante la misma instancia fiscalizadora.



Por lo tanto, la pregunta es: ¿la decisión de remover funcionarios en pleno proceso de investigación de la Contraloría obedece a requerimientos internos del Servicio? 



Y me gustaría que el señor Director nos pudiera informar además si eso no ha sido observado por la Contraloría. Porque, si yo inicio una investigación y echo a todos los jefes que tienen que declarar, probablemente en mi contra, la verdad es que estoy interfiriendo en el proceso.



Y, en segundo lugar, señor Presidente -este es, claramente, un desafío para esta Cámara-, este tipo de condonaciones no las puede hacer el Director del Servicio de Impuestos Internos, sea cual fuere este y en el Gobierno que sea. 



Las condonaciones deben implicar un proceso previo y ser vistas por un comité más amplio y contar con una instancia que las analice, las evalúe y decida. No pueden recaer en el señor Director. 



De haber existido un comité, no tendríamos el problema que ahora se nos presenta, porque un directorio -es lo más probable- hubiera aprobado las condonaciones mediante mecanismos de mayor transparencia.



Del mismo modo, me gustaría que el Jefe Superior de Impuestos Internos nos informase acerca de los procedimientos que su organismo lleva a cabo a fin de atender las demandas de las micro, pequeñas y medianas empresas en materia de condonación de impuestos, de deudas, de moras y de intereses.



El Servicio de Impuestos Internos chileno es uno de los mejores del mundo. Todos reconocemos su alta capacidad, su real y beneficiosa modernización. Estamos cuestionando un punto que dice relación a un hecho que, ojalá, no vuelva nunca más a ocurrir: el beneficio que obtuvo una gran empresa que podría tener -como se ha sabido- conflictos de intereses con el señor Director del Servicio de Impuestos Internos. Ese aspecto lo aclaró la prensa, pero la Contraloría lleva a cabo la investigación pertinente.



Cuando se nombró como Director al señor Julio Pereira -persona sobre la cual no tengo opinión en contrario-, advertí la eventualidad de conflictos de intereses, con motivo del nombramiento de la señora María Eugenia Sandoval como integrante de la Corte Suprema. Ella había sido directora y socia de Price Waterhouse durante 25 años. De la misma manera, por el hecho de que don Julio Pereira también era socio y fue director de Price Waterhouse durante 21 años, advertí en la Sala de ese eventual conflicto. 



Lo dije y lo reitero: este Gobierno va a pasar a la historia como el de los conflictos de intereses, porque ha llamado a muchas personas del área privada a integrar el sector público.




Espero que el señor Director nos pueda aclarar las dos observaciones que formulé, porque causa real preocupación entre los funcionarios del Servicio que dirige y también entre todos quienes creemos que tal organismo debe entregar la mayor transparencia respecto de las remociones o cambios realizados en medio de la investigación que lleva a cabo la Contraloría General de la República.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP, señor Presidente!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra  el señor Director de Impuestos Internos. 

El señor PEREIRA (Director del Servicio de Impuestos Internos).- Agradezco la invitación para dar a conocer los antecedentes respecto de las resoluciones relativas a las condonaciones de multas e intereses de tributos del Servicio de Impuestos Internos.



Al respecto dispongo de una presentación para los Senadores, con el objeto de que puedan tener claridad en la materia.
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La primera lámina nos muestra que todas las actividades del Servicio están orientadas a cumplir con los roles que la ley le asigna: aplicar y fiscalizar todos los impuestos internos actualmente establecidos. En forma más específica, interpretar administrativamente las disposiciones tributarias, fijar normas, impartir instrucciones, dictar órdenes para la aplicación.



Entre las estrategias adoptadas por el Servicio para lograr cumplir con esos importantes roles y tender a reducir la evasión, se encuentran las siguientes:



Primero, facilitación del cumplimiento. Es un conjunto de acciones con el propósito de que el contribuyente cumpla, de la mejor forma y al menor costo, con sus obligaciones tributarias.



Segundo, control del cumplimiento tributario. Son acciones que se realizan con el propósito de verificar el correcto cumplimiento de las obligaciones tributarias de los contribuyentes y sancionar el incumplimiento.



Tercero, minimización del incumplimiento. Dentro de las acciones de la estrategia “facilitación del cumplimiento”, se encuentra la condonación de multas e intereses, que busca principalmente el pronto pago del total de las obligaciones tributarias y la normalización de los contribuyentes frente a la administración tributaria.



En la siguiente lámina y para lograr comprender de mejor forma los datos, es necesario entender los efectos del “aumento en la fiscalización” y cómo esto impacta en la condonación de multas e intereses.
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En el diagrama se observa que, al aumentar la fiscalización, se producen dos efectos inmediatos. Por un lado, mejora en el comportamiento de los contribuyentes; y, por otro, aumento de las diferencias entre lo declarado y lo pagado. Este segundo efecto trae como consecuencia el incremento del cobro de los impuestos no pagados y, por ende, el aumento del monto de multas e intereses, lo que llevará finalmente a que los contribuyentes afectados concurran al Servicio a solicitar una condonación.



Este es -por así decir- el modelo desde donde surge la condonación de multas e intereses.



Quiero recordar que nadie puede condonar impuestos. Y la facultad de condonar multas e intereses está dada por ley a los directores regionales, al subdirector de fiscalización y al director de grandes contribuyentes.



En la siguiente imagen, habiendo entendido el proceso del otorgamiento del beneficio de la condonación, se pueden examinar los datos de forma más analítica.
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En esta tabla, se observa el alza sostenida de los ingresos tributarios. Y esta es la primera ocasión en que voy a dar al respecto alguna información, incluyendo el año 2012.



Se destaca el explosivo incremento que estos tuvieron entre los años 2010 y 2012, con ingresos récords que superaron los 20 billones de pesos entre los años 2011 y 2012. Es decir, más de 40 mil millones de dólares, aproximadamente.



En forma adicional, los giros u órdenes de pago pagados por acciones de fiscalización -es decir, pagos por acciones directas de fiscalización- han ido creciendo en forma sostenida. El año 2012 llegaron a más de 309 mil millones de pesos, con un crecimiento nominal de más de 66 por ciento en comparación con el año 2009. 
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Desde el punto de vista de las condonaciones que otorga el Servicio de Impuestos Internos, del gráfico se desprende un aspecto muy relevante: que la cantidad de condonaciones otorgadas a contribuyentes pasó de 24.308 en el año 2002 a 205.919 en 2012. Con ello se puede concluir que el acceso a condonaciones, o la cobertura de ellas, ha  tenido un aumento exponencial. Y como veremos más adelante, apoyado por el acceso a Internet.



En ese sentido, el segmento más beneficiado -esto lo quiero destacar- de quiénes tienen mayor acceso a las condonaciones -fue una de las preguntas hechas- es aquel que corresponde a las micro, pequeñas y medianas empresas. Y las condonaciones para ellas han ido en aumento, desde 56 por ciento del total, entregadas el año 2002, hasta 89 por ciento del total para el 2012.



Quiero destacar nuevamente que el segmento de las mipymes es el que ha sido más beneficiado.
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Aquí tenemos tres “tortas” o gráficos ilustrativos sobre el particular.



En el primero de ellos, se puede observar que el 93 por ciento de las condonaciones que entrega el Servicio de Impuestos Internos, se realiza a través de Internet, mientras que el 7 por ciento se hace por medio de las unidades del Servicio de Impuestos Internos; es decir, en forma presencial.



Esta cifra da cuenta de la penetración y de la igualdad en el acceso al beneficio. Repito: 93 por ciento.



En el segundo gráfico o “torta” podemos observar que, de los contribuyentes que obtuvieron condonación a través de Internet el año 2012 -es decir, de ese 93 por ciento de que hablábamos anteriormente-, el 89 por ciento correspondió al segmento de las micros, pequeñas y medianas empresas, mientras que 6 por ciento a grandes empresas y 5 por ciento a personas.



Recordemos que en el caso de las personas, solo el 18 por ciento tributa.



Acá se observa claramente cómo la utilización de Internet beneficia a los pequeños empresarios y al segmento mipymes.



En el tercer gráfico o “torta”, sin embargo, se puede observar que tratándose de las condonaciones entregadas en las unidades del Servicio (o en forma presencial) el segmento mipymes sigue siendo el que tiene más acceso a las condonaciones, con 79 por ciento del total.



Obviamente, voy a dejar esta presentación a disposición de los señores Senadores.
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Esta lámina es muy importante, porque compara la ratio entre condonación y monto pagado.



En ella se observa un indicador que resulta clave para ver históricamente a quiénes realmente benefician las condonaciones. Se trata del que señala cuál es el monto condonado sobre el monto pagado en las unidades del Servicio de Impuestos Internos.



Mientras la relación de condonación sobre pago sea más alta, mayor será el beneficio para el contribuyente; y, por el contrario, mayor el costo potencial para el Fisco. Y digo “potencial”, porque, mientras no se realice el pago, esos recursos podrían potencialmente llegar o no llegar.



En la tabla se presentan los segmentos de manera histórica, desde el año 2002 hasta el 2012. En verde figuran los que obtuvieron una mejor relación de condonación versus pago, y en rojo, los que obtuvieron una peor.



Se puede apreciar que en los años 2010, 2011 y 2012, bajo mi dirección, los segmentos con mayor beneficio fueron los de micros y pequeñas empresas. Esto demuestra que el Servicio de Impuestos Internos les ha facilitado el pronto pago.



Por el contrario, los segmentos menos favorecidos durante mi administración fueron los de las medianas empresas, el 2010, y el de las personas, el 2011. Pero es importante recordar que solo 18 por ciento de las personas, como contribuyentes de mayores ingresos, están afectas a impuesto. Y, normalmente, como personas naturales, no solicitan su condonación.



Por último, el 2012 las menos beneficiadas fueron las grandes empresas.



Respecto de los años anteriores, invito a Sus Señorías a observar qué segmentos resultaron más favorecidos, de acuerdo a los datos de la Subdirección de Estudios, que son públicos.



Antes de referirme a la lámina pertinente en concreto, quiero mencionar un aspecto: en la tabla de pagos realizados sobre condonaciones, figuran 341 mil millones de pesos en condonaciones, de los cuales más de 60 por ciento lo fueron en el Servicio de Impuestos Internos.



Por su parte, la Tesorería General de la República recibió pagos con condonaciones por 100 mil millones de pesos, y pagos con condonaciones conjuntas por más de 35 mil millones de pesos.



Quiero señalar que el Congreso Nacional ha aprobado leyes especiales que permiten obtener, por un tiempo determinado, beneficios de condonación ante la Tesorería General de la República. Pero hay una gran diferencia entre la condonación otorgada por el Servicio de Impuestos Internos y aquella que se acoge a esas normativas especiales, cual es que los pagos efectuados en la Tesorería General obedecen a convenios de pago a plazo, mientras que las condonaciones otorgadas por el SII responden al principio de pronto pago al contado dentro del mes siguiente. De lo contrario, se termina la condonación.



Es importante considerar que actualmente hay -ello se debe a un fenómeno histórico- 5 mil millones de dólares en impuestos por cobrar. Estos tienen asociados multas e intereses por aproximadamente 20 mil millones de dólares más. Y no estoy hablando de los últimos 5 o 10 años, sino de los últimos 20 a 25.



Otro punto relevante radica en que -repito- solo por ley se condonan multas e intereses. Y la ley da esa facultad a los directores regionales, a los subdirectores de fiscalización y al director de la DGC, no al Director Nacional.



Algunos han confundido ambos términos y han hablado de “condonación de impuestos”. ¡Eso jamás puede ocurrir!



Pero la pregunta de fondo es: ¿cuándo podrían dejarse de pagar impuestos?



Y aquí tiene importancia la siguiente imagen, referida al pago provisional por utilidades absorbidas (PPUA), que corresponde al impuesto de primera categoría pagado que afecta a las utilidades que resultan absorbidas por pérdidas tributarias y que constituyen un crédito para su titular.
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En la tabla se puede observar que el año 2002, a consecuencia del funcionamiento del sistema tributario chileno, se utilizaron créditos de PPUA por 348 mil millones de pesos. Y el 2009 fue el período en que más se utilizaron estos créditos, alcanzando a 472 mil millones. 



No voy a repetir lo que ya mencioné; pero invito a revisar el artículo 31, N° 3, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, relativo a las pérdidas de arrastre, que establece: “En el caso que las pérdidas absorban total o parcialmente las utilidades no retiradas o distribuidas, el impuesto de primera categoría pagado sobre dichas utilidades se considerará como pago provisional” aplicándose las normas de devolución y reajuste.



Con lo anterior, esta situación sí genera un menor pago de impuestos, o bien una devolución de impuestos.



Por tanto, hay que revisar si, en los procesos de condonación de pérdidas cuestionadas, se deja o no se deja viva una pérdida que pueda implicar el no pago de impuestos, o la eventual devolución de impuestos por parte de la Tesorería.
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Cabe destacar, señor Presidente, las siguientes conclusiones:



1) Las condonaciones que entrega el Servicio de Impuestos Internos están íntimamente asociadas con los ingresos por fiscalización. No estamos hablando aquí de “crecimiento económico”, sino de “acciones concretas de fiscalización”.



Por consiguiente, al aumentar los ingresos por fiscalización, se incrementa (relación causa-efecto) el monto de las condonaciones solicitadas.



2) El ejercicio de la facultad de condonar multas e intereses es una herramienta que promueve y facilita el cumplimiento tributario. Ello está establecido por ley. Además, es un aspecto ampliamente estudiado en organismos internacionales, tales como el CIAT y la OECD (en el grupo sobre administración tributaria).



3) El único escenario en el que el Servicio no condona multas e intereses es aquel en que un contribuyente registra causales de exclusión graves (por ejemplo, ser objeto de un juicio por delitos tributarios).



4) Los años 2011 y 2012 fueron récord en ingresos tributarios, pero también en pago de giros con condonaciones pagados, y como consecuencia, obviamente, en montos condonados.



5) Es muy importante dejar claro que los contribuyentes que más utilizan las condonaciones son el segmento de las mipymes, según datos duros, tanto -aquí hay un paradigma- a través de Internet (recordemos que, si hay un retraso, todo el mundo tiene la posibilidad de acceder por esta vía a un promedio de 66 por ciento de condonación), como en oficinas del Servicio (condonaciones presenciales).



6) Los contribuyentes que obtuvieron una mejor relación de condonación sobre pago en las unidades del SII para los años 2011 y 2012 fueron las microempresas.



Los datos expuestos los hemos ido discutiendo con algunas de las asociaciones gremiales de microempresas, de forma tal que puedan ser utilizados en otros proyectos que son emblemáticos para el Servicio de Impuestos Internos, como el ligado al régimen del artículo 14 quáter de la Ley sobre Impuesto a la Renta (exención del impuesto de primera categoría hasta determinado monto) y el que introduce modificaciones a la legislación tributaria en materia de factura electrónica, que esperamos -depende del Ejecutivo, por supuesto- que se tramite prontamente.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, como es de conocimiento público, soy de las personas que opinan que, a raíz del caso Johnson, la responsabilidad política del señor Director del Servicio de Impuestos Internos, quien nos acompaña en esta sesión, lo inhabilita para el ejercicio del cargo, y que debiese haberle entregado al Presidente de la República esa responsabilidad, con el objeto de que este nombrara un nuevo Director.



Ello lo digo por lo siguiente.



Los artículos 6º B, N° 4, 56 y 106 del Código Tributario facultan al Director Regional del SII a condonar total o parcialmente las multas e intereses penales cuando el contribuyente pruebe que la omisión o la acción que origina las multas o los antecedentes hacen que sea excusable.



El artículo 106 del Código Tributario, relativo a las sanciones administrativas, es más expreso en señalar que esa facultad, de aplicarse, es “a juicio exclusivo del Director Regional”.



Cuando el monto es significativo, como ocurrió respecto de la empresa Johnson, la facultad de condonar requiere la autorización del Director Nacional. 



Aun cuando la atribución que otorgan la ley y las diversas circulares al Director Regional y Nacional -como es el caso- es discrecional, tal discrecionalidad, que supone un acto de discriminación, no puede ser arbitraria; en consecuencia, debe ser razonada, limitada y factible de ser escrutada para determinar si ella se ajusta o no a los estándares de discrecionalidad y proporcionalidad permitidos por la ley.



El principio de probidad que deben observar los funcionarios públicos en el cometido de sus funciones tiene que ajustarse a esos principios. No se trata solo de un principio que deriva de la ley; su fundamento, además, se consagra en una norma expresa de la Constitución Política de la República: en el artículo 8°.



En el actuar del señor Director en funciones, se observa que se aparta de manera frontal de tal principio e incumple la regla del artículo 62 de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, por las siguientes razones:



1) Usa información que conoce en razón de su función para beneficiar a un tercero.



2) Ejerce influencia para obtener ventaja respecto de un cliente que tuvo hasta marzo de 2010 (Johnson) y de uno con el cual mantiene relaciones contractuales vigentes (Cencosud). Es decir, se aparta de lo establecido en el artículo 62, Nos 1, 2 y 5, de la referida ley.



Queda establecido, de acuerdo con lo que se conoce del informe de la Comisión investigadora de la Cámara de Diputados, que el mencionado Director dio instrucciones y tomó participación directa en otorgar un beneficio a un tercero con el que tenía relaciones directas.



Se lesiona de esa manera el principio de probidad.



Aun cuando se trate de una facultad discrecional del Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos, el hecho de tener vínculos profesionales y contractuales con los directos beneficiarios genera un uso discriminatorio de tal atribución, de manera equívoca, dañando el principio de probidad establecido en la ley y en la Constitución Política. De haberse inhibido en el proceso de condonación, se supone, en este caso, que el Fisco hubiera percibido la suma de 50 mil millones de pesos, aproximadamente.



En consecuencia, de la infracción de los artículos 8° de la Carta Fundamental y 62, Nos 1, 2 y 5, de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, y de la forma en que el señor Director ejerció su actuar, se establece la hipótesis factual de los artículos Nos 240 y 240 bis del Código Penal, razón por la cual, desde mi punto de vista, se constituye el delito de fraude al Fisco.



Asimismo, se configura la infracción al artículo 71 del Código de Ética del Colegio de Abogados, que prohíbe de modo expreso la intervención en un asunto en el que se haya tomado parte como abogado.



De igual modo, debo señalar que, a mi juicio, el señor Ministro de Hacienda, cuando tomó conocimiento de los asuntos que motivan la realización de esta sesión especial, debió haberlos puesto a disposición del Ministerio Público, según establece el artículo 52, N° 2, letra b), de la Constitución Política de la República.



Es cuanto quiero señalar, señor Presidente.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quiero hacer dos comentarios respecto de la intervención del Senador que me antecedió en el uso de la palabra y una reflexión sobre la materia que nos convoca esta mañana, la cual, por cierto, es bastante diferente de lo planteado por el referido colega.



En primer lugar, Su Señoría dio una opinión, a mi juicio, completamente arbitraria, como suelen ser las opiniones.



Él considera, en virtud de no sé qué disposición, que quien ha sido invitado por el Senado para explicar datos, dentro de la actividad legal, en relación con el sistema de condonaciones de multas e intereses tendría una suerte de inhabilidad para ejercer el cargo.



Señor Presidente, quiero ser claro: eso me parece un abuso.



El señor Director del Servicio de Impuestos Internos ha sido citado por esta Corporación para dar una explicación, la que ya ha entregado, sobre cómo funciona el sistema de condonaciones de multas e intereses, particularmente en la pequeña y mediana empresa.



Invitar a una persona y decirle, al inicio de la conversación, que es inhábil para ejercer su cargo lo estimo un abuso. Yo por lo menos quiero contradecir ese planteamiento y señalar, desde mi perspectiva, que ello es profundamente inadecuado.



Por otra parte, señor Presidente, tan mala memoria yo no tengo.



Si alguien quiere sacar dividendos políticos de un tema tan complejo como el relativo al sistema de condonaciones de multas e intereses del Servicio de Impuestos Internos, lo rechazo.



Toda la argumentación planteada por el Senador que me antecedió en el uso de la palabra se vincula con un caso que esta Sala analizó en sesión de 4 de julio de 2012. Fue en esa instancia cuando el Director del SII explicó en detalle, por largo tiempo, todas las acciones que su Servicio realizó con relación a Johnson, sin que existiera de parte de esta Corporación censura alguna sobre su actuación.



Adicionalmente, como la institucionalidad funciona en Chile, lo que está bien, la Contraloría General de la República se hizo cargo de algunas de las objeciones que se plantearon. Es este organismo -no el colega que acaba de intervenir, ni yo, ni los Senadores que pidieron esta sesión especial- el encargado de resolver en esta materia.



La Contraloría, en su dictamen del 27 de febrero de 2012, señaló de manera explícita que el Director del Servicio de Impuestos Internos no tenía ninguna responsabilidad en las conductas inadecuadas que algunos le atribuían. 



Entonces, quiero preguntar: ¿para qué citamos a esta sesión? Si lo hicimos para denostar a una autoridad pública, me parece mal. Si es para abordar un tema de fondo -lo encuentro interesante-, está bien. De hecho, las conclusiones expuestas por el Director del SII son profundamente alentadoras. 



¿Cuál es la función de dicho Servicio? Básicamente, recaudar recursos para gasto social, que, como sabemos, es muy importante para el país.



Entonces, cuando dicha autoridad nos explica que la recaudación ha aumentado, en parte por las acciones de fiscalización, que son las que generan las condonaciones de multas e intereses (herramienta que promueve y facilita el cumplimiento tributario), y que en los últimos años ha sido especialmente eficiente tal mecanismo -le ha permitido al Estado obtener más recursos que antes-, uno concluye que la función se está ejecutando en forma correcta. 



Adicionalmente, me parece legítima la inquietud del Senador señor Navarro en el sentido de saber dónde se concentran las condonaciones. Enterarnos de que el grueso de ellas favorecen a las mipymes -el beneficio se otorga a través de Internet y de oficinas del Servicio-, en cantidades muy superiores a cualquier otro tipo de contribuyente, nos permite entender que tal facultad -es especial y no está referida a impuestos, sino a multas e intereses- se ha aplicado con la lógica de ayudar al fiscalizado de menores recursos, al que no le ha sido posible cumplir con sus obligaciones, al que probablemente no pagaría ningún impuesto de no mediar esta condonación, para que formalice su situación y se convierta en un contribuyente que colabore en la recaudación de fondos necesarios para el Estado. 



Más aún, cuando se observa el cuadro en el que se muestra la ratio de condonaciones -imagino que todos lo miraron-, se puede apreciar con claridad que en los últimos años, en los que el actual Director de Impuestos Internos ha ejercido el cargo, se han dado los mejores resultados para la microempresa y la pequeña empresa. 



Sin embargo, aquí se pretende acusar, denostar, al señor Director del SII, quien ha generado un escenario diferente del que hubo los años 2005, 2006 y 2008, en que los mayores beneficiados -según las estadísticas oficiales- fueron las grandes empresas. Tal cuestión en sí misma no reviste ninguna gravedad, porque simplemente, si hubo fiscalización en esa lógica, pudo haberse producido condonaciones con ese alcance. 



En efecto, si se comparan las cifras de los años 2005, 2006 y 2008 con las del 2010, 2011 y 2012, donde se observa un giro hacia las micro y pequeñas empresas, hecho que, además, genera mayor recaudación para gasto social, uno no puede sino concluir que el Servicio de Impuestos Internos ha actuado en forma correcta en esta materia y que esta herramienta especial, establecida en distintas leyes para efectuar las condonaciones, ha surtido los efectos del caso. 



Cuestión distinta es plantear -me parece legítimo, aunque no comparto lo propuesto- que las condonaciones deberían regirse por un procedimiento diferente. Me parece bien que alguien quiera cambiar la ley en este ámbito, ya sea mediante la creación de un consejo o de varios consejos que monitoreen la situación o den las autorizaciones pertinentes. Tengo, sí, el legítimo derecho de señalar que esa enmienda generará un aumento de burocracia, característica que no es especialmente útil para un mecanismo que debe ser eficiente y ágil, en lugar de transformarse en un mar de papeleo, lo que al final -y esto se reclama en el mismo Parlamento- dificulta el ejercicio de los cargos. 



Señor Presidente, de esta sesión, cuya citación es superespecífica (conocer cómo ha funcionado el sistema de condonaciones de multas e intereses en los últimos años, particularmente a favor -así se pidió- tanto de pequeñas y medianas empresas como de grandes empresas), se puede concluir que, según lo expuesto por el señor Director, que no ha sido contradicho hasta ahora, el Servicio de Impuestos Internos ha actuado conforme al mandato legal y, también, a un criterio moral: tratar de ayudar a las pequeñas empresas, que son las que más se complejizan con este tipo de situaciones.



Por ello, a mi juicio, el objetivo de la sesión ha sido cumplido favorablemente. Es una prueba superada. 



Cualquier interpretación distinta con el fin de hacer renacer causas fenecidas, o de desconocer o ignorar lo que la Contraloría -la misma a la que nosotros le pedimos que investigara- señaló en la resolución pertinente, o de tratar de repetir una sesión realizada hace un año, con amplia cobertura de prensa y en la cual fueron igualmente resueltos los problemas planteados, o de intentar alterar el alcance de lo que discutimos es algo profundamente contrario al espíritu que en esta sesión debería verificarse. 



En resumen, señor Presidente, esta sesión se basa en una petición perfectamente legítima para clarificar o conocer más en detalle un punto que ha estado en la discusión pública. Se ha dado una explicación perfectamente coherente, con un agregado positivo respecto de quiénes han sido los mayores beneficiados. Pero yo, por lo menos, rechazo el que se haya pretendido atacar al funcionario que ha sido invitado hoy, quien entregó una debida explicación de su cometido. 



He dicho. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Carlos Larraín. 

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, estoy un poco perplejo. Resulta que desde las bancas de la Oposición se invita al Director del Servicio de Impuestos Internos a exponer cómo operan los mecanismos contemplados en la ley, en los reglamentos y en las directivas generales de dicho organismo con relación a las condonaciones de multas e intereses, y a indicar quiénes serían los beneficiarios, especialmente con énfasis en las llamadas “mipymes”. Dicha autoridad asiste a la sesión puntualmente; entrega una información sumamente completa, y ¿con qué se encuentra? Con una andanada de acusaciones que linda con la injuria. Es una cosa brutalmente descalificadora. Se la ha acusado de cometer delitos: fraude al Fisco, específicamente. 



Pienso que, si alguien tuviera la convicción de que en este caso existe ese delito -no hay prueba alguna, claro-, debería iniciar acciones judiciales. Pero no se puede traer al Director de tal Servicio aquí para hacerlo pasar un mal rato. 



Yo reclamo por la falta de cortesía mínima que se ha mostrado hacia un alto funcionario del Estado, quien, además, ya pasó por la revisión de la Contraloría General de la República. 



Algunas personas individuales, amparadas en el fuero, pretenden saltarse las conclusiones de la Contraloría y omitir lo actuado por los tribunales. Es decir, ahora tenemos “jueces de elección popular” en Chile. 



Bueno, hecho ese comentario, me referiré muy brevemente al contenido de la presentación del Director del SII, que -reitero- es sumamente satisfactoria como tal, por cuanto demuestra cosas bien sencillas, las cuales debieran dejar muy satisfechos a quienes se autodenominan “defensores del interés del Estado”. 



En ella se señala que entre el 2009 y el 2012 aumentan al doble los montos recaudados por la vía de la fiscalización, registrándose también un incremento en la recaudación general. Como estamos hablando de la función del Servicio de Impuestos Internos, lo más relevante es la aludida alza al doble. 



Y agrego otro dato que podría ser trascendente, si acaso no fuera cubierto con una costra de adjetivos irrelevantes: en el año 2012 el 89 por ciento de las condonaciones corresponden a mipymes, mientras que en 2002 -diez años antes- esa cifra llegaba apenas al 56 por ciento. 



¡Yo supongo que en esa época los “defensores del interés fiscal” estarían muy activos...! Además, representaban al Ejecutivo. Pues bien, entonces la cifra de mipymes beneficiadas era muy inferior. 



Luego, se nos recuerda que el año 2007 hubo acuerdo en 47 de las 73 situaciones provocadas por la compra de pérdidas por parte de grandes contribuyentes.



Yo me pregunto: ¿Dónde se encontraban en ese momento los savonarolas tributarios que hoy día afloran con tanta vehemencia? ¡Al parecer estaban ausentes o silenciosos...! No hubo denuncia alguna, que yo recuerde.



En el caso específico de Johnson’s, otro dato concreto: se eliminaron pérdidas, supuestamente aprovechables, por la cifra de 1.200 millones de dólares, algunas de las cuales habían sido adquiridas. Es decir, en teoría, la recuperación de impuesto de categoría sobre esas pérdidas pudo llegar a 240 millones de dólares, cifra asaz sustancial. Además, se hizo posible la subsistencia de la compañía -futuro contribuyente- y la mantención de un número importante de empleos: objetivo social muy plausible.



Quizás, en relación con lo anterior, valiera la pena también hacer presente aun otro punto concreto y no del orden de las descalificaciones.



En Chile hay alrededor de 5 mil millones de dólares por cobrar y,  aplicado a esa base de deudas, cerca de 20 mil millones de dólares en multas e intereses. Tal vez, si se profundizara un poco sobre el particular, podríamos vislumbrar, con algo de buena voluntad, la utilidad de las negociaciones con deudores y la inutilidad de las multas e intereses excesivos, que terminan haciendo reventar a los contribuyentes.



Un aspecto que a mi juicio merece la pena ser destacado es el que deriva del último cuadro que mostró el señor Director en su exposición, que se refiere a la fiscalización del Pago Provisional por Utilidades Absorbidas. Ahí aparece una cifra que debiera interesar mucho a los que encarnan invariablemente el interés fiscal. Entre los años 2008 y 2009 -tiempos de feliz memoria para algunos- se duplicó la cantidad que ciertos contribuyentes compensaron contra sus utilidades, absorbiendo pérdidas tributarias que pasaban a constituir un crédito. 



Repito lo recién señalado porque parece trabalenguas: el 2008 se pudieron compensar 235 mil millones de pesos chilenos, es decir, del orden de los 400 millones de dólares. El 2009, estas compensaciones con pérdidas tributarias -las mismas que el señor Director de Impuestos Internos eliminó en el caso de Johnson’s- llegaron a 472 mil millones de pesos. Yo no sé si esto sea simplemente casual o si tenga concomitancia con un año electoral. Quiero pensar que obedece a una simple casualidad. Pero resulta interesante que los montos compensables contra utilidades de grandes contribuyentes se pudieran doblar en un año. Bueno, en qué queda esta defensa apasionada del interés fiscal, que permite hacer acusaciones de fraude al Fisco y otras hierbas; en qué estaban los hiperacusadores durante 2008-2009. Ahí hay una pregunta importante que debiera ser respondida.



Agradezco mucho la presencia del señor Director del Servicio de Impuestos Internos, quien nos ha proporcionado información muy valiosa, la que demuestra que el Servicio que administra ha actuado de manera muy beneficiosa para el Fisco; desde luego, dentro del marco de la ley. 



Yo solo manifiesto que ojalá tuviéramos más servidores del Estado...

El señor PIZARRO (Presidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.



Se le concederá un minuto adicional.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Muchas gracias.



Decía que ojalá contáramos con más servidores del Estado de la categoría personal y profesional de don Julio Pereira.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, la razón por la cual algunas intervenciones no dicen relación con el objeto de la sesión es porque se pretende realizar, desde el Senado, una función de fiscalización que de acuerdo a la Constitución y a las leyes no nos corresponde.



Me parece una muy mala práctica.



No podemos arrogarnos facultades que no tenemos y menos, desde esa perspectiva, emitir juicios como los que se han oído acá. 



Tampoco encuentro razonable ni legítimo que haciendo uso de la inviolabilidad parlamentaria se acuse al Director de Impuestos Internos de cometer delitos. Creo que eso es absolutamente inaceptable.



Haré una reflexión respecto al tema de las condonaciones.



En el caso de la empresa Johnson’s -cuestión que motivó la sesión especial anterior y, por cierto, la que ahora se celebra-, la deuda viene arrastrándose desde hace muchos años, lo que significa un aumento gigantesco de reajustes e intereses. ¿Qué hicieron las administraciones anteriores, que no cobraron oportunamente? ¿Por qué se permite que se llegue a cifras que implican, evidentemente, la quiebra de la empresa, la desaparición de una actividad productiva y el término de una fuente laboral? ¿Por qué hubo negligencia de los directores anteriores, quienes toleraron que la situación llegara al estado al que derivó?



Las respuestas pueden ser muchas. Yo no las conozco todas. Incluso, una de ellas puede basarse en que el Servicio de Impuestos Internos no pide quiebras de empresas, precisamente para no perjudicar a trabajadores.



Pero resulta evidente que si no se actúa con prontitud aumenta el volumen de los reajustes, de los intereses, y que si no se solicita la quiebra para no perjudicar la actividad económica, a los trabajadores, en algún momento se deberá proceder a la condonación, porque, si no, se tenderá a hacer que crezca una deuda contra el Fisco, sin ningún sentido.



Entonces, hay que ser muy cuidadoso cuando se analizan situaciones acaecidas un año atrás sobre hechos que se generaron hace muchos años. Y que se acuse con liviandad una falta de probidad o una falta de manejo adecuado, en circunstancias de que los antecedentes dados a conocer en 2012, y reiterados mil veces, demuestran que la Dirección de Impuestos Internos actuó apegada a la ley y en defensa de los intereses del Fisco.



Gracias. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor COLOMA.- ¿No había hablado antes?

El señor NOVOA.- ¿En el tiempo de qué Comité interviene ahora?

El señor PIZARRO (Presidente).- En el del Comité Partido por la Democracia. 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quienes hayan leído a Piaget en materia de educación y la evolución de los niños se acordarán que se preguntaba cuándo un menor se reconocía a sí mismo. Y manifestaba: cuando se mira al espejo. Al principio, cree que es otra persona; luego, va cobrando identidad propia. 



Yo podría llamar “falacia del espejo” a la opinión que escucho del oficialismo, en este caso, de los Senadores Coloma, Novoa, Carlos Larraín. 



En primer lugar, lo recordaba el Senador Espina -por su intermedio, señor Presidente-, los sofistas en Grecia tuvieron gran auge, pero, en realidad, no centraron su acción en la sabiduría, en el saber, en la búsqueda de la verdad, sino en presentar como verdad hechos que no son tales. 



Tengo en mis manos la convocatoria para la presente sesión, la cual ha sido objeto de un cuestionamiento, en mi opinión, absurdo. Qué dice, y para qué estamos aquí: “Conocer la mayor cantidad de antecedentes posibles respecto de las” -¡atención!- “resoluciones de condonación de multas e intereses de impuestos que el Servicio de Impuestos Internos ha determinado...”.

El señor COLOMA.- ¿Cómo sigue la citación?

El señor NAVARRO.- “Resoluciones de condonación de multas e intereses de impuestos”: por eso estamos preguntando. Y lo estamos haciendo, por supuesto, respecto de la más importante de ellas: la condonación a Johnson’s.



Y aquí el Senador Coloma nos acusa de querer establecer dividendos políticos. Claramente, somos la Oposición. Tenemos el derecho, al menos, a preguntar. La facultad fiscalizadora se halla radicada en la Cámara de Diputados, donde el resultado de la votación del informe de la Comisión investigadora, en la Sala, fue 49 a 49, con el voto de Alinco, que ya lo conocemos. Y yo lo he manifestado: este Gobierno compra votos. Ha inaugurado una fórmula única, que en tiempos de la Concertación al menos no se conocía -aquí se ha hecho explícita-, de ofrecer a los Diputados por su voto algunos beneficios, que pueden ser legales, pero no ajustadamente éticos ni morales.



Se nos acusa, al igual que en materia de educación, de que antes no se hizo nada.



Pero quiero recordar que durante veinte años quienes fueron de Oposición y tenían que fiscalizar al Gobierno eran precisamente los que tenemos al frente. ¡Si ustedes debieron fiscalizar! ¡A ustedes les correspondía esa tarea! ¡Eran Oposición, y no lo hicieron! Y, por cierto, muchas veces siendo de Gobierno -me decían “el díscolo”- me tocó fiscalizar y hacerle la pega a la Derecha, porque no fiscalizaron en educación; en el caso de Impuestos Internos, de las empresas, en materia  laboral. Claramente, esa función, al contrario de lo que señalaba el Senador Carlos Larraín -lo entiendo porque lleva poco tiempo en el Senado; no era parlamentario, sino concejal de una rica comuna del sector oriente de Santiago-, les correspondía a los Diputados de Oposición, con el apoyo de los Senadores respectivos. No obstante, no lo hicieron.



Yo le he pedido al señor Director de Impuestos Internos -por su intermedio, señor Presidente- que nos dé a conocer la mayor cantidad de antecedentes respecto de las resoluciones de condonación.



Y le he formulado un conjunto de preguntas acerca de los cambios que él se encuentra realizando. Está descabezando totalmente las unidades de mayor jerarquía dentro del Servicio de Impuestos Internos, lo que contraviene la más mínima norma de transparencia en torno a la investigación de la Contraloría General de la República. Está echando a todos los jefes. Y esto no lo ha denunciado Navarro, el Senador del MAS, el Senador de la Izquierda: lo dicen los propios funcionarios de dicho Servicio, como lo plantearon en la Comisión y a través de la prensa. Estos acusan que se está llevando a cabo un descabezamiento. 



Yo he elaborado un detalle exacto de todas las unidades que se hallan en esa situación. Y a esos jefes habrá que preguntarles después, en la investigación que realice la Contraloría, por qué les dijeron: “¡Chao, pescao; fuera!”.



Señor Presidente, entonces, no se trata de que hayamos proferido  injurias. El Senador Escalona ha planteado una opinión política, legítima. No hemos injuriado. Creemos que existe responsabilidad política de parte del Director de Impuestos Internos. Y, efectivamente, esta situación se podría haber ahorrado -así lo manifesté- si el Presidente de la República hubiese tomado la decisión inmediatamente de establecer la responsabilidad política.



No estamos hablando de responsabilidad penal, sino de responsabilidad política. Porque nadie ha probado responsabilidad penal en el caso del señor Director de Impuestos Internos. No hay un proceso al respecto, aparte de la denuncia que presentaron algunos Diputados ante el Consejo de Defensa del Estado.



Nosotros no estamos acusando penal ni criminalmente al señor Director. Hemos hecho uso de nuestra facultad como Senadores de Oposición de pedir al Presidente de la República que se establezca la responsabilidad política. Cuando ocurre un hecho grave como este, hay que asumir dicha responsabilidad. Y el Primer Mandatario tomó la decisión política de confirmarlo en su puesto, aun cuando no existe informe de Contraloría. ¡Por favor! No engañemos. No hay informe. Existe una formulación de cargos; el proceso sigue, y puede haber nuevas denuncias.



Por eso me preocupa que quienes serán citados a declarar estén saliendo del Servicio o, como dicen algunos, siendo perseguidos al interior de él. Lo señalan los funcionarios. Nos referimos a quienes están siendo afectados. En efecto, en la Dirección Grandes Contribuyentes, ¡todos fuera; no hay cabezas!



Entonces, siento que es legítimo que podamos formular preguntas. Como siempre ocurre en estas sesiones, puede contestar el Director, el Ministro; si no desean hacerlo, no nos responden. Es facultad de ellos. En definitiva, le podemos hablar al aire, ya que es posible que las consultas queden  sin respuesta. Está bien. Esta es la Constitución monárquica que nos rige, en donde este Parlamento posee escasísimas atribuciones. Existen Congresos como el norteamericano, en el que se deciden, incluso, los gastos de defensa, los cuales tienen una gravitación importante en el presupuesto. En cambio, el Parlamento chileno y, en particular, el Senado pesan “cabritas”.



Por consiguiente, frente a un hecho de esta naturaleza, el único derecho con que contamos es a decir las cosas. Y cuando lo hacemos nos acusan de injurias, de buscar dividendos políticos. En definitiva, no existe ninguna posibilidad de expresar algo.



Señor Presidente, si el señor Director no quiere responder a los temas de procedimiento interno -ello será tarea de la Contraloría (el que nada hace nada teme)-, podría explicar por qué está echando a todos esos funcionarios.



El 5 por ciento de las pymes se beneficia de la condonación de multas e intereses de las deudas tributarias. ¿Qué plantean las pymes del Biobío? Que “la ley para estos casos favorece a los grandes conglomerados económicos y el resto seguimos en clara desventaja”. Y hay una queja permanente de las mipymes respecto del acceso a los beneficios.



El señor Director nos ha entregado un cuadro acerca de la cifra de condonaciones para las mipymes. Parte el 2002 -durante el Gobierno de Lagos- y señala que en 2005 alcanzó a 78 por ciento. Después, durante la Administración de la Presidenta Bachelet -de 2006 a 2009-, sube a 81 por ciento. Y en estos últimos tres años se produce un aumento de cuatro puntos.



No se dan a conocer las cifras totales de recursos, sino los porcentajes de condonaciones. Porque no es lo mismo condonar 59 mil millones de pesos a Johnson’s que un millón 800 mil pesos a una mipyme. Por ende, como el Director nos presenta cifras porcentuales, yo deseo conocer los montos brutos. Porque no da exactamente igual. Puede haber 10 mil condonaciones a las mipymes, pero es posible que una sola condonación, a una empresa, sea más elevada que todas aquellas.  



El dirigente Juan Araya y todos han planteado que quieren más meses para poder pagar...

El señor PIZARRO (Presidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.

El señor NAVARRO.- Además del tiempo del PPD, tengo el del Partido Radical Social Demócrata.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede continuar, Su Señoría.

El señor NAVARRO.- Gracias, señor Presidente.



Como dicen los directores de APIALAN, las grandes empresas cuentan con ejércitos de abogados, con contadores auditores, con los recursos económicos y contactos directos para enfrentar al Servicio de Impuestos Internos. Y, conforme a la declaración de esos dirigentes, solo el 5 por ciento accede al beneficio, el resto queda afuera.



Por eso, me interesa saber, primero, la cifra total de la demanda; segundo, el volumen total de recursos que han sido condonados, y tercero, por qué no se otorga más plazo, por qué no podemos condonar las deudas menores a un millón de pesos, solicitud también planteada por Juan Araya. 



En definitiva, deseo conocer cuál será la política para mejorar lo que ya se ha hecho, que está bien. Asimismo, si existe una disposición del Servicio de Impuestos Internos para eliminar la posibilidad de que esto vuelva a ocurrir, es decir, que sea una sola persona quien decida ante un hecho como el que nos tiene debatiendo.



¿Qué han manifestado las mipymes? “¡Qué bueno que haya ocurrido lo de Johnson’s, porque eso nos abrió las puertas!” Entonces, solo luego de una crisis es factible discutir lo que nunca se había querido debatir, ni en los Gobiernos anteriores ni en el actual: la situación de las mipymes.



Este es un país que se mueve después de las crisis. Y a veces estas constituyen una oportunidad para discutir los problemas. Ojalá esta sirva para debatir la política que se aplica en estos casos. En eso estamos.



Las pymes y las mipymes plantean que lo que se les ofrece resulta todavía insuficiente. Quieren más plazo, condonación, que efectivamente se den más meses para poder pagar y que exista también mayor acceso, pues ellos alegan que el que tienen actualmente es escaso. Y las cifras que se nos entrega son porcentuales.



Quisiera que esas preguntas fueran respondidas por el Director, si es posible.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.

)-----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa el informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual (boletín Nº 8.845-05) (Véase en los Anexos, documento 10).

El señor PIZARRO (Presidente).- Queda para la tabla de la sesión de la tarde, según lo acordado en la reunión de Comités.

)-----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, fuimos convocados para “conocer la mayor cantidad de antecedentes posibles respecto de las resoluciones de condonación de multas e intereses de impuestos que el Servicio de Impuestos Internos ha determinado, tanto a favor de pequeñas y medianas, así como de grandes empresas, en los últimos años”.



El señor Director nos entregó esos antecedentes, agregando la situación de las condonaciones a personas.



Nos explicó, al igual que el 4 de julio del año recién pasado, el sistema de trabajo del Servicio de Impuestos Internos; cómo se organiza la facilitación del cumplimiento para las personas, para las pymes, para las grandes empresas; cuál es el control del incumplimiento tributario, cómo funciona, cómo opera y cómo se trata de minimizar ese incumplimiento, y de qué manera han evolucionado el incumplimiento, el cumplimiento, la recaudación. Y todos estos antecedentes, divididos por las diversas categorías de contribuyentes.



Nos explicó, asimismo, detalles de la fiscalización: cómo incide en la condonación y, finalmente, en pagos de impuestos. Porque, según la fiscalización, aumentan eventualmente la condonación y la recaudación por mayor pago de impuestos, que es lo que ha sucedido en los últimos años, particularmente durante la gestión del señor Pereira.



Igualmente, nos señaló el porcentaje de contribuyentes con condonación y nos explicitó la situación particular de las pequeñas y medianas empresas y de las personas. 



Bueno: para eso habíamos invitado al señor Director del Servicio de Impuestos Internos.



Pero aquí, como “cachetá de payaso” -así dicen en el campo-, inesperadamente, se lanzan preguntas; incluso, se formulan acusaciones y se hacen aseveraciones que en mi concepto no corresponden.



Ahora, si había esa intención o ese interés, los parlamentarios convocantes a esta sesión especial deberían haberlo advertido al señor Director de Impuestos Internos, pero también a los restantes Senadores, quienes teníamos derecho a saber de qué íbamos a conversar en ella.



Si nos dan una tabla y nos dicen que vamos a hablar acerca de cuáles son las resoluciones de condonación que hay por tamaño de contribuyente, uno consigue antecedentes y se prepara sobre el tema, pero no en cuanto a materias que incluso ya hemos visto, que esta Sala ha conocido y que no dicen relación con el momento actual.



En todo caso, señor Presidente, quiero expresar mi agradecimiento al señor Director del Servicio de Impuestos Internos, porque, desde mi perspectiva y de acuerdo a las preguntas que yo tenía, nos entregó todos los antecedentes. Pero aquí se insiste, aun en aspectos que están sumamente claros en los antecedentes que hemos recibido.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina, por cinco minutos.

El señor ESPINA.- Seré muy breve, señor Presidente.



En primer lugar, felicito al señor Director del Servicio de Impuestos Internos por la extraordinaria labor que ha desempeñado en esa Institución. Y lo hago sin ningún complejo y muy orgulloso de que el Presidente de la República lo haya nombrado en ese cargo.



Pocas veces en la historia de Chile ha habido una institución tan importante que haya tenido el éxito que ha logrado dicho Servicio bajo la conducción de don Julio Pereira.



Primero, ha recaudado más recursos que nunca; segundo, se ha preocupado de modernizar los servicios de atención a los clientes. Sin embargo, ha debido enfrentar un clima de odiosidad, de ataque personal, de descalificación, de ofensas y de injurias como pocas veces he visto en la historia de un funcionario público en nuestro país.



En el caso Johnson’s se halla absolutamente demostrado -lo digo para que quede claro en la historia fidedigna del debate- que ¡el Estado ganó plata!, porque la decisión adoptada evitó que la pérdida para el erario fuese bastante mayor.



En los gobiernos de la Concertación, situaciones como esa se hacían mucho más cotidianas y se enfrentaban con menor rigurosidad, con menos control que en la actualidad. Porque ahora se actúa con total rigor.



En consecuencia, simplemente dejo mi testimonio en el sentido de que se trata de un brillante servidor público, quien ha recibido un ataque artero, descalificador.



Porque una cosa es el derecho a preguntarle a un funcionario público sobre su función y otra acusarlo de haber actuado con falta de honestidad y de probidad, elementos que para la gente decente son el capital político más grande que existe. Porque para la gente decente el valor más importante es su honradez.



Empero, como se trata de un asesinato de imagen; como no estamos frente a alguien con grandes padrinos en la política, le han disparado.



Señor Presidente, yo quiero dejar testimonio en esta Sala de que los Senadores de Renovación Nacional respaldamos absoluta y totalmente al señor Director del Servicio de Impuestos Internos; consideramos que su gestión ha sido brillante, y estaremos dispuestos a defender siempre a cualquier funcionario público que sea objeto de un ataque artero, como el que algunas autoridades y otras personas han dirigido contra el Director de dicho Servicio para cuestionar, no su función, sino su honorabilidad. ¡Y por Dios que muchas de ellas podrían tener tejado de vidrio si se tratara de cuestionar su honorabilidad!



Por consiguiente, en nombre de los Senadores de Renovación Nacional y -me dicen- de dos Senadores de la Unión Demócrata Independiente, lo felicito; cuente con nuestro apoyo y ayuda, y seguiremos trabajando juntos en beneficio de todos los chilenos.



Gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Antes de finalizar la sesión, tiene la palabra el señor Director del Servicio de Impuestos Internos.

El señor PEREIRA (Director del Servicio de Impuestos Internos).- Muchas gracias, señor Presidente. Seré muy breve.



Agradezco la invitación que, por su intermedio, me hicieron los Honorables Senadores. 



Solo quiero dar respuesta a algunas de las inquietudes planteadas. Creo que mi explicación fue muy clara en cuanto a quiénes son los más beneficiados con condonaciones de multas e intereses y qué administración se ha preocupado de proteger el interés fiscal.



En seguida, debo puntualizar que en la administración anterior se les pidió el cargo a once subdirectores, funcionarios de exclusiva confianza del Director Nacional, en virtud de una disposición legal.



Bajo mi administración han salido ocho. De ellos, dos renunciaron porque se fueron al mundo privado. Por tanto, solo se les ha solicitado el cargo a seis. Y en muchos de estos casos se ha dejado a los funcionarios dentro del Servicio de Impuestos Internos, por expresa disposición mía, pues creo fervientemente en la carrera funcionaria y en la capacitación.



En cuanto a la Dirección de Grandes Contribuyentes, el Director de Grandes Contribuyentes quedó en el mismo grado profesional, en una labor estratégica vinculada con la capacitación y la carrera funcionaria, en Recursos Humanos.



Tocante al Jefe de Fiscalización de Grandes Empresas Internacionales, renunció y asumió un trabajo en el Fondo Monetario Internacional.



Por último, en lo concerniente al Jefe Jurídico, yo renové personalmente el segundo período que preceptúa la ley. Lo hice en abril de 2010. Y el plazo expiró en igual mes de este año, sin que pueda renovarse nuevamente: el cargo debe ir a concurso público, conforme al nuevo trato aprobado en el Honorable Congreso Nacional.



En tercer lugar, debo decir que solo la Tesorería General de la República, en los denominados “convenios de pago”, puede establecer plazos para el pago de los tributos y las condonaciones a que respecto de ellos se acceda.



Con relación al Servicio de Impuestos Internos, nuestras condonaciones, como lo señalé en mi exposición, únicamente son -por así decirlo- al contado y no consignan plazos. De forma tal que, si no se cumple con el pago dentro del período, inmediatamente se cae el beneficio de pleno derecho.



Finalmente, dejo a disposición de todos los señores Senadores la presentación donde se confirma que el segmento de mipymes es el más beneficiado con este mecanismo de cobranza -por así denominarlo- y de ingresos tributarios. 



Pero quiero recordar, aprovechando la operación renta, los proyectos emblemáticos que benefician a aquellos a quienes les resulta muy costoso viajar a unidades lejanas para timbrar, obtener guías de despacho, etcétera, que es factura electrónica, como asimismo los significativos beneficios que van directamente en favor de las micro y pequeñas empresas, como la contabilidad simplificada que dispone el artículo 14 ter de nuestra Ley de la Renta y la exención de primera categoría que consagra el artículo 14 quáter, denominado “el artículo de las mipymes”.



Esta es una de las oportunidades en que el contribuyente puede ejercer esa opción en el código 888 del formulario 22 de la renta.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Habiéndose cumplido el...

El señor LETELIER.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- A efectos de darle la palabra a Su Señoría, pido el acuerdo de la Sala para prorrogar la sesión por...

El señor LETELIER.- Un minuto.

El señor PIZARRO (Presidente).-... un minuto.



Acordado.



Tiene la palabra, señor Senador.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, por su intermedio, quiero manifestarle al Director de Impuestos Internos que en la información que le escuchamos, más allá del tono empleado, se advierte -discúlpenme, pues la expresión que voy a usar puede parecerles mal a algunos- cierta soberbia.



A mí me molesta cuando una autoridad de Gobierno cree que ha reinventado la rueda y que ellos son los mejores de la historia. 



La verdad es que muchos funcionarios públicos hacen bien su trabajo.



Voy a dejar pasar lo relativo al tono utilizado, señor Presidente. Pero sí debo señalar que en la Sexta Región -a la que represento- hay varios pequeños productores y empresarios que, cuando se enredan con el Servicio de Impuestos Internos, viven una situación distinta de la indicada aquí por su Director. 



Por ejemplo, a un pequeño productor del giro tabacalero, a raíz de una factura emitida hace ocho años, Impuestos Internos todavía lo persigue por un IVA que era de responsabilidad de Chiletabacos, empresa que se lava las manos.



Así, pequeños tabacaleros o empresarios de otros rubros enfrentan dificultades tremendas.



Yo entiendo el afán de mostrar que no se discrimina entre grandes y chicos, que se realizan muchas operaciones, que se opera por Internet a gran velocidad. Pero la realidad es que un pequeño agricultor que le plantea a Impuestos Internos cualquier situación termina absolutamente perdido.

El señor KUSCHEL.- Hay que invitarlo a conocer los mecanismos existentes.

El señor LETELIER.- Entonces, lo único que pido es que se busquen soluciones para los chicos. Porque el Estado gasta mucha plata persiguiendo por deudas menores derivadas del IVA a pequeños agricultores, por ejemplo.



Yo no digo que la ex Chiletabacos actúe como canalla en el aspecto reseñado, sino que a causa de la burocracia a veces se afecta a numerosas personas. Al pequeño productor que mencioné, aunque ya no se dedica al rubro tabacalero, ahora, después de ocho años, pretenden embargarle su casa.



Según lo que escuchamos, la solución parece muy simple. No obstante, expongo el problema, porque muchos agricultores de la Sexta Región no tienen acceso a Internet o no entienden cómo funciona esta red: para ellos es como el idioma chino.



He dicho.

)-----------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 14:7.








Manuel Ocaña Vergara,







Jefe de la Redacción
A N E X O S
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA CON EL QUE DA INICIO AL PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE INCENTIVO PARA FOMENTAR LA IGUALDAD DE OPORTUNIDADES ENTRE HOMBRES Y MUJERES EN CANDIDATURAS A CARGOS DE ELECCIÓN POPULAR 

(8876-06)

SANTIAGO, 7 de marzo de 2013.-
MENSAJE Nº 525-360/

Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley para la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres en cargos de elección popular.

I.
ANTECEDENTES

1. Programa de Gobierno

En el programa de Gobierno señalamos expresamente que “La última década ha estado marcada por políticas de género que han favorecido un fuerte cambio cultural a favor del reconocimiento del rol de la mujer, pilar de nuestra sociedad, lo que valoramos y reforzaremos a través del SERNAM. Sin embargo, las mujeres continúan sufriendo las consecuencias de la violencia, de la inseguridad y de la falta de oportunidades.”

Respecto de la participación política de la mujer, en el mismo texto se expresa: “Fomentaremos la participación de las mujeres en la política, que hoy sigue siendo muy baja. En nuestro Gobierno las mujeres tendrán un rol central y serán las protagonistas del Cambio. Vamos a abrir las puertas de par en par a las mujeres a todos los ámbitos y quehaceres.”


Efectivamente, si analizamos los cargos de elección popular en nuestro país, veremos que las mujeres no tienen la participación que como sociedad aspiramos, por lo que es fundamental realizar acciones positivas que le permitan una incorporación real.


El compromiso de nuestro gobierno es seguir avanzando hacia una sociedad de oportunidades, seguridades y valores. Entre estos valores está construir una democracia más participativa e inclusiva, donde hombres y mujeres tengan las mismas oportunidades y puedan participar y contribuir, en base a sus méritos e intereses, al bienestar y desarrollo del país.
2. 
Medidas Adoptadas 

Aún cuando nuestra sociedad ha avanzado significativamente en las últimas décadas, se mantienen en Chile discriminaciones que afectan las oportunidades y el ejercicio pleno de los derechos de la mujer, entre otros, en materia de empleo, remuneraciones y emprendimiento; sesgos en la legislación civil y en el acceso a la Justicia; y el abuso y la violencia de la que ella es la principal víctima.

Con el propósito de avanzar en la corrección de esas situaciones, nuestro Gobierno ha profundizado las políticas que vienen implementándose en los últimos años y ha impulsado reformas que ya están generando un positivo impacto en la calidad de vida de la mujer y garantizando la igualdad de oportunidades y el ejercicio pleno de sus derechos.

En materia de empleo y dado su impacto en las condiciones de vida de las familias vulnerables y de clase media, una de las prioridades desde marzo de 2010 ha sido incentivar la incorporación de la mujer al trabajo y la creación de más empleos, lo que se ha traducido en un aumento de la participación laboral femenina, en la reducción de la tasa de cesantía y en el mejoramiento de sus remuneraciones. De hecho, según la encuesta de empleo de la Universidad de Chile, los salarios de la mujer se han incrementado en un 4,4% real por año durante el Gobierno del Presidente Piñera, llegando a su más alto valor desde 1957.

Para ello, se han implementado políticas de conciliación, la más relevante de todas ha sido la extensión del permiso maternal de tres a seis meses y el aumento de su cobertura a todas las trabajadoras, inclusive a aquellas con empleo temporal y a las independientes. Más de 119 mil mujeres han accedido a este derecho desde noviembre de 2011.

Se ha hecho un esfuerzo muy especial, asimismo, para ampliar la incorporación y la capacitación de la mujer en áreas no tradicionales, como la minería y la construcción. En el rubro de la minería, uno de los que generan mayores oportunidades laborales en Chile, se han incorporado en los últimos años a cerca de 1.600 mujeres.

Respecto al emprendimiento y el acceso al crédito, se han reforzado iniciativas para el financiamiento de proyectos de micro y pequeñas empresas lideradas exclusivamente por mujeres. Y durante el año 2012 se creó el Bono al Trabajo de la Mujer, como un  incentivo para que las trabajadoras de entre 25 y 60 años, que pertenecen al 30% de los hogares más vulnerables, se incorporen al mercado laboral. Más de 60 mil mujeres han sido beneficiadas con este bono, el que puede aumentar hasta en $34 mil pesos el sueldo mensual de la trabajadora (20% del sueldo). 

Puesto que el cuidado de los hijos es, de acuerdo a todos los estudios, la principal razón que detiene la incorporación de la mujer al trabajo, el Estado ha hecho un esfuerzo significativo para aumentar la cobertura en educación preescolar, alcanzando hasta el año pasado un 47,7%. Se espera que dentro de un año, la cobertura sea de un 100% para los niños y niñas que pertenezcan a los hogares del 60% más vulnerable del país e incrementar sustancialmente el acceso a sala cuna y jardines infantiles. Para esto, se aumentó en un 20% la subvención de prekínder y kínder, y sólo en 2012 se abrieron 19 mil cupos para jardines y salas cunas.

Se han puesto en marcha, asimismo, otras iniciativas, como el Programa “4 a 7”, que atiende a hijos en edad escolar de trabajadoras, mientras terminan su jornada laboral y que funciona hoy en 87 escuelas de todo el país y atiende a 6.700 niños.

Todas estas iniciativas tienen gran repercusión en nuestro país, ya que en Chile la pobreza tiene rostro de mujer. Actualmente el 39% de los hogares  son encabezados por una mujer, prácticamente el doble de lo registrado en 1990 (20%). La jefatura de hogar es más extendida en las familias más vulnerables, 51% de las cuales están hoy encabezadas por una mujer.

En el ámbito de la violencia, se han promulgado en los últimos años diversas iniciativas, que apuntan a prevenir y sancionar con mayor fuerza el maltrato y la discriminación. Entre otras, la ley que sanciona el femicidio, la ley andiscriminación y aquella que sanciona el acoso laboral.

Paralelamente, se mantienen diversos programas de prevención de la violencia intrafamiliar y de apoyo a sus víctimas, como el Programa Chile Acoge, que mantiene 94 centros de atención en todo el país y 24 casas de acogida para víctimas y la serie de campañas que año a año refuerzan el mensaje de sanción social y penal para el maltrato a la mujer.

Asimismo, se ingresó y se encuentra en trámite un proyecto que modifica el régimen de sociedad conyugal, con el propósito de eliminar la discriminación que pesaba sobre la mujer y permitiéndole  administrar sus propios bienes, los heredados o los de la sociedad, estos últimos de manera conjunta con el hombre.

Aún cuando ha sido creciente en nuestro país la valorización de la maternidad, en todos los ámbitos, las chilenas en edad fértil son objeto hoy de discriminación arbitraria en materia de salud, debiendo asumir un mayor costo en los planes que ponen a su disposición las instituciones de salud previsional. Con el propósito de corregir esa discriminación, que encarece la planificación familiar de millones de chilenos, nuestro Gobierno ha propuesto al Congreso Nacional una iniciativa que, entre otras reformas, incorpora un plan garantizado, asegurando así una tarifa clara, única y transparente para los afiliados a Isapres.
3. Participación de las mujeres en política


En Chile, la presencia de las mujeres en cargos de elección popular, ha ido avanzando en cada proceso eleccionario. Sin embargo, en términos cuantitativos, y pese a que representan más del 50% del padrón electoral, esa participación resulta muy distante de la participación de los hombres, especialmente en elecciones parlamentarias. 

De acuerdo a los resultados de las cinco elecciones parlamentarias que han tenido lugar desde 1989, las candidatas al parlamento nunca han superado el 20% de las plantillas para el Senado y la Cámara. Respecto del número de escaños, en la Cámara las mujeres nunca han superado el 16% del total, alcanzando un 15,8% en el año 2005 (legislatura 2006-2010) y un 14,3% en las elecciones de 2009 (legislatura actual, 2010-2014). En el Senado, no vemos una situación muy diferente: hasta el 2005 las mujeres ocupaban el 5% del total de escaños, cifra que en la última elección se elevó al 12,5%.

En las elecciones municipales, pese a existir un sistema electoral distinto al parlamentario, el escenario es similar. Si bien, como regla general desde 1993 ha aumentado el número de candidatas, la cifra sigue siendo bastante baja, alcanzando un máximo en la última elección de concejales, con un 25,3% de candidatas, pero mostrando una preocupante disminución en el número de candidatas para alcaldías, que pasó de un 17,7% que se presentó en el 2008 a un 14,7% en el 2012.

Aún más, con la entrada en vigencia de la inscripción electoral automática, 2,3 millones de nuevas mujeres podrán participar en los procesos eleccionarios, llegando a un total de 6,5 millones, unos 300.000 más que hombres.

4. 
Compromisos internacionales


Por lo señalado en el acápite anterior, es de toda evidencia que son necesarias medidas que promuevan que más mujeres ingresen a la política. No solo porque es un deber de justicia con las mujeres sino también porque debemos cumplir con los compromisos internacionales adquiridos por Chile. Chile ha ratificado la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer.


Como señala la Recomendación general N° 25, sobre el párrafo 1 del artículo 4 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, referente a medidas especiales de carácter temporal, “los Estados Partes tienen la obligación de garantizar que no haya discriminación directa ni indirecta contra la mujer en las leyes y que, en el ámbito público y el privado, la mujer esté protegida contra la discriminación —que puedan cometer las autoridades públicas, los jueces, las organizaciones, las empresas o los particulares— por tribunales competentes y por la existencia de sanciones y otras formas de reparación. La segunda obligación de los Estados Partes es mejorar la situación de facto de la mujer, adoptando políticas y programas concretos y eficaces.”

5. 
Financiamiento electoral


En Chile, contamos desde las elecciones municipales del año 2004 con una legislación que regula la contribución con recursos públicos y privados a las campañas electorales. La Ley N° 19.884, de 2003, regula tanto los ingresos como los gastos de los candidatos a elección popular.


En su artículo 14, la ley establece que el dinero público que se entregará a cada partido al inicio de campaña, será equivalente al número de sufragios obtenido en la última elección de igual naturaleza, multiplicado por el equivalente en pesos a diez milésimos de unidad de fomento.


El objetivo de la ley es que los candidatos compitan con un piso mínimo de igualdad de condiciones. En el caso de las mujeres, existe un problema en el inicio: una de las principales barreras de acceso a las nóminas de candidatos está en el acceso a recursos para financiar sus campañas.

II.
FUNDAMENTOS DE LA INICIATIVA


Como se señaló anteriormente, es una realidad que en nuestro país la participación política de las mujeres en cargos de elección popular es inferior a la deseada. Si bien su participación ha ido en aumento, aún no se alcanzan los niveles deseados de representación, ni los niveles internacionales a los cuales aspiramos llegar. Los países de la OECD tienen un promedio de participación de mujeres en el Congreso de 26%, mientras que América Latina tiene un 23%. Chile posee un 13,7%.


El problema que se presenta es que el aumento de la participación en Chile ha sido muy lento, y estamos lejos de llegar a las cifras de representación de los países desarrollados. Es por esto que es necesario generar medidas adicionales que aceleren el crecimiento y rompan la inercia con la que ha ido evolucionando la participación política de las mujeres.


Las mujeres representan más de la mitad de la población y su participación en espacios en donde se adoptan decisiones públicas, permite contar con su visión, percepción y experiencia, complementarias y distintas a la de los hombres. El aporte diferenciado de las mujeres hace que su realidad se vea reflejada en las leyes y políticas públicas. 


Específicamente en el ámbito legislativo, la presencia de un mayor número de mujeres permite contar con leyes elaboradas no solo desde la óptica masculina, sino que complementada con la femenina. Mientras más mujeres hay en el Congreso, más proyectos de ley se presentan respecto de temas relacionados con ellas o de familia. En el ámbito municipal sucede lo mismo, a mayor número de alcaldesas y concejalas, más políticas públicas son dirigidas a la familia, mujeres, jóvenes y niños.

III.
OBJETIVO DEL PROYECTO

El proyecto que se somete a vuestra consideración tiene como objetivo general establecer un mecanismo de incentivo pecuniario a la participación política de mujeres, para tender hacia la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres.

En particular, el proyecto pretende cumplir con los siguientes objetivos:

a) Incentivar a los partidos políticos para que incorporen mujeres en sus listas de candidatos a cargos de elección popular;

b) Incentivar a las mujeres a participar en política, rompiendo con la barrera económica que hoy tienen para participar;

c) Incentivar el aumento inmediato del porcentaje de candidatas, para alcanzar el umbral a partir del cual se pagará el incentivo;

d) Incentivar un aumento sistemático del número de candidatas; e,

e) Incentivar a los partidos políticos para que se enfoquen en potenciar estratégicamente a sus candidatas.

El incentivo está diseñado con el objeto que los partidos vayan elevando progresivamente el número de candidatas en sus listas, por lo que se propone que éste sea temporal y que cese una vez que se cumpla con alguno de los siguientes requisitos, cualquiera sea que ocurra primero: (i) que se haya aplicado durante tres elecciones consecutivas de diputados, alcaldes y concejales; o bien, (ii) que se haya alcanzado el 30% de candidatas electas, en un tipo de cargo, cualquiera se alcance primero. En este último caso, el beneficio cesará sólo para dicho tipo de cargo.

A su vez, se establecen una serie de límites al reembolso adicional, con el objeto de que éste incentivo cumpla con su finalidad de potenciar que más mujeres participen en cargos de elección popular. 

IV.
CONTENIDO DEL PROYECTO

6. Reembolso adicional de gastos de campaña


Se propone generar dos reembolsos adicionales a los que contempla actualmente la Ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral.


El primer reembolso es de 0,0135 unidades de fomento adicionales por voto de candidata, a aquellos partidos que cumplan con las siguientes condiciones de manera copulativa (i) superen en, al menos, un 20% el promedio de candidatas totales de la elección anterior de la misma naturaleza y (ii) superen el porcentaje de candidatas inscritas por ese mismo partido en la elección anterior de la misma naturaleza, si el partido participó en dicha elección. Este reembolso se destina en un 30% al partido y en un 70% a la candidata.


El segundo reembolso es de 0,009 unidades de fomento adicionales, por cada voto de mujer electa. Este reembolso va dirigido íntegramente al partido.


La suma total del reembolso a percibir en virtud de este proyecto está sujeto a los siguientes límites:

· No puede ser mayor de un tercio del límite del gasto electoral y

· No puede superar las 3.000 unidades de fomento por candidata.

Asimismo, se establece que el reembolso total que se puede percibir, considerando tanto lo contemplado en el presente proyecto de ley, como lo dispuesto en la Ley N° 19.884,  no puede ser mayor al límite del gasto electoral.

El incentivo cesará luego de aplicarse en tres elecciones consecutivas de diputados, alcaldes y concejales y dos elecciones consecutivas de senadores o bien, al alcanzarse el 30% de candidatas electas en un determinado tipo de cargo, y sólo respecto de dicho cargo, cualquiera se alcance primero.

En mérito a lo expuesto, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente

P R O Y E C T O   D E   L E Y

“Artículo 1°.-
Finalizado el proceso de elecciones de senadores, diputados, alcaldes y concejales, procederá, con cargo Fiscal, un reembolso adicional de gastos a aquel establecido en la Ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, de acuerdo a las reglas que siguen:

1) Cada partido político que haya presentado en su lista de candidaturas una cantidad de candidatas que cumpla con las siguientes condiciones: (i) supere en al menos un 20% el porcentaje de candidatas inscritas en total por todos los partidos en la última elección de igual naturaleza, y (ii) supere el porcentaje de candidatas inscritas por ese mismo partido en la elección última elección de igual naturaleza, si el partido hubiese presentado candidatos a dicha elección; tendrá derecho a un reembolso adicional equivalente a 0,0135 unidades de fomento, por cada voto obtenido por cada candidata. Dicho reembolso se dividirá entre el partido y la candidata que corresponda en un 30% y 70%, respectivamente.

2) Adicionalmente, cada partido tendrá derecho a un reembolso equivalente a 0,009 unidades de fomento, por cada voto obtenido por cada candidata que haya resultado electa, siempre que cumpla con las condiciones establecidas en el número anterior.


El reembolso adicional establecido en el inciso anterior dejará de pagarse luego de haberse aplicado durante tres elecciones consecutivas de diputados, alcaldes y concejales y dos elecciones consecutivas de senadores; con todo, dicho reembolso cesará para un cargo concreto una vez que se alcance el 30% de candidatas electas, por cada tipo de elección determinada individualmente, cualquiera se alcance primero. 


Para los efectos de lo dispuesto en el número 1) del inciso primero, el Director del Servicio Electoral establecerá, por resolución que se publicará en el Diario Oficial, con ciento ochenta días de anticipación a la respectiva elección, el porcentaje de candidatas inscritas en la elección anterior de la misma naturaleza.

Artículo 2°.-
La suma de los reembolsos establecidos en el artículo anterior, estará sujeta a los siguientes límites:


1)
No podrá ser mayor de un tercio del límite del gasto electoral establecido por la ley para cada circunscripción, distrito o comuna, por candidata.


2)
En todo caso, y sin perjuicio de lo dispuesto en el numeral anterior, el reembolso máximo adicional total por candidata, no podrá exceder de las 3.000 unidades de fomento.


Asimismo, el reembolso fiscal total percibido en virtud de lo establecido en esta ley y en lo dispuesto en la Ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, nunca podrá superar el límite de gasto electoral para la respectiva elección, por candidata.


En caso de aplicarse alguno de los límites establecidos en este artículo, el reembolso adicional se repartirá entre el partido y la candidata en la misma proporción en que se hubiese entregado en ausencia de éstos.

Artículo 3º.-
Cuando procediere el reembolso adicional establecido en la presente ley, se aplicará el procedimiento de autorización y pago señalado en el artículo 15 de Ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, con los límites establecidos en el artículo anterior.

Artículo 4º.-
La presente ley comenzará a regir para la elección siguiente a su publicación, siempre que restaren al menos 180 días para su realización. En caso contrario, comenzará a regir para la elección subsiguiente.”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- Andrés Chadwick Piñera, Ministro del Interior y Seguridad Pública.- Felipe Larraín Bascuñán, Ministro de Hacienda.- Cristián Larroulet Vignau, Ministro Secretario General de la Presidencia.- Carolina Schmidt Zaldívar, Ministra Directora Servicio Nacional de la Mujer
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA CON EL QUE DA INICIO AL PROYECTO DE ACUERDO QUE APRUEBA EL “ACUERDO PARA MODIFICAR EL TRATADO DE LIBRE COMERCIO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE CANADÁ, HECHO EN SANTIAGO EL 5 DE DICIEMBRE DE 1996, TAL COMO SE HA MODIFICADO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE CANADÁ”, FIRMADO EN SANTIAGO, CHILE, EL 16 DE ABRIL DE 2012

(8869-10)

SANTIAGO, 01 de marzo de 2013.-

M E N S A J E  N°  170-360/
Honorable Senado:


Tengo el honor de someter a vuestra   consideración el “Acuerdo para modificar el Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de  Canadá,  hecho  en  Santiago  el 5 de diciembre de 1996,  tal  como se ha modificado 
entre  el Gobierno  de  la  República de  Chile y  el Gobierno  de Canadá”, firmado  en Santiago, Chile, el 16 de abril de 2012.

Este Acuerdo, consta de incorporaciones y modificaciones realizadas a los siguientes capítulos del Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá: Se incorpora el Capítulo H bis (Servicios Financieros) y el  Anexo VI relativo a las listas de reservas de Chile y Canadá en materia de servicios financieros; se modifica el Capítulo B (Definiciones Generales); el Capítulo C (Trato Nacional y Acceso de Bienes al Mercado); el Capítulo D (Reglas de Origen); el Capítulo E (Procedimientos Aduaneros); el Capítulo G (Inversiones); el Capítulo H (Comercio Transfronterizo  de  Servicios);  el  Capítulo  K   bis (Contratación Pública) y su Anexo K bis-01.1-7; el Capítulo M (Derechos Anti-dumping y Compensatorios); el Capítulo N (Disposiciones Institucionales  y  Procedimientos   para  la  Solución de Controversias) y su Anexo N 01.2; y finalmente, el Capítulo O (Excepciones).

I. ANTECEDENTES

Este año se cumplen 15 años de la entrada en vigor del Tratado de Libre Comercio entre Chile y Canadá. Este Tratado fue el primero que negoció Chile  con un país del G7, actualmente G8, y el primero  que abarcó otras dimensiones del comercio más allá de los bienes.

En el decimocuarto año de implementación, el resultado en términos de comercio ha sido exitoso. En el año 2011, el intercambio comercial con Canadá ascendió a US$ 1.774 millones, lo que representó un incremento de 15% comparado con el año 2010. Con posterioridad a la firma del Tratado, y particularmente a partir de 1999, las exportaciones chilenas a Canadá experimentaron un aumento significativo, tanto en su monto como en su diversificación, logrando revertir la tradicional balanza negativa que hasta 2002 era superavitaria para Canadá. En este sentido, desde 2003 la relación comercial es crecientemente favorable para nuestro país. Entre 1997 y 2011, la tasa anual promedio de crecimiento de las exportaciones superó el 19%, y casi duplicó el crecimiento de las exportaciones chilenas hacia el mundo (11%), en el mismo período. Las cifras al 2011 muestran que nuestras  exportaciones ascendieron a US$ 1.468 millones, mientras que las importaciones desde Canadá alcanzaron US$ 925 millones, de acuerdo a las estadísticas del Banco Central de Chile.

En términos de inversión, Canadá ha sido un socio clave para nuestro país, particularmente en los últimos años, donde la inversión extranjera directa materializada pasó de US$ 81  millones  en  2005,  a US$ 1.180 millones en 2011, acumulando un total de US$ 14.822 millones en el período 1974-2011. Con ello, Canadá se sitúa como la tercera fuente de inversión más importante en términos acumulados (con una participación de 18%), y como la segunda fuente en 2011 (29%). En términos sectoriales, la inversión canadiense ha estado fuertemente concentrada en el sector minero (33%), servicios (9%) y químicos (4%).

La implementación del Tratado de Libre Comercio ha significado la negociación posterior de materias que no se habían abordado inicialmente. En este sentido, se incluyó el Capítulo sobre Contratación Pública, que entró en vigencia en enero de 2009 

Así mismo, el presente Acuerdo constituye el instrumento jurídico por el cual los Gobiernos de Chile y de Canadá incorporan el nuevo Capítulo de Servicios Financieros y  modifican otros capítulos que a continuación se detallan.

II. INCORPORACIONES

Capítulo H bis (Servicios Financieros)

Los artículos I y II de este Acuerdo, modifican el Tratado de Libre Comercio entre Chile y Canadá al incorporar el Capítulo H bis sobre el comercio de Servicios Financieros y el Anexo VI, que incorpora las listas de reservas de las Partes. 
Este Capítulo tiene por objeto asegurar un marco jurídico estable y predecible para el comercio de los servicios financieros, que incluye los servicios de seguros y relacionados con seguros, los servicios bancarios, así como los servicios auxiliares a un servicio de naturaleza financiera. La cobertura del Capítulo se extiende a la prestación de servicios financieros mediante una inversión en una Institución Financiera, el consumo en el extranjero y la prestación transfronteriza de los mismos. En particular, esto se logra mediante un compromiso de no discriminación (Trato Nacional y Trato de Nación Más Favorecida), certeza en el acceso al mercado (Derecho de Establecimiento y Comercio Transfronterizo), y no discriminación o exigencia de residencia o nacionalidad para cargos directivos (Altos ejecutivos y Directorios).

No obstante lo anterior, las Partes mantienen el derecho a adoptar medidas de acuerdo a sus listas de “Reservas”, las que reflejan la legislación vigente y algunas áreas de desarrollo futuro de normas. A esto se agrega la existencia de la llamada cláusula prudencial, que permite adoptar nuevas regulaciones tendientes a mantener la estabilidad y el correcto funcionamiento del mercado financiero.

III.
MODIFICACIONES
1. Capítulo C (Trato Nacional y Acceso de Bienes al Mercado)

El Artículo V del Acuerdo modifica el Capítulo C (Trato Nacional y Acceso de Bienes al Mercado), al reemplazar el concepto de “Customs Valuation Code” (Código de Valoración Aduanera) por “Customs Valuation Agreement” (Acuerdo de Valoración Aduanera). Esta rectificación, tiende a uniformar el lenguaje de todos los Acuerdos suscritos por Chile e incorporar los conceptos técnicos establecidos en el Acuerdo de Valoración Aduanera de la Organización Mundial del Comercio (OMC).

El Acuerdo sobre Valoración Aduanera de la OMC tiene por objeto establecer un sistema equitativo, uniforme y neutro de valoración en aduana de las mercancías: un sistema que se ajusta a las realidades comerciales y que prescribe la utilización de valores arbitrarios o ficticios.

Además, se modificó la definición de “bienes agrícolas”, en el sentido que los códigos y descripción de los bienes que ellos comprenden están contenidos en el Sistema Armonizado del año 2012. 

2. Capítulo D (Reglas de Origen)

El artículo VI del Acuerdo modifica el Capítulo D (Reglas de Origen), para reemplazar las referencias hechas al “Código de Valoración Aduanera” por el “Acuerdo de Valoración Aduanera”.

3. Capítulo E (Procedimientos Aduaneros)

El Artículo VII del Acuerdo modifica el Capítulo E (Procedimientos Aduaneros), al conceder un período más extenso para que el exportador pueda acogerse a la devolución del impuesto arancelario, si así lo establece la legislación del país. 

Otras modificaciones tienen relación con uniformar el lenguaje de los Tratados de Libre Comercio suscritos por Chile y utilizar correctamente los conceptos técnicos establecidos en el Acuerdo sobre Valoración Aduanera de la Organización Mundial del Comercio (OMC).

En relación al artículo sobre Cooperación, el Acuerdo establece que las Partes pueden cooperar con un tercero no Parte del Tratado para desarrollar procedimientos aduaneros basados en los principios de este Capítulo, con el objetivo de determinar el origen de un bien y lograr acumulación.
4. Capítulo G (Inversiones)

El artículo VIII de este Acuerdo modifica el Capítulo G (Inversiones), con el objeto de establecer que el ámbito de aplicación para las inversiones en instituciones financieras queda establecido en el Capítulo H bis (Servicios Financieros), incorporado a través de este Acuerdo, al Tratado de Libre Comercio entre Chile y Canadá.

Asimismo, se eliminan algunos artículos que ahora están contenidos en el nuevo Capítulo H bis (Servicios Financieros), consecuentemente, se debieron reenumerar los artículos del Capitulo G.

Adicionalmente, se eliminó el artículo que se refería a negociar en el futuro un Capítulo sobre servicios financieros. 

5. Capítulo H (Comercio Transfronterizo de Servicios).

El Artículo IX de este Acuerdo modifica el Capítulo H (Comercio Transfronterizo de Servicios), con el propósito de establecer que su ámbito de aplicación no incluye los servicios financieros, ya que ahora estos están contenidos en el Capítulo H bis(Servicios Financieros). 

6. Capítulo K bis (Contratación Pública)

El artículo X de este Acuerdo modifica el Capítulo K bis (Contratación Pública) con la finalidad de clarificar la fórmula de ajuste de los umbrales del Anexo K bis-01.1-1 y K bis-01.1-2.

Estos umbrales representan el valor mínimo, a partir del cual la contratación pública estará cubierta o amparada por las disposiciones del Tratado. Este valor mínimo debe ser actualizado, según se dispone en el Tratado, a través de la utilización de la fórmula de ajuste.

Chile y Canadá acordaron mediante Decisión de la Comisión Administradora del Tratado de Libre Comercio, adoptar la modificación de la fórmula de ajuste de los umbrales que figuran en el Anexo 9.1, Sección A para bienes, servicios, y servicios de construcción adquiridos por las entidades cubiertas en el Tratado de Libre Comercio entre Chile y EE.UU.

7. Capítulo M (Derechos Anti-dumping y Compensatorios)

El artículo XI de este Acuerdo modifica el Capítulo M, con el fin de actualizar las referencias hechas al Capítulo N (Disposiciones Institucionales y Procedimientos para la Solución de Controversias) que son modificados por este Acuerdo.

8. Capítulo N (Disposiciones Institucionales y Procedimientos para la Solución de Controversias)

El artículo XII del Acuerdo modifica el Capítulo N (Disposiciones Institucionales y Procedimientos para la Solución de Controversias) al incorporar nuevas reglas relativas a la elaboración de la Lista de Panelistas, a los Requisitos para Desempeñarse como Panelista y a las disposiciones que rigen el establecimiento de las Reglas de Procedimiento del mecanismo de solución de controversias del Tratado.
En cuanto a la elaboración de la Lista de Panelistas, se establece que tanto el Panel como sus integrantes se designarán en el momento en que una controversia haya surgido, después de la solicitud de establecimiento de un Panel de acuerdo a las reglas que establece la norma.

En relación a los requisitos para ser Panelista, estos se refunden en un único artículo y se determina que cada Panelista debe tener conocimientos especializados o experiencia en las áreas que indica, que deben ser elegidos en función de su objetividad, confiabilidad y buen juicio, que deben ser independientes de las Partes; que pueden haber estado vinculados con la materia y deben cumplir con el Código de Conducta que establezca la Comisión.

Finalmente, se introducen nuevos principios que la Comisión de Libre Comercio debe considerar al establecer las Reglas de Procedimiento y que dicen relación con dotar de mayor transparencia, publicidad y participación a los procedimientos llevados a cabo ante un Panel.

Además, en relación a la Administración del Tratado, se incorporan los Comités de Compras Públicas y Servicios Financieros.

9. Otras Modificaciones

Finalmente, los artículos III y XIII del Acuerdo modifican los capítulos B (Definiciones Generales) y O (Excepciones), respectivamente, con el motivo de incorporar en ellos el nuevo contenido del Tratado de Libre Comercio, considerando la incorporación y las demás modificaciones detalladas en este Mensaje Presidencial.  

En mérito de lo precedentemente expuesto, someto a vuestra consideración, el siguiente

P R O Y E C T O   D E   A C U E R D O:

"ARTÍCULO ÚNICO.-
 Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá para modificar el Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá, hecho en Santiago el 5 de diciembre de 1996, tal como se ha modificado, entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá”, firmado en Santiago, Chile, el 16 de abril de 2012.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- Alfredo Moreno Charme, Ministro de Relaciones Exteriores.- Felipe Larraín Bascuñán, Ministro de Hacienda.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR NAVARRO Y SEÑORA ALLENDE, PÉREZ SAN MARTÍN Y RINCÓN, CON LA QUE SE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE AUTORIZA ERIGIR UN MONUMENTO EN MEMORIA DE LA EX DIPUTADA SEÑORA INÉS ENRÍQUEZ FRÖDDEN EN LA CIUDAD DE CONCEPCIÓN 

(8870-04)

“Inés Enríquez es una mujer excepcional que,

solo con la labor desarrollada hasta el presente,

pasará a colocarse en la historia patria al lado

de las modernas pioneras contemporáneas de la 

emancipación de la mujer”
Fernando Santiván, Premio Nacional de Literatura 1952, manuscrito de 1965. Citado en “Hijos del Bío-Bío. Perfiles humanos”, Margarita Rodríguez Serra y María Lavín Infante editoras 

Biografía

Inés Leonor Enríquez Frödden, hija del abogado liberal balmacedista Marco Antonio Enríquez Enríquez y Rosalba Fröden Lorenzen, nació en Concepción el 11 de Noviembre de 1913. Fue hermana de Humberto Enríquez, ex senador y ex Ministro de Educación en el gobierno del Presidente Jorge Alessandri Rodríguez y Edgardo Enríquez, ex rector de la Universidad de Concepción y ex Ministro de Educación del gobierno del Presidente Salvador Allende Gossens. Sus tíos maternos fueron: Carlos Fröden, Ministro del Interior y de Guerra y Marina en el primer gobierno de Carlos Ibáñez y Orestes Fröden, Maestro de la Gran Logia de Chile. 

Estuvo casada con Mario Sáenz Lagos, ex Alcalde y ex Diputado radical por Concepción, con quien adoptaron a su hijo Jorge, fallecido en 1981.

Realizó sus estudios primarios y secundarios en el Concepción College. Posteriormente, ingresó a la Escuela de Leyes de la Universidad de Concepción donde se tituló de abogada el 18 de octubre de 1938. Su tesis versó sobre "Trastornos mentales en las intoxicaciones".

Ejerció su profesión en Concepción, como secretaria-abogado de la Intendencia de Concepción, entre 1940 a 1950. También, se dedicó a la labor docente, como profesora de la Cátedra de Economía Política en la Escuela de Servicio Social de la Universidad de Concepción, entre 1941 y 1951. Asimismo, fue vicepresidenta de la Federación Chilena de Instituciones Femeninas de Concepción y Fundadora del Hogar Femenino de la misma ciudad.


 “Hijos del Bío-Bío. Perfiles humanos”, Margarita Rodríguez S. y María Lavín Infante editoras. Universidad Católica de la Santísima Concepción, 2010.
Se inició en política como integrante del Partido Radical sección Concepción, en 1935. Fue presidenta de la Asociación de Mujeres Universitarias de Chile, organización fundada en 1932, donde compartió con destacadas defensoras de los derechos de las mujeres, como Amanda Labarca y Elena Caffarena
. También, se desempeñó como presidenta del Centro Femenino Radical, integró el Consejo Nacional de Organización Femenina y presidió a las Mujeres Radicales.

En 1950 fue nombrada Intendenta de la Provincia de Concepción, cargo que ocupó hasta 1951. Fue la primera mujer diputada chilena, manteniéndose en el cargo por cuatro períodos, entre 1951 y 1969. 

A los 84 años de edad, falleció el 15 de agosto de 1998, en la ciudad de Santiago.

Trabajo legislativo

En la Legislatura 1949-1953 llegó al Parlamento como reemplazante del fallecido diputado radical Angel Evaristo Muñoz García. En 1951, fue electa diputada en votación complementaria, por la Decimoséptima Agrupación Departamental conformada por las ciudades de Concepción, Talcahuano, Tomé, Yumbel y Coronel. Se incorporó a la Cámara el 24 de abril de 1951. Se integró como reemplazante en la Comisión Permanente de Defensa Nacional y en la de Trabajo y Legislación Social.

En 1957, obtuvo su reelección por la Vigesimosegunda Agrupación Departamental integrada por las comunas de Valdivia, La Unión y Río Bueno. Integró la Comisión Permanente de Relaciones Exteriores y la Comisión Especial sobre Problema de la Vagancia Infantil, entre 1958 a 1959.

En 1961, fue confirmada en su cargo por la misma Agrupación Departamental, que a partir de 1968 incorporó a Panguipulli. Fue reemplazante en la Comisión Permanente de Vías y Obras Públicas e integró la Comisión Permanente de Trabajo y Legislación Social. Además, fue miembro de la Comisión Mixta de Presupuestos y de la Comisión Especial de Deportes y Educación Física.

En 1965, obtuvo su cuarto período por la Séptima Agrupación Departamental de Santiago. Integró la Comisión Permanente de Relaciones Exteriores y la Especial Investigadora de la Acusación Constitucional en Contra de un Ministro de la Corte Suprema, entre 1967 y 1968.

Entre sus mociones que terminaron convertidas en leyes están: la Ley N°10.004, del 19 de octubre de 1951, sobre aumento de recursos económicos para la Universidad de Concepción; la Ley N°11.051, del 18 de noviembre de 1952, que estableció normas para el pago asignación familiar; la Ley N°14.687, del 26 de octubre de 1961, sobre modificación ley N°10.475 de 1952, relativa a jubilación de la mujer empleada particular; y la Ley N°16.520, del 22 de junio de 1966, correspondiente al establecimiento de normas de protección de menores.

Su legado

Tal como lo consigna un reportaje publicado por la Revista NOS, en su edición de Septiembre de 2010, titulado “Rostros del bicentenario: Los 20 guerreros del Biobío”, uno de los principales legados de Inés Enríquez Frödden, es que “abrió a otras el camino de la política”
.

Dicha crónica recuerda que “la abogada penquista fue la primera intendenta y diputada en Chile y se abrió paso en el áspero mundo de la educación superior y de la política en el siglo 20, cuando la mujer tenía confinada su vida al espacio privado del hogar. Por entonces, el único horizonte era convertirse en amante esposa y abnegada madre. O tomar los hábitos por vocación o decisión de los padres.”

Después de promulgada en Chile la Ley de sufragio femenino municipal (7 de enero de 1934), uno de los verdaderos acontecimientos para lo que se conocerá más tarde como la reivindicación de la mujer como sujeto social e histórico, “con su vida, con su compromiso social, con su afán de superación, con su compromiso de género, doña Inés hizo camino y, por eso, es acreedora al homenaje sincero del pueblo”, dijo, en un sentido discurso en el Congreso, cuatro días después de su muerte, el entonces senador y ex Rector de la U. de Concepción, Augusto Parra Muñoz.

Otros congresistas se sumaron: “Uno no puede dejar de recordar su señorío y encanto, además de su inteligencia”, dijo el ex senador Sergio Diez. Le reconoció su aporte a una serie de proyectos constructivos que dieron como resultado el cambio del sistema monetario, la modificación de la Ley de presupuestos y el nacimiento del Plan Habitacional durante el gobierno de Jorge Alessandri Rodríguez.

Inés, la feminista

Sin duda otra de las facetas destacadas en la trayectoria pública desplegada por Inés Enríquez fue su permanente y activa participación en distintas organizaciones feministas.

En este contexto, fue una de las primeras y más decididas impulsoras del derecho a voto para las mujeres, pero también promoviendo la promulgación de una Ley de Divorcio.

Tal como lo señala la historiadora Claudia Rojas Mira en la investigación “Contradicciones de la modernidad: el no divorcio en Chile”
, fue Inés Enríquez quien en 1958 “entregó un proyecto redactado con la colaboración de un ex rector de la Universidad de Concepción, David Stitchkin”, argumentando que este era un paso “moralizador y no desquiciador de la familia chilena”. La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara de Diputados, aprobó los dos primeros artículos del proyecto, que establecía el divorcio con disolución de vínculo.

La investigación de Claudia Rojas agrega que “en 1964, Inés Enríquez presentó una moción sobre divorcio, coincidiendo con la campaña de Julio Durán que postulaba para Presidente. En dicha oportunidad manifestó: “Ahora es el momento de que el Partido Radical, libre de compromisos políticos, haga aprobar la ley de divorcio”
.

Lo anterior sirvió, además, para que el Partido Radical aprovechara la coyuntura electoral para levantar iniciativas que consideraban de interés y beneficio para las mujeres, como por ejemplo: el Ministerio de la Mujer, la legitimación de los hijos adoptivos, la dictación de un Código del Niño, la previsión para las dueñas de casa, el término de la vagancia infantil y, por cierto, la ley de divorcio.

El texto de Rojas señala más adelante que “al año siguiente, 1965, en torno a una reforma a la Constitución, la diputada Inés Enríquez Frödden solicitó la inclusión en el artículo 10 –sobre derechos constitucionales- el derecho a divorcio con disolución de vínculo.”

Este debate se reanudó más tarde, en 1970, a fines del gobierno de Eduardo Frei Montalva y fue ampliamente difundido por la prensa que le dedicó amplia cobertura. En el caso particular de El Mercurio, se señalaba entonces, que tras la presentación de un nuevo proyecto de divorcio, esta vez de autoría de los diputados radicales Alberto Naudon y Carlos Morales, Inés Enríquez Frödden, ya retirada del parlamento se resiste a opinar sobre el problema, “porque no me gusta el papel del divorcista… sin embargo rompió su reserva para insistir en que la única solución posible es que el Ejecutivo proponga una reforma seria y de fondo al Código Civil basado en el Código Napoleónico y en el Canónico, alguna de cuyas disposiciones se originan en el Concilio de Trento de 1564 y que se tramite con urgencia en ambas cámaras.”

Su recuerdo en la región

Pese a su origen penquista no existen demasiados hitos que recuerden el largo historial de servicio público de Inés Enríquez Frödden en la región del Bío-Bío. Está la Villa Inés Enríquez en Concepción y el Liceo municipal, inaugurado en el 2007, que también lleva su nombre en la comuna de Florida. Sin embargo, porque creemos que por su destacada trayectoria y entrega al trabajo en beneficio de la comunidad, la región y el país, merece un reconocimiento mayor, es que venimos en proponer el siguiente,

PROYECTO DE LEY

Artículo 1º. Autorícese erigir un monumento, en la comuna de Concepción, en memoria de la ex Diputada Doña Inés Leonor Enríquez Frödden.

Artículo 2º. Las obras se financiarán mediante la realización de una colecta pública en la Provincia de Concepción. Su producto se depositará en una cuenta especial que al efecto se abrirá en el Banco Estado.

Artículo 3º. Créase un fondo especial con el mismo objeto, que estará constituido por erogaciones, donaciones y aportes privados.

Artículo 4º. Créase una Comisión Especial de ocho integrantes ad honorem encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará integrada por el alcalde de la comuna de Concepción, que presidirá la Comisión, los Senadores de la 12° Circunscripción, los diputados del distrito 44, los decanos de la Facultad de Arquitectura de las Universidades de Concepción y del Bío-Bío, el Secretario Regional Ministerial de Educación y el Intendente Regional de la Región del Bío-Bío.

Artículo 5º. La Comisión tendrá las siguientes funciones:

a) Preparar las bases y el llamado a concurso público;

b) Fijar la ubicación exacta del monumento;

c) Seleccionar los proyectos respectivos;

d) Organizar la colecta pública dispuesta en el artículo 2º;

e) Administrar la cuenta y el fondo especial establecido en los artículos 2º y 3º, y,

f) Adquirir los bienes necesarios para el emplazamiento del monumento.”

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora. Lily Pérez San Martín, Senadora.- Ximena Rincón González, Senadora.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORA VON BAER Y SEÑORES COLOMA, LARRAÍN FERNÁNDEZ, ORPIS Y URIARTE, CON LA QUE SE DA INICIO A UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE ESTABLECE EL QUÓRUM DE APROBACIÓN PARA LOS TRATADOS MODIFICATORIOS DE LA INTEGRIDAD DEL TERRITORIO NACIONAL 

(8868-07)

Fundamentos:

1.- La soberanía reside esencialmente en la Nación y su ejercicio se realiza por el pueblo, dice nuestra Constitución. La soberanía en su dimensión material implica el dominio sobre el territorio chileno, sea este marítimo, aéreo o terrestre. Parece imposible de aceptar que un Gobierno o el legislador de turno, por la vía de las simples mayorías circunstanciales tenga la posibilidad de desprenderse de territorio chileno, el cual nos pertenece a todos, tanto a las generaciones actuales, como al pretéritas y a las futuras. Por tanto, ni aun a pretexto de vivir en un mundo cada vez más interconectado y globalizado, sería deseable que los gobiernos y los parlamentos dispusieran a su antojo de lo que pertenece a generaciones de chilenos.

2.- Lo expuesto es particularmente válido respecto de las relaciones con países vecinos, en las que nuestra historia, producto de tratados internacionales legítimamente celebrados, han permitido dotar a nuestro país de su actual fisonomía territorial.

3.- La presente propuesta, viene en reconocer que los actos jurídicos que signifiquen disposición de territorio nacional y por consiguiente, desprendimiento de soberanía, deben ser evitados, puesto que no se puede desmembrar a la Nación de uno de sus atributos más esenciales, salvo que exista un amplio consenso nacional revestido de mayorías sustanciales que reflejen una decisión democrática.

4.- La propuesta, sin seguir los términos de la Carta Fundamental de 1833 que fijaba los límites de Chile, busca situar en el ámbito de las bases de la institucionalidad el deber de preservar la integridad territorial y establecer adicionalmente el modo de disponer de territorios nacionales sólo mediante la concurrencia de las dos terceras partes de los diputados y senadores en ejercicio. Esto es del todo importante, pues las bases de la institucionalidad, justamente vienen a determinar los principios y valores fundamentales que definen las características del Estado Nacional, dentro las cuales justamente se encuentra el territorio y su soberanía.

5. Nos ha parecido pertinente relacionar el concepto de soberanía con el imperativo de preservar el territorio nacional, pues la relación con potencias extranjeras que a futuro pudiere implicar cesiones territoriales es una materia que interesa a la nación toda, en la cual las decisiones deben concitar gran acuerdo ciudadano, manifestando éstos su voluntad a través de sus representantes mediante normas de quórum elevados, igual al exigible para cambios constitucionales de gran magnitud.

Por todo lo señalado, venimos en presentar el presente proyecto de reforma constitucional:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

1. Agréguese un nuevo inciso final al artículo 5° de la Constitución Política de la República de Chile:

"Es deber del Estado y sus órganos preservar la integridad territorial del país y velar por el ejercicio de la soberanía en dicho territorio."

2. En el artículo 54 de la Constitución Política de la República de Chile, numeral 1), intercálese un nuevo inciso segundo:

"Cuando un tratado contuviere actos de disposición de territorio nacional, requerirá la aprobación de los dos tercios de los diputados y senadores en ejercicio".

(Fdo.): Ena von Baer Jahn, Senadora.- Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Jaime Orpis Bouchón, Senador.- Gonzalo Uriarte Herrera, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES LETELIER, GÓMEZ Y WALKER (DON PATRICIO), CON LA QUE SE INICIA UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE ESTABLECE QUE EL ESTADO DEBE ELIMINAR LOS OBSTÁCULOS QUE, DE HECHO, IMPIDAN EL PLENO DESARROLLO DE LAS PERSONAS 

(8871-07)

CONSIDERANDO:

1.- Que en nuestra Constitución, en el capítulo I Bases de la institucionalidad, en su artículo 1° se consagra el principio de igualdad para todos los chilenos y chilenas, señalando:

“Las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos”. 

Más adelante, en su inciso 4, se impone un deber al Estado en el sentido de promover y asegurar el derecho de oportunidad en igualdad de condiciones.

Inciso 4: “Es deber del Estado resguardar la seguridad nacional, dar protección a la población y a la familia, propender al fortalecimiento de ésta, promover la  integración armónica de todos los sectores de la Nación y asegurar el derecho de  las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional”.

La norma constitucional por excelencia que consagra el principio de igualdad, pero en el marco de las garantías constitucionales, la  encontramos en el número 2 del artículo 19 que dispone:

Artículo 19.- La Constitución asegura a todas las personas:

2º.- La igualdad ante la ley. En Chile no hay persona ni grupo privilegiados. En Chile no hay esclavos y el que pise su territorio queda libre. Hombres y mujeres son iguales ante la ley.

Ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias;

También encontramos mención a ella en los números 3, 16 y de una forma más indirecta los números 17 y 22 del artículo 19. 

Artículo 19.- La Constitución asegura a todas las personas:

3º.- La igual protección de la ley en el ejercicio de sus derechos.

16º.- La libertad de trabajo y su protección. Inciso 2: Se prohíbe cualquiera discriminación que no se base en la capacidad o idoneidad personal, sin perjuicio de que la ley pueda exigir la nacionalidad chilena o límites de edad para determinados casos.

17º.- La admisión a todas las funciones y empleos públicos, sin otros requisitos que los que impongan la Constitución y las leyes.

22º.- La no discriminación arbitraria en el trato que deben dar el Estado y sus organismos en materia económica.

Sólo en virtud de una ley, y siempre que no signifique tal discriminación, se podrán autorizar determinados beneficios directos o indirectos en favor de algún sector, actividad o zona geográfica, o establecer gravámenes especiales que afecten a uno u otras. En el caso de las franquicias o beneficios indirectos, la estimación del costo de éstos deberá incluirse anualmente en la Ley de Presupuestos;

2.- Que los antecedentes que derivan de la Historia de la Constitución Política de Chile (Comisión Ortúzar), a propósito de la discusión del artículo 19 N° 22. “La no discriminación arbitraria en el trato que deben dar el Estado y sus organismos en materia económica”, destacan el análisis sobre el concepto de discriminación que se llevó a cabo en dicha comisión, en la cual se señaló (precisamente) que el concepto de discriminación positiva es parte de la igualdad ante la ley, derecho que debe considerar la situación de las personas que por una determinada circunstancia se encuentran en desventaja.

En la sesión N° 389 del 27 de junio de 1978 la Comisión continúa el estudio de la preceptiva constitucional sobre el Orden Público Económico.

El señor ORTÚZAR (Presidente) entiende que el quórum especial es fundamental en el punto en debate. En efecto, dice, establecido el principio de no discriminación tanto para la ley como para toda autoridad, puede surgir, sin embargo, la necesidad de efectuar discriminaciones; por ejemplo, con el objeto de favorecer el desarrollo de las regiones extremas del país.

El Señor GUZMÁN disiente de esta argumentación, fundado en lo que el constituyente ha prohibido son las discriminaciones arbitrarias, de las cuales no es posible exceptuarse, porque no puede haber quórum alguno que dé legitimidad a una ley que violente la justicia. Sentado que hay discriminaciones que no son arbitrarias, sino justas, entiende que el objetivo del precepto es que éstas sean menester de ley, ley que, en su concepto, no requiere quórum especial.

El señor BERTELSEN confiesa verse obligado a criticar de nuevo el Acta Constitucional N° 3 (…) Advierte que la voz “discriminar” posee dos acepciones. Supone que la primera -“separar, distinguir, diferenciar una cosa de otra”- es la que se ha tenido en vista al redactar el texto comentado, en el deseo de significar que hay discriminaciones arbitrarias, que se prohíben, y discriminaciones razonables o justas, que se permiten. No obstante, cree no equivocarse si afirma que la segunda acepción -“dar trato de inferioridad a una persona o colectividad por motivos raciales, políticos, religiosos, etc.”- es la que se emplea en el lenguaje corriente de Chile. Concluye que, en virtud de esta consideración, habría preferido decir en el Acta: “Ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias”.

Más adelante, en sesión N° 393 del 4 de julio de 1978, la comisión continúa el debate relativo a no establecer discriminaciones arbitrarias, también discute sobre el trato que recibirá el Estado en su actividad empresarial.

El señor GUZMÁN (…) Dice que una expresión alternativa a “discriminaciones arbitrarias” podría ser “discriminaciones injustas” toda vez que referirse simplemente a “discriminaciones” es, a su juicio, excesivo y puede tender a la injusticia.

(…) Considera indispensable la referencia a la autoridad debido a que ésta, cuando hace uso de la potestad reglamentaria, establece diferencias o discriminaciones, y destaca que cualquiera norma que establezca diferencias entre categorías de ciudadanos, por razones justificadas, es perfectamente concorde con el principio de la igualdad ante la ley. Aclara que, por otra parte, al aludir a la autoridad, no sólo se están refiriendo a la administrativa, sino que a toda autoridad de la República. Reconoce que se cometen arbitrariedades e injusticias, pero considera imposible que se pueda establecer la posibilidad de negar a la autoridad la facultad de establecer diferencias o discriminaciones justas, por cuanto la potestad reglamentaria está permanentemente haciendo diferencias precisamente para resguardar la justicia. 

1.8. Sesión N° 397 del 11 de julio de 1978. La Comisión continúa la discusión sobre el Orden Público Económico, específicamente, acerca del texto del artículo 19 N°22, el que originalmente contemplaba un inciso tercero.

El señor ORTÚZAR (Presidente) expone que la discusión se ha centrado en tres aspectos: primero, sobre el inciso segundo (…) En cuanto a lo primero, estima indispensable precisar que excepcionalmente una ley podrá autorizar en forma expresa determinados beneficios por causas justificadas; pero que si ello importa una discriminación arbitraria e injusta, podrá recurrirse a la Corte Suprema para que declare inaplicable tal ley.  (…) dice que la idea en que la Comisión está de acuerdo es clara: solamente en el caso de que se trate de beneficios justificados, razonables y no injustos, una ley especial podrá autorizarlos.

Así se acuerda.

El señor GUZMÁN precisa que la disposición puede consagrarse en dos formas específicas: primera, que el beneficio se otorgue por causas justificadas, y segunda, incorporarla entre las materias que figuran bajo la expresión “Sólo en virtud de una ley se puede”, o ubicarla en la preceptiva en debate: “Sólo una ley especial podrá autorizar…”, porque en este caso se aplica en forma inequívoca la norma general de que ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer discriminaciones arbitrarias.

El señor ORTÚZAR (Presidente) dice que la idea en que la Comisión está de acuerdo es clara: solamente en el caso de que se trate de beneficios justificados, razonables y no injustos, una ley especial podrá autorizarlos.

El señor BERTELSEN se inclina por consignar el precepto en la normativa que la Comisión analiza, porque de lo contrario podría interpretarse que estas leyes especiales no están sujetas al principio de la no discriminación.

3.- Que para incorporar la reforma constitucional que recoja la discriminación positiva,  resulta necesario tomar en consideración que en nuestro ordenamiento jurídico se han reconocido las acciones afirmativas tanto en la Ley N°20.422 que establece normas sobre Igualdad de Oportunidades e Inclusión Social de Personas con Discapacidad y la Ley 20.530 que creó el Ministerio de Desarrollo Social, en su artículo 2° N° 2). Además ha reconocido las acciones positivas a través de la regulación de la discriminación en el Código del trabajo.

4.- Que en este orden de ideas existe abundante elaboración doctrinal que tratan este tema, destacándose en este sentido el trabajo de autores como Cecilia Medina
 (jurista y académica chilena especializada en Derecho internacional de los derechos humanos), señaló que “las acciones afirmativas son modalidades del cumplimiento deber de garantizar el goce de los derechos humanos a todas las personas, sin discriminación, por parte de los Estados. La necesidad de emprender acciones positivas está dispuesta desde el momento que corresponde a los Estados garantizar el goce de los derechos. Ningún tratado de derechos humanos tiene como objetivo sólo la igualdad formal; también se exige igualdad de facto”.
Hoy se puede afirmar que la “discriminación inversa” corresponde a una herramienta  social tendiente a corregir determinadas situaciones de desigualdad injusta. Concretamente, por aplicación  del principio de igualdad “se debe tratar a todas las personas con igual consideración y respeto”. Según el filósofo R. Dworkin “es necesario preguntarse cuáles desigualdades en bienes, oportunidades y libertades se permiten y por qué”. 

La discriminación afirmativa se sustenta en que existen ciertas diferencias fácticas que son relevantes y deben considerarse al momento de legislar, y por ello se hace necesario lograr una “igualdad por diferenciación”. En la misma línea el filósofo Carlos Nino plantea que “la carga emotiva de las expresiones lingüísticas perjudica su significado favoreciendo la vaguedad, puesto que si una palabra funciona como una condecoración o como un estigma, la gente va manipulando arbitrariamente su significado para aplicarlo a los fenómenos que acepta o repudia”.
Rawls sostuvo que “con el objeto de tratar igualmente a todas las personas y de proporcionar una auténtica igualdad de oportunidades, la sociedad tendrá que dar mayor atención a quienes tienen menos dotes naturales y a quienes han nacido en las posiciones sociales menos favorables”.
N. Bobbio: “(…) una desigualdad se convierte en un instrumento de igualdad, por el simple motivo de que corrige una desigualdad precedente”.

La prohibición de discriminar se refiere sólo a la discriminación arbitraria o injusta, que no cabe dentro de la discriminación inversa.

5.- Que a mayor abundamiento, la Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha fallado recogiendo el principio de discriminación inversa, destacando los casos que a continuación se indican:

a) Corte I.D.H., Propuesta de Modificación a la Constitución Política de Costa Rica Relacionada con la Naturalización. Opinión Consultiva OC-4/84 de 19 de enero de 1984. Serie A N°4. “Existen, en efecto, ciertas desigualdades de hecho que legítimamente pueden traducirse en desigualdades de tratamiento jurídico, sin que tales situaciones contraríen la justicia. Por el contrario, pueden ser un vehículo para realizarla o para proteger a quienes aparezcan como jurídicamente débiles”. “No habrá pues, discriminación si una distinción de tratamiento está orientada legítimamente, es decir, si no conduce a situaciones contrarias a la justicia, a la razón o a la naturaleza de las cosas”.

b) Corte I.D.H., Caso del Pueblo de Saramaka. Sentencia de 28 de noviembre de 2007. Serie C N°172. “Es un principio establecido en el derecho internacional que el trato desigual a personas en condiciones desiguales no necesariamente constituye discriminación no permitida (…).

6.- Que en este orden, la  Corte Suprema de Chile también se ha pronunciado sobre este tema, resolviendo que “El principio de igualdad ante la ley (…) se traduce en el amparo de bienes jurídicos y valores humanos de carácter político social, e impide establecer estatutos legales diferentes, atendiendo a razones de raza, condición social, estirpe, fortuna, religión, ideologías u otros atributos estrictamente particulares; pero no es obstáculo para que el legislador pueda contemplar circunstancias especiales que afecten a ciertos sectores o grupos de personas y darles tratamientos de los que gozan otros, siempre que las reglas obliguen a todos los que están en la misma situación o condición, porque es característica de la norma jurídica su generalidad, aunque relativa, en cuanto debe tener vigencia sobre todos los gobernados o, por lo menos, respecto de todos los que se hallen en las circunstancias contempladas por el legislador al establecer la regla de derecho”  .

7.- Que desde la perspectiva del derecho comparado -en general- las constituciones no hacen una mención expresa a la discriminación positiva, puesto que a partir de consensos sociales recogidos por la doctrina como por la jurisprudencia constitucional y judicial de cada país, se ha entendido que la discriminación implica necesariamente recoger las diferencias para establecer -en base al mismo principio-  acciones afirmativas que permitan competir, ya sea en la postulación a un empleo, en normas de participación política, etc., a determinadas personas que, por su condición, se encuentran en desventaja. Se destaca en este sentido la Constitución española en su artículo 14, el cual si bien no recoge explícitamente la denominada “discriminación positiva”, el Tribunal Constitucional ha venido incluyéndola como una de las circunstancias objeto de protección al máximo nivel ante los tribunales ordinarios y a través del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional; la Constitución portuguesa; la Constitución Francesa, la cual en todo caso, hace una mención expresa a la participación política en su artículo 1 inciso 1: “La ley favorecerá el igual acceso de las mujeres y los hombres a los mandatos  electorales y cargos electivos, así como a las responsabilidades profesionales y  sociales”; la Constitución Boliviana y la Constitución de Argentina.

Sin embargo, existen otras constituciones en las que se hace una mención expresa a la discriminación positiva, como por ejemplo la Constitución italiana que en su artículo 3 establece: “Todos los ciudadanos tendrán la misma dignidad social y serán iguales ante la ley, sin distinción de sexo, raza, lengua, religión, opiniones políticas ni circunstancias personales y sociales.

Constituye obligación de la República suprimir los obstáculos de orden económico y social que, limitando de hecho la libertad y la igualdad de los ciudadanos, impiden el pleno desarrollo de la persona humana y la participación efectiva de todos los trabajadores en la organización política, económica y social del país”.

Por otro lado se destaca lo dispuesto en la Constitución de la ciudad Autónoma de Buenos Aires, que en su artículo 11 dispone: “Todas las personas tienen idéntica dignidad y son iguales ante  la ley. 

Se reconoce y garantiza el derecho a ser diferente, no admitiéndose  discriminaciones que tiendan a la segregación por razones o con pretexto  de raza, etnia, género, orientación sexual, edad, religión, ideología, opinión, nacionalidad, caracteres físicos, condición psicofísica, social, económica o cualquier circunstancia que implique distinción, exclusión,  restricción o menoscabo. 

La Ciudad promueve la remoción de los obstáculos de cualquier orden que, limitando de hecho la igualdad y la libertad, impidan el pleno desarrollo de la persona y la efectiva participación en la vida política, económica o social de la comunidad”. 

En la misma línea, la Constitución de la Provincia Autónoma de Buenos Aires, también en su artículo 11, luego de consagrar la igualdad ante la ley en su inciso 3 dispone: “Es deber de la Provincia promover el desarrollo integral de las personas garantizando la igualdad de oportunidades y la efectiva participación de todos en la organización política, económica y social.”

También se destaca la Constitución de Tucumán, Art. 24: “Los habitantes de la Provincia, como habitantes de la Nación Argentina, y al amparo de la Constitución Nacional, tienen todos los derechos que aquélla establece, sin negación ni mengua de otros derechos no enumerados o virtualmente retenidos por el pueblo.

El Estado Provincial deberá promover medidas de acción positiva y remover los obstáculos para garantizar la igualdad real de oportunidades y de trato, y el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por esta Constitución, la Constitución Nacional, y por los Tratados Internacionales vigentes sobre Derechos Humanos, en particular respecto de los niños, los jóvenes, los ancianos, las personas con discapacidad y las mujeres”.

Por Tanto; en virtud de los antecedentes expuestos vengo en proponer la siguiente:

REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo único.- Agréguese en el artículo 19, número 2 de la Constitución Política del estado, el siguiente inciso tercero nuevo: 

“Constituye una obligación del Estado eliminar los obstáculos de cualquier índole que, limitando de hecho la igualdad y la libertad, impidan el pleno desarrollo de la persona. Para ello deberá promover medidas de acción afirmativa para garantizar el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en los Tratados Internacionales que se que se encuentren vigentes y estén ratificados por Chile, por esta Constitución y las leyes.”.
(Fdo.): Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR MUÑOZ ABURTO Y SEÑORA ALVEAR,  CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY DE TRÁNSITO PARA IMPEDIR EL CÚMULO DIARIO DE INFRACCIONES A CONDUCTORES QUE CIRCULEN EN CAMINOS PÚBLICOS EN QUE OPERE UN SISTEMA ELECTRÓNICO DE COBRO DE TARIFAS O PEAJES SIN EL DISPOSITIVO HABILITANTE 

(8872-15)

Vistos. Lo dispuesto en el D.F.L. N° 1 de 2007, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, N° 18.290; en el Decreto 900 de 1996, Ley General de Concesiones; en la Ley N° 20.410, que modifica, entre otros, los citados textos y en la Ley N°18.287, sobre procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.

Considerando.

1.- Que con el objeto de ampliar y modernizar la red vial nuestro país llevó adelante, a partir de los '90 un programa de concesiones de carreteras. El propósito de dicha política pública fue focalizar los recursos fiscales en la red de caminos secundarios.

Lo anterior, a nivel urbano, se complementó con diversas autopistas, creándose con este objeto la modalidad de cobro a través de dispositivos de control, conocidos como TAG, los cuales son distribuidos por las mismas concesionarias y permiten la facturación de las tarifas correspondientes

2.- Que para posibilitar la masificación de dichos televías se incorporaron en la normativa mecanismos de sanción y apremio, tanto respecto del uso de los dispositivos, como del pago de las facturaciones respectivas.

En el primer caso, se estableció una infracción de una UTM, calificada de grave, por la circulación por las autopistas sin contar con el contrato y el dispositivo pertinente.

En el segundo ámbito, se fijó un recargo en hasta cuarenta veces del valor de lo facturado en caso de no pago oportuno. La dureza y falta de proporcionalidad de dicha sanción debió ser atenuada en la ley 20.410, que la redujo a sólo 5 veces.

3.- Que con el objeto de brindar una posibilidad de tránsito esporádico a quienes no quisieran disponer de estos dispositivos se generó el sistema conocido como Pase Diario, sea normal o tardío, que permite circular por las distintas autopistas durante un día completo, sin limitaciones.

Al respecto, el Decreto Supremo N° 171, de fecha 06.09.2011 indica: "Los usuarios poco frecuentes que ingresen a las vías concesionadas sin haber adquirido un PDUI, tendrán la obligación de adquirir el Pase Diario Único lnteroperable como mecanismo de Post Pago, en un plazo máximo de 20 días corridos, contados desde el día de la respectiva circulación."

4.- Que, como se señaló, existe una infracción derivada de transitar por una autopista sin disponer del dispositivo de control pertinente ni obtener el citado pase diario dentro de los aludidos veinte días siguientes.

Ella está regulada en el artículo 114 de la ley de tránsito, que establece, en lo pertinente, lo siguiente: "En los caminos públicos en que opere un sistema electrónico de cobro de tarifas o peajes, sólo podrán circular los vehículos que estén provistos de un dispositivo electrónico habilitado u otro sistema complementario que permitan su cobro. La infracción a esta prohibición será sancionada con una multa de una unidad tributaria mensual y para todos los efectos se entenderá como una infracción grave de conformidad al artículo 200 N° 7 de la presente ley."

5.- Que del tenor señalado, se infiere que en este caso la multa de una unidad tributaria mensual se aplica por cada autopista a la que el usuario acceda sin el TAG requerido, sin límite temporal, pudiendo darse el caso de acumular tantas infracciones como autopistas existan en el lugar en un mismo día.

Tal como el recargo de cuarenta veces para el caso del no pago de las facturaciones resultaba desproporcionado, esta multa también lo es, si se considera que la alternativa, esto es el Pase Diario, habilita para transitar por todas las autopistas durante una jornada completa en el mismo vehículo.

6.- Que, por tanto, creemos que la multa correspondiente a la infracción de transitar sin disponer del televía habilitado debe tener también un límite temporal diario.

Nos parece que la sanción de una unidad tributaria por día mantiene el carácter disuasivo de norma actual, sin recargar excesivamente a un usuario que, por descuido o desconocimiento, como sucede con quienes viajan de regiones a la capital, circule por distintas autopistas en un mismo día sin contar con el dispositivo habilitado ni adquirir oportunamente el Pase Diario.

Que, por lo anterior, el senador que suscribe viene en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo 1°.- Intercálese en el inciso primero del artículo 114 de la ley 18.290, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el DFL N° 1 de 2007, entre las palabras "mensual" y la conjunción "y" que le sucede, la expresión "por cada día en que se haya cometido".

Artículo 2°.- Incorpórese el siguiente numeral 5.- al artículo 43 bis de la ley 18.287:

"5.-
El pago de la multa aplicada en una causa de este tipo extinguirá la responsabilidad del usuario por otras infracciones cometidas con el mismo vehículo durante el mismo día."

Artículo 3°.- Lo dispuesto en el inciso precedente se aplicará aún respecto de infracciones cometidas con anterioridad a la publicación de esta ley, que no hubieran sido pagadas.

(Fdo.): Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES CHAHUÁN, CANTERO, LETELIER, ORPIS Y PIZARRO, CON LA QUE SE DA INICIO A UN PROYECTO QUE OTORGA UN NUEVO PLAZO A LOS TITULARES DE CONCESIONES DE SERVICIOS DE RADIODIFUSIÓN SONORA DE MÍNIMA COBERTURA PARA ACOGERSE A LAS DISPOSICIONES DEL ARTÍCULO 2° TRANSITORIO DE LA LEY N° 20.433 

(8873-15)

Exposición de motivos:

La ley N° 20.433, publicada el 4 de mayo de 2010, creó los Servicios de Radiodifusión Comunitaria Ciudadana, estableciendo las exigencias para el otorgamiento de las respectivas concesiones, como asimismo las normas pertinentes para su operación.

En su artículo 2° transitorio, se dispone que los concesionarios de servicios de radiodifusión de mínima cobertura que al momento de publicarse dicho texto legal, mantuvieren vigente su concesión, podrán acogerse a las normas de la ley, para cuyo efecto deben acreditar ante la Subsecretaría de Telecomunicaciones, dentro del plazo de 365 días, el cumplimiento de los requisitos establecidos en el citado cuerpo legal. Dicho plazo se debe contar, desde la entrada en vigencia del reglamento pertinente.

Mediante la ley N° 20.556, publicada el 27 de enero de 2012, se modificó este artículo 2° transitorio, ampliándose el plazo referido, por un lapso de 180 días, el cual expiró el 15 de noviembre de 2012, por cuanto no se había dictado el reglamento correspondiente ni se había regulado el régimen transitorio que correspondía aplicar.

Pese a la extensión del plazo señalado, es del caso señalar que un número importante de concesionarios de estos servicios, aún no han ejercido el derecho de acogerse a las disposiciones de la ley, dada la dificultad en su implementación, todo lo cual conllevaría el cierre de muchas radioemisoras comunitarias ciudadanas, con el consiguiente perjuicio tanto sus titulares como para los auditores de estas radioemisoras.

Por otra parte, este plazo suplementario que se contempla otorgar, permitirá que las concesiones continúen vigentes, pese a que sus titulares no hayan presentado la solicitud pertinente para acogerse a las disposiciones de la citada ley N° 20.433, en los términos que prevé su artículo 2° transitorio.

En mérito a las consideraciones expuestas, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

Artículo único:  "Otórguese un plazo adicional de ciento ochenta días, contado desde la publicación de esta ley, para que los titulares de concesiones de radiodifusión sonora de mínima cobertura, puedan acogerse a las disposiciones de la ley N° 20.433, conforme a lo dispuesto en el artículo 2° transitorio de la misma".

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Carlos Cantero Ojeda, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Jaime Orpis Bouchón, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORA ALVEAR Y SEÑOR LARRAÍN FERNÁNDEZ, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE INSTAURA EL DÍA 12 DE MARZO DE CADA AÑO COMO EL DÍA NACIONAL DEL TRABAJADOR PAPELERO 

(8875-13)

Fundamentos:

La Compañía Manufacturera de Papeles y Cartones fue fundada mediante Decreto Supremo N° 589, el 12 de Marzo de 1920, lo anterior con firma del Presidente de la República de la época, Don Juan Luis Sanfuentes. La CMPC, ha estado ligada no tan sólo al quehacer de la industria del papel, sino que está íntimamente relacionada con lo que fue la Villa, después Departamento y hoy, la Comuna de Puente Alto.

Hablar de la "La Papelera" es hablar de lo más recóndito de la historia patria. Es hablar por ejemplo, del nacimiento del primer sindicato de obreros ilustrados, es hablar de una industria que se gestó desde las fuentes mismas del trabajo, en que resaltó un legado de genialidad creadora y visionaria.

Todo comenzó con don Luis Matte Larraín. Nació en la capital, el 10 de julio de 1891. Sus padres fueron don Domingo Matte y doña Javiera Larraín Bulnes.

Empezó sus estudios en la Deutsche Schule, de Santiago, pasando después al Instituto Nacional. Ya en esa época, empiezan a manifestarse en él un espíritu emprendedor, un interés por las ciencias y en especial por la mecánica, siendo motivado tenazmente por un maestro del fundo de su padre en Buin; Don Juan Guillén.

Este maestro anarquista español, mecánico de profesión, que por sus ideas, había sido expulsado de España refugiándose en Chile, sin ayuda, rodeado acaso del temor que inspiraban sus antecedentes, es acogido por don Domingo Matte, en cuya hacienda, por curioso desquite del azar, sienta las bases de una sólida visión.

El famoso "maestro palomo", como lo apodaron después los trabajadores de la futura naciente Compañía, fue cómplice del aprendizaje de dos niños: Luis y Arturo Matte. Sin temor de ensuciarse las manos o los trajes, aprenden de ese extraño revolucionario, el verdadero concepto del trabajo en equipo, el secreto que hace grande la más modesta actividad.

Luego en su vida universitaria, siguió fortaleciendo su espíritu de trabajo en equipo o y entrega hacia los demás, en un contexto de un país convulsionado por las desigualdades sociales y representado por una frase que inspiraba a los idealistas de la época; La llamada "cuestión social", que implicaba analfabetismo, alcoholismo, epidemias y viviendas insalubres, que aquejaron al país en las primeras décadas del siglo XX.

Años después, a su regreso de Estados Unidos, no se deja aprisionar por el calor confortable de su hogar acaudalado, no cede ante el ambiente que aún mira con recelo toda iniciativa industrial, toda inversión a largo plazo y permite, mientras tanto, el valioso aporte de capitales extranjeros.

Su voluntad de crear, junto a su extraordinario espíritu emprendedor, comienzan una larga lucha, no desprovista de fracasos dolorosos, en que su esfuerzo inteligente y tenaz gira sobre su imaginación fecunda y soñadora, logrando levantar en breve plazo la magnífica industria papelera.

En la pequeña oficina, de aspecto modesto, se reúnen diariamente tres antiguos compañeros de estudio. No tanto para atender las exigencias de una incierta clientela o discutir arduos problemas legales, sino que simplemente, para soñar y planificar. Son ellos: Arturo Matte, Manuel Garrido y Eduardo Morel, quienes se embarcan con un pequeño capital prestado por sus padres, junto a un nuevo compañero, Guillermo Garcia B., dando origen a "Luis Matte y Co., más recordada por "Matteco”.

Una tarde, después de una larga reunión con el maestro Palomo, ya muy entrado en edad, pero siempre con su espíritu soñador, Luis y Arturo con la ayuda de otro español el señor Feixá y asesorados por su hermano Domingo, ingeniero y gran conocedor de la situación industrial chilena, proyectan su primera fábrica de cartón.

Con alguna dificultad juntan el dinero necesario y con la cooperación técnica de Don German Ebbinghauss, que tiene un pequeño establecimiento papelero en Puente Alto, "Matteco" endereza rumbos hacia una nueva actividad.

Sin embargo, la competencia entre los productores de cartón se hace cada día intensa. Luis Matte y Manuel Garrido, empiezan a organizar la industria, hasta conseguir formar una asociación cuyo control obtienen rápidamente.

El 12 de marzo de 1920, tras problemas que afectan seriamente a la fábrica Esperanza de Puente Alto y después de algunos estudios entre Luis Matte y su entonces muy amigo don Germán Ebbinhauss, nace a la luz pública la "Compañía Manufacturera de Papeles y Cartones".

Desde sus orígenes la empresa no solo se ha ocupado del capital industrial y financiero para impulsar sus actividades productoras, sino que ha dedicado primordial atención a la mantención, resguardo y conservación del capital humano, génesis y factor esencial de la riqueza de la gran familia papelera. De ese modo, Luis Matte Larraín y el directorio de la empresa, impulsaron la creación de un Sindicato de Obreros.

La fecha de la constitución que da vida pública al sindicato y la primera acta de la primera sesión, retrata la histórica reunión en los siguientes términos:

"Con fecha 25 de septiembre de 1927 se reunieron los operarios de las fábricas Esperanza, Victoria y Construcción para sentar las bases y organizar el Sindicato Industrial de Papeleros en cumplimiento de la ley 4057.

El señor Medardo Pumarino presidió la primera reunión en donde 60 trabajadores fueron los pioneros de esta naciente y señera organización. En esta ocasión se tomaron los siguientes acuerdos:

Se nombró un Directorio Provisorio compuesto por los siguientes trabajadores:

Presidente: Nolasco Cabello

Secretario: Daniel Loyola R.

Tesorero: Romilio Aguilar (Fábrica Esperanza)

Vocal: Luis Gonzalez (Fábrica Victoria)

Bibliotecario: Luis Berrios (Fábrica La Construcción)

También se nombraron seis delegados, dos por cada fábrica, a los cuales se les encargó la misión de hacer una activa compañía de engrandecimiento de la organización, como igualmente subsanar toda diferencia suscitada entre jefes y trabajadores, siempre que fuesen de carácter leve, o en casos muy graves, dar cuenta al presidente en la próxima reunión a celebrarse.

Los delegados fueron los siguientes:

Luis Silva y Manuel Gonzalez (por la Fábrica Esperanza) Abraham Soza y Gerardo Carreño (por la Fábrica Victoria) Gregorio Marco y Enrique Troncoso (por la Fábrica Construcción).

Se nombró una comisión compuesta por tres personas para estudiar los estatutos del Sindicato.

La comisión estuvo compuesta por Medardo Pumarino, Alejandro Alvarado y Luis Berríos.

Se acordó que la cotización sea de $1 peso y que próximamente una comisión se traslade a Santiago a dar cuenta de la organización del Sindicato.

Se levantó la reunión a las 11 am.

Firmados; Nolasco Cabello Presidente y Daniel Loyola, Secretario. Estos testimonios, reflejan la trascendencia y vigor que puede alcanzar una visión, siempre que se sostenga sobre la base de un espíritu emprendedor vigoroso, que respete y promueva a los trabajadores, sus derechos y la importancia de su asociación para defenderlos.

En dicha mirada, está el ejemplo de la CMPC y el notable testimonio de sus trabajadores, a quienes me parece de justicia reconocer mediante un día especial, expresado en esta ocasión en la fecha de La Fundación de la Empresa Manufacturera de Papeles y Cartones, un 12 de marzo 1920, como una contribución a la memoria histórica de los chilenos y en especial de las nuevas generaciones, respecto al esfuerzo y entrega ejemplar de estos trabajadores al desarrollo productivo y humano del país por tantos años en esa gran empresa y en la gran visión que le dio vida.

Por las razones expuestas vengo en presentar el siguiente:

Proyecto de ley

ARTÍCULO ÚNICO: Declárese el día 12 de marzo de cada año, Día Nacional del Trabajador Papelero.

(Fdo.): Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Hernán Larraín Fernández, Senador.

9

PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORA ALLENDE Y SEÑORES CANTERO, GÓMEZ, ORPIS, PROKURICA Y URIARTE, CON EL QUE SOLICITAN A LAS AUTORIDADES Y TRABAJADORES DE CODELCO EL ESTABLECIMIENTO, A LA BREVEDAD, DE UNA MESA DE DIÁLOGO PARA RESOLVER SUS DISCREPANCIAS, Y PROPENDER ASÍ A LA MEJOR SATISFACCIÓN DE LOS PLANTEAMIENTOS RESPECTIVOS Y A REGUARDO DE ESA EMPRESA, PATRIMONIO DE TODOS LOS CHILENOS 

(S 1564-12)
"Considerando:

1. Que, a través de diversos medios de prensa nacionales y extranjeros, se ha anunciado que los trabajadores de la división norte de CODELCO, que conforman Chuquicamata, Radomiro Tomic, Gabriela Mistral y Ministro Hales, realizarán movilizaciones que se enmarcarían en una eventual paralización total de un día que afectaría a todas las divisiones de la compañía durante este mes.

2. Que el enorme costo económico que la materialización de dicho anuncio tendría para la propia empresa y para el país en su conjunto, generaría graves perjuicios para el patrimonio de la cuprífera estatal y para el erario nacional.

3. Que resulta indispensable establecer, al más breve plazo, una mesa de trabajo que dé origen a un diálogo fructífero entre las autoridades y los trabajadores de CODELCO.

4. Que la vía del diálogo es la adecuada para resolver las discrepancias y acercar las posiciones que puedan sustentar las partes involucradas.

5. Que al momento de aunar criterios entre ambas partes y acordar la forma en que será resuelto el problema, es relevante cautelar los objetivos e intereses superiores de Chile.

El Senado acuerda:

Instar a las autoridades y trabajadores de CODELCO al establecimiento, a la brevedad, de una mesa de diálogo que permita resolver las discrepancias existentes entre ambas partes, y propender a la mejor satisfacción de los planteamientos de cada cual y al resguardo de CODELCO Chile, patrimonio de todos los chilenos.".

(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.- Carlos Cantero Ojeda, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Jaime Orpis Bouchón, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Gonzalo Uriarte Herrera, Senador.

10

INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REAJUSTA EL MONTO DEL INGRESO MÍNIMO MENSUAL

(8845-05)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

A las sesiones en que vuestra Comisión conoció de la iniciativa concurrieron, además de sus integrantes, los Honorables Senadores señores Gómez y Letelier, y el Honorable Diputado señor Montes.

Asimismo concurrieron, del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Felipe Larraín; el Coordinador Legislativo, señor Francisco Moreno, y los asesores, señores Francisco Parro y César Valenzuela.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los asesores, señorita Danielle Courtin y  señor Omar Pinto.

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos.

De la Central Unitaria de Trabajadores, CUT, la Presidenta, señora Bárbara Figueroa; el Vicepresidente, señor Nolberto Díaz; el Secretario General, señor Arturo Martínez, y el asesor, señor Josué Vega.

De la Confederación Nacional de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa (CONAPYME), el Presidente, señor Juan Araya, y el Secretario General, señor Ramón Morras.

En representación de la Confederación de la Producción y el Comercio (CPC) y de la CONAPYME, el asesor, señor Alfonso Swett.

Del Instituto Igualdad, el Coordinador del Programa Económico, señor Juan Carlos Scapini.

De la Fundación FIEL, el Director Ejecutivo, señor Roberto Morales, y el Asesor Economista, señor Fernando Carmona.

Del Centro Democracia y Comunidad, el asesor legislativo, señor Nelson Ortiz.

El Jefe de Gabinete del Honorable Senador señor Zaldívar, señor Christian Valenzuela.

- - -

Se deja constancia que por tratarse de un proyecto con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y en conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, se discutió la iniciativa en general y en particular a la vez.

Del mismo modo, se hace presente que durante la discusión de la iniciativa, tanto el Ejecutivo como diversas organizaciones e instituciones hicieron entrega de documentos explicativos de sus respectivas presentaciones. Copia de todos ellos se incorpora como anexo al presente informe. 

- - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO


Los objetivos de la iniciativa son reajustar la asignación familiar y maternal y el subsidio familiar.

- - -

ANTECEDENTES

Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

· Ley Nº 18.987, que incrementa asignaciones, subsidio y pensiones que indica.

· Decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de las normas sobre sistema único de prestaciones familiares y sistema de subsidios de cesantía para los trabajadores de los sectores privado y público, contenidas en los decretos leyes Nº 30 y 603, ambos de 1974.

· Ley Nº 18.020, que establece subsidio familiar para personas de escasos recursos y modifica normas que indica.

· Ley de presupuestos del sector público.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje con que Su Excelencia el señor Presidente de la República da origen al proyecto de ley da cuenta, en primer lugar, de los fundamentos de la iniciativa. El primero de ellos, el contexto económico. Al respecto, refiere que en los últimos años la situación financiera y fiscal de la “Eurozona” ha vuelto turbulentas las aguas en que navega la  economía chilena, que, no obstante, se ha mostrado resiliente ante las dificultades externas.

En efecto, el crecimiento promedio durante los primeros tres años de la actual administración fue cercano al 6%, y el mercado laboral continúa mostrando hoy signos de dinamismo. Sin embargo, pese a las buenas perspectivas de su economía, Chile no es completamente inmune a los shocks internacionales que viven sus principales socios. China ha experimentado una desaceleración durante los últimos tres años y Europa se encuentra en recesión. En conjunto, dichas economías representan cerca del 45% del volumen de nuestras exportaciones, por lo que sus problemas sin duda nos afectan. Prueba de ello es que durante 2012 las exportaciones de bienes alcanzaron un monto de US$78.813 millones, menor a los US$81.411 del año anterior. 

En ese escenario de alta incertidumbre acerca de  los efectos de la crisis internacional sobre nuestra economía, el último reajuste del ingreso mínimo mensual alcanzó un incremento de 6% nominal, situándose en $193.000 pesos mensuales, el tercero más elevado de América Latina. Tras su aprobación, empero, ha sido posible observar que los efectos de la crisis de la Eurozona sobre Chile han sido menos severos de lo previsto el año pasado. La última estimación de crecimiento disponible para el año 2012 es de 5,6%, superior a la proyectada a mediados del año pasado. De acuerdo a la última información proporcionada por el Instituto Nacional de Estadísticas (INE), además, la tasa de desempleo alcanzó a 6%, la más baja para un trimestre móvil noviembre-enero en 16 años (desde 1997). 

En vista del comportamiento de la economía en los últimos meses, y con la idea de hacer partícipes a los trabajadores más vulnerables de los logros económicos, es que el Gobierno ha decidido proponer el adelanto, al 1 de abril del presente año, del reajuste del ingreso mínimo mensual que tradicionalmente comienza a regir el 1 de julio de cada año.

Dicho reajuste, expresa el Mensaje, debe dar cuenta del dinamismo de la economía chilena, procurando, al mismo tiempo, no dañar las posibilidades de obtener un empleo para los trabajadores más vulnerables. Con estos criterios, el Ministro de Hacienda convocó a una comisión de 8 expertos, conformada por representantes del mundo académico, centros de estudios, empresarios y trabajadores, con el objetivo de conocer sus recomendaciones acerca del reajuste del salario mínimo. Su constitución, además, significó dar un paso importante en el mejoramiento de la institucionalidad relacionada con la fijación del ingreso mínimo cada año.

Enseguida, también en el marco de los fundamentos el proyecto de ley, expresa el Mensaje cuáles han sido las principales consideraciones para el incremento del ingreso mínimo, que a la vez que mejorar los ingresos laborales de los trabajadores más vulnerables, debe también resguardar su capacidad para encontrar empleo.

En efecto, indica, incrementos reales del ingreso mínimo superiores a los incrementos de la productividad pueden provocar algunos resultados adversos sobre los trabajadores más vulnerables. Aumentos del ingreso mínimo mensual desalineados de las cifras de inflación y productividad, pueden reducir las oportunidades de empleo de los trabajadores poco calificados, en su mayoría jóvenes y trabajadores con bajos niveles de instrucción formal. De acuerdo con la Encuesta CASEN del año 2011, el 22% de las personas entre 18 y 21 años percibían un ingreso igual o inferior al ingreso mínimo, al igual que el 30% de las personas con menores niveles de escolaridad (entre 0 y 7 años). 

Adicionalmente, alzas desmedidas del salario mínimo promueven el crecimiento de la informalidad, aumentando la brecha salarial entre los trabajadores formales e informales, y operan como desincentivo para que las empresas lleven a cabo programas de capacitación para sus trabajadores. Además, afectan la competitividad de las pequeñas y medianas empresas (PYME). Según datos de la Base del Seguro de Cesantía, del total de trabajadores que perciben el ingreso mínimo, un 48% trabaja en empresas con menos de 9 trabajadores, y un 75% lo hace en empresas de menos de 200 trabajadores.

Considerando los antecedentes anteriores, sintetiza el Mensaje, así como la recomendación de la comisión asesora a que se hiciera referencia, el Ejecutivo ha propuesto un reajuste, para el año 2013, de 6,2%, que corresponde a un nuevo ingreso mínimo mensual de $205.000. Con ello se supera la cifra de $200.000, mejorando la capacidad adquisitiva de los trabajadores y cuidando la creación de empleos.

Por otra parte, hace hincapié en que, a juicio del Gobierno, es esencial que durante el presente año se avance en crear una institucionalidad de carácter permanente que fije los lineamientos básicos y mejore significativamente el proceso de determinación del reajuste del salario mínimo mensual. Para dicho propósito, el documento elaborado en 2011 por representantes de la autoridad, los trabajadores, empresarios pequeños, medianos y grandes, y académicos, constituye un buen punto de partida.

A continuación, se explaya el Mensaje sobre el contenido específico de la iniciativa, a saber:

1.
Incremento del salario mínimo mensual de $193.000 a $205.000 (alrededor de 6,2%), aplicable también al ingreso mínimo mensual de los trabajadores menores de 18 y mayores de 65 años y al ingreso mínimo mensual con fines no remuneracionales.

2. 
Reajuste a la asignación familiar, maternal y subsidio familiar, a contar del 1 de abril de 2013, con mayor énfasis en los grupos más vulnerables.

En primer lugar, se propone una variación de igual nivel que la propuesta para el ingreso mínimo mensual, tanto para el subsidio familiar destinado a personas de escasos recursos, establecido en el artículo 1° de la ley N°18.020, como para el tramo más focalizado de las asignaciones familiares y maternal del Sistema Único de Prestaciones Familiares, reguladas en el decreto con fuerza de ley N°150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

Para el segundo y tercer tramo de asignación familiar y maternal, en tanto, se propone un reajuste que contempla la variación del costo de vida desde el último reajuste. Así, se fija en $8.225 mensuales por carga para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual no exceda de $215.108; en $5.294 mensuales por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $215.108 y no exceda de $321.851; y en $1.673 mensuales por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $321.851 y no exceda de $501.978.

El subsidio familiar, finalmente, se fija en $8.225 a partir del 1° de abril de 2013.

Cabe consignar que el proyecto de ley sometido al conocimiento de la Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, fue discutido en general y en particular. Luego de ser aprobado en general, producto de la discusión particular tres de sus cuatro artículos fueron suprimidos, razón por la que el texto sometido a la consideración del Senado, en segundo trámite constitucional, sólo consta de un artículo único relativo al financiamiento de la ley que se propone.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

El Ministro de Hacienda, señor Felipe Larraín, efectuó una exposición centrada en una contextualización de la situación económica mundial y nacional, y en reseñar cuáles son los ingresos totales con que cuenta una familia en la que se percibe el salario mínimo.
Situación Internacional: Europa en recesión
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Las noticias desde Europa, indicó, no son alentadoras, menos aún con los problemas que hoy enfrenta Chipre, que pese a representar tan sólo el 0,2% del PIB europeo, igualmente incide en el escenario general. Lo que en ese país aconteció, explicó, es que el plan de ayuda propuesto por la Unión Europea (transferir cerca de 10.000 millones de euros condicionados al pago de un impuesto por parte de todos los depositantes, incluidos los que estaban asegurados), generó una reacción bastante violenta. Finalmente, se ha acordado que el impuesto afecte sólo a los no asegurados, provocando de todos modos un impacto sobre el resto del continente.
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Las perspectivas, como se ve, no son en absoluto halagüeñas. En nuestra región, señaló, además de Chile los países que crecen sólo son Perú y Panamá, si bien en este último caso marcado por la construcción de la segunda fase del Canal de Panamá.

La economía chilena: Situación Macroeconómica
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El crecimiento de Chile, expresó, se ha mantenido. No obstante, se espera que el IMACEC arroje una desaceleración importante en el mes de febrero pasado, en buena parte debido a que tuvo un día menos que en 2012.
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Explicó que la tasa de desempleo para el trimestre móvil diciembre-enero es normalmente baja por razones estacionarias. Pero en el mes de enero se ve incrementada, fundamentalmente porque disminuye el empleo que el comercio ofrece en los últimos meses del año. 
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Salario Mínimo: Antecedentes
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A través de los años, indicó, el crecimiento del salario mínimo ha tenido lugar tanto en términos reales como nominales.
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Tomado un índice en 1997, igual a 100, es posible apreciar que el salario mínimo real promedio ha crecido más que la productividad
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El precedente cuadro, actualizado al año 2011, incluye a trabajadores asalariados e independientes. Para 2013, consignó, lo esperable sería que, con índices más bajos (es decir, con menos trabajadores afectos al salario mínimo), se mantuviera una curva similar. 
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Resaltó que a menor escolaridad, mayor incidencia del salario mínimo.
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                       Fuente: Base seguro de cesantía





El precedente cuadro, a su vez, aporta información relacionada con trabajadores dependientes.





En una economía en crecimiento que ofrezca mayores oportunidades, manifestó, lo esperable sería que el IMM tendiera a reducir su importancia, por que significaría que menos gente estaría afecto a él.  





La base de estos datos, puntualizó, está dada por los contratos de trabajo. Si bien muchos de ellos se celebran por el salario mínimo, suele ocurrir que el empleador suplementa el ingreso que recibe el trabajador. De manera que el número de personas afectas al salario mínimo puede estar sobre estimado.
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                          Fuente: Base seguro de cesantía
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                    Fuente: CASEN, 2000 y 2011





La incidencia del salario mínimo entre los trabajadores informales, es mayor.

Nuestra Propuesta

Aumento Propuesto

	
	Actual
	Propuesto

	Mayores de 18 hasta 65
	$193.000
	$205.000

	Menores de 18 y mayores de 65
	$144.079
	$153.037

	Fines no remuneracionales
	$124.497
	$132.238
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Fuente: Diversas fuentes según país





En la comparación del salario mínimo con el resto de América Latina, hizo ver que con Argentina y Venezuela no es posible hacer la medición utilizando el tipo de cambio oficial, pues tiene una brecha demasiado alta en relación con el tipo de cambio de mercado. 

Propuesta Reajuste Subsidio Único Familiar (SUF) y Asignación Familiar

	Ítem 
	Montos 

	
	Actual
	Propuesto

	SUF
	7.744
	8.225

	Asignación Familiar
	
	 

	1º tramo
	7.744
	8.225

	ingreso tope 1º tramo
	202.516
	215.108

	2º tramo
	5.221
	5.294

	ingreso tope 2º tramo
	317.407
	321.851

	3º tramo
	1.650
	1.673

	ingreso tope 3º tramo
	495.047
	501.978






Hizo hincapié en que la inflación considerada para estos cálculos, de 1,4%, es la que se acumuló en el período que transcurrió entre junio de 2012 (cuando se aprobó el último reajuste) y febrero de 2013. Si se hubiera tomado en cuenta la inflación de 12 meses, dicho índice habría sido inferior, de 1,3%.
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Resaltó que, en todo caso, el reajuste que se está proponiendo en esta ocasión supera en al menos 50% el otorgado en el mejor  período (2000-2005).

Otros instrumentos (transferencias del Estado) que complementan el ingreso de los Hogares

- Ingreso Ético Familiar.

- Bonos de Chile Solidario (bono de protección, bono de egreso, subsidio a la cédula de identidad).

- Subsidio al pago del consumo de agua potable.

- Pensiones solidarias.

- Subsidio a la discapacidad mental.

- Subsidio único familiar.

- Becas de alimentación (para estudiantes).




Puso de manifiesto que la discusión sobre salario mínimo muchas veces lleva a olvidar que existen otras transferencias que el Estado realiza y que sirven de complemento para las familias que perciben dicho ingreso mínimo. Así es posible apreciarlo en los siguientes ejemplos:

Ingresos del Hogar: Mucho más que el Ingreso Mínimo

Ejemplo: familia compuesta por: 

- Padre

- Madre

- 3 hijos

- Adulto mayor

	
	Sin empleo
	Trabaja el padre

	Sueldo Mínimo Trabajador
	                     -   
	         205,000   

	Transferencias Ingreso Ético Familiar
	            39,000 
	           71,900 

	SAP (Subsidio al Agua Potable)
	            11,700 
	           11,700 

	SUF (Subsidio Único Familiar)
	            32,900 
	                    -   

	AF (Asignación Familiar)
	                     -   
	           32,900 

	PBS (Pensión Básica Solidaria)
	            80,528 
	           80,528 

	INGRESO TOTAL
	          164,128 
	          402,028


Aumento del 145% en ingreso familiar

Ejemplo: familia compuesta por: 

- Padre

- Madre

- 3 hijos

- Adulto mayor

	
	Sin empleo
	Trabaja la madre

	Sueldo Mínimo Trabajador
	                     -   
	         205,000   

	Bono Trabajo Mujer
	                     -   
	           34,079 

	Transferencias Ingreso Ético Familiar
	            39,000 
	           71,900 

	SAP (Subsidio al Agua Potable)
	            11,700 
	           11,700 

	SUF (Subsidio Único Familiar)
	            32,900 
	                    -   

	AF (Asignación Familiar)
	                     -   
	           24,675 

	PBS (Pensión Básica Solidaria)
	            80,528 
	           80,528 

	INGRESO TOTAL
	          164,128 
	         427,882


Aumento del 161% en ingreso familiar


El Honorable Senador señor Zaldívar consultó cuál es el número de trabajadores que percibe salario mínimo y tiene acceso a las transferencias estatales que se han reseñado. Si el número es relevante, razonó, significaría que legislar sobre el salario mínimo sería prácticamente irrelevante.


El señor Ministro de Hacienda señaló que el dato solicitado será recabado y puesto a disposición de la Comisión. Sin perjuicio de ello, indicó que al Ingreso Ético Familiar acceden cerca de 17.000 familias, es decir, más de 650.000 personas. 


El punto, consignó, es que el ingreso para una familia en situación de vulnerabilidad es superior al salario, pues existe una serie de programas, implementados en el presente Gobierno y en los anteriores, que suplementan a los grupos que se encuentran en dicha situación.


Una vez culminada la presentación del señor Ministro de Hacienda, el Honorable Senador señor Zaldívar le hizo ver la importancia de contar con su presencia en las audiencias que, seguidamente, concedería la Comisión para conocer los planteamientos de las diversas organizaciones e instituciones interesadas en el proyecto de ley. En particular, indicó, los representantes de los trabajadores han manifestado que solamente han sido informados, mas no escuchados, sobre los asuntos de su interés.   


El señor Ministro de Hacienda recordó que si bien el período de conversaciones que antecedió al envío del proyecto de ley fue, efectivamente, breve, el año anterior fue la propia Central Unitaria de Trabajadores (CUT) la que se marginó de este proceso. De cualquier modo, destacó que igualmente se efectuó el presente año una reunión con los dirigentes de dicha organización, quienes manifestaron, primero, que el guarismo de ingreso mínimo sobre el que había que discutir era de $250.000 -lo que suponía una amplia brecha en relación con la propuesta del Gobierno-, y, segundo, que esta discusión debía dar pie para abordar otros temas, como negociación colectiva o afiliación sindical, por ejemplo. Respecto de estos últimos, el Ejecutivo respondió que desde luego podían ser objeto de diálogo y conversaciones, pero no con ocasión de lo que ahora se debe resolver, que es el reajuste del ingreso mínimo mensual.


El Honorable Senador señor Lagos cuestionó que la no recepción de los representantes de la CUT pueda explicarse porque el año anterior ellos no quisieron participar de las negociaciones. Parte del arte de gobernar, sostuvo, pasa precisamente por la disposición al diálogo.


Por otra parte, indicó que si la brecha entre la propuesta del Gobierno y la CUT era tan amplia que condujo a descartar toda negociación, debe haber una cifra, superior a $205.000, con la que sí sería posible sentarse a conversar. Consultó al señor Ministro de Hacienda cuál sería este monto.


El señor Ministro de Hacienda aclaró que el hecho de haberse restado el año pasado los representantes de la CUT es sólo un antecedente que ha entregado, no una explicación para lo acontecido en 2013, pues en éste si hubo espacio para conversar, sólo que en breve tiempo.


Puso de relieve, además, que previo al envío del proyecto de ley el Gobierno convocó a una Comisión de Expertos cuya propuesta de IMM fue cercana a $204.000. Sólo posteriormente formuló una propia el Ejecutivo, que, como se sabe, asciende a $205.000.


A continuación, la Comisión recibió a los representantes de las organizaciones e instituciones que seguidamente se indican.


La Presidenta de la CUT, señora Bárbara Figueroa, expresó que la premisa sobre la cual debe descansar la discusión del reajuste al IMM es que se está en presencia de un asunto no puramente técnico, que  constituye una herramienta que debe permitir avanzar en equidad y justicia social. Así ha sido reconocido, destacó, en el Convenio 131 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT).


Se trata, en consecuencia, de un debate de alcance nacional que debe, en la práctica, suplir la incapacidad de la legislación laboral para atacar la desigualdad. Si Chile, resaltó, contara con  un Código del Trabajo en el que la negociación colectiva estuviera garantizada para cada uno de los trabajadores y propiciara la generación de  mejores mecanismos de distribución de las ganancias, probablemente la negociación del IMM no revestiría la preponderancia que se le da. Sin embargo, no existe hoy alternativa.


Hablar de salario mínimo, en definitiva, implica para la CUT abordar la problemática de desigualdad que cruza a nuestra sociedad, por lo que debe permitir superar al menos la línea de la pobreza. De acuerdo con los datos de la encuesta CASEN, resaltó, el 80% de los pobres de nuestro país son asalariados.           


Con todo, es evidente que no todos los problemas se van a resolver exclusivamente en el debate del salario mínimo. Empero, es esta una materia en la que se debe avanzar decididamente, para la que, lamentó, no han existido instancias de diálogo con la autoridad, lo que ha venido a romper una tradición de larga data y, a la vez, ha supuesto la violación del aludido Convenio 131 de la OIT. Al igual como aconteció con otros actores, los trabajadores no fueron convocados al debate sobre IMM, sino tan sólo invitados a una reunión en que se les otorgó información parcial. En dicha oportunidad, reseñó, la Central consultó derechamente por montos, fecha de envío y urgencia legislativa del proyecto de ley, sin obtener respuesta. Más tarde, de manera informal, fue la CUT convocada a integrarse a la Comisión de Expertos que el Ejecutivo conformó. Sin embargo, argumentó, una instancia que cuenta con 48 horas para elaborar una propuesta, claramente incumple los requisitos establecidos en el precitado Convenio OIT sobre la forma en que debe verificarse una discusión seria y rigurosa sobre salario mínimo. Ante eso, la Central no estuvo dispuesta a concurrir a simplemente ratificar una política que ya estaba zanjada.


En relación con la política de reajuste del IMM, más concretamente, manifestó que son dos los debates en cuestión. De un lado, dar paso a una verdadera política que permita el establecimiento de nuevos parámetros en la determinación de un piso salarial a partir del cual construir criterios de reajustabilidad. Del otro, cómo construir una fórmula de reajuste, que puede ser anual o no, distinta de la actual. En ese contexto, enfatizó, es que la CUT ha sostenido, y reafirma, que es de justicia avanzar hacia un piso salarial de $250.000, cuya implementación requiere de acciones por parte del Estado y de los demás actores involucrados, para llegar incluso a un mínimo superior a éste.


El salario mínimo, insistió, debe permitir superar la línea de la pobreza, lo que implicaría acercarse a una remuneración de $370.000 mensuales brutos, es decir, alrededor de $300.000 líquidos. Esto, considerando un grupo familiar de cuatro personas con un solo proveedor, y que la canasta básica de alimentos se sitúa hoy en $76.000. Llegar a esos estándares no es una meta inmediata, pues eso supondría un fuerte impacto en la economía. Se requiere, entonces, avanzar gradualmente, y ahí los $250.000 que se han propuesto aparecen como absolutamente razonables, porque permitirían alcanzar equilibrios hoy inexistentes en ciertas áreas de la producción, como el mundo agrícola, incentivando la generación de empleos. Por otra parte, el influjo que tal guarismo pudiera tener en la empleabilidad de las pymes, podría ser atenuado mediante la intervención del Estado por la vía de políticas de contención, como el establecimiento de un subsidio decreciente al aumento salarial, a la usanza del subsidio a la contratación de mano de obra que hoy opera en las zonas extremas, que ha demostrado funcionar bien y no generar efectos negativos sobre el empleo.


La propuesta de la CUT, prosiguió, se alinea además con lo que otros procesos de negociación han conseguido. Hace unos años, de hecho, una movilización de los temporeros de la Región de Coquimbo alcanzó el piso salarial de $250.000, sin impactar negativamente la producción o el empleo. Esto permite apreciar que se puede superar lo planteado por el Ejecutivo, y que la recurrente advertencia de que un piso salarial mayor afectaría a los trabajadores no calificados, no es efectiva. Por el contrario, permitiría que dichos trabajadores fueran el soporte de la contratación de mano de obra y que el reajuste de los trabajadores que les siguen sea también superior, contribuyendo al objetivo de avanzar no sólo en la promoción del empleo, sino también en su calidad.    


Añadió que si no se aborda la presente discusión como una oportunidad para debatir seriamente una política salarial, en la práctica lo único que se hará es seguir reajustando la pobreza. Si Chile crece al 5% y técnicamente se encuentra en situación de pleno empleo, no es sostenible que sean políticas de subsidios, además insuficientes como la del ingreso ético familiar, las que sirvan de soporte a un salario mínimo superior. Sería mezquino, remarcó, que los prósperos índices de desarrollo de nuestro país no se reflejen en los salarios de quienes producen ese crecimiento, es decir, los trabajadores. 


Se requiere, culminó, de una disposición al diálogo, hasta ahora ausente en la autoridad, para acometer los desafíos que se han reseñado. Si esa voluntad no se manifiesta, indicó, la CUT podría evacuar una queja formal ante la OIT.


Hizo uso de la palabra, enseguida, el señor Alfonso Swett, asesor de la Confederación de la Producción y el Comercio (CPC) y de la Confederación Nacional de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa (CONAPYME), quien efectuó la siguiente presentación: 

Salario mínimo para Chile

En Chile hay millones de personas que se encuentran en este  lamentable estado y sufren de la pobreza. La pobreza no es un museo del pasado, en una realidad de hoy. La CPC se siente profundamente comprometida con la superación de la pobreza, un Chile más próspero y más justo.
Realidad térmica vs. Real deber:

Una Familia con 4 miembros, para la cual superar la línea de la pobreza equivale a $70.000, aproximadamente, por miembro. Nos arroja lo siguiente:

- Que necesita un ingreso familiar de $280.00 para salir de la pobreza.

- Con dos miembros que ganen el salario mínimo se sale muy por encima de la línea de la pobreza.

- Con un miembro que trabaje más las transferencias del Estado del  ingreso ético familiar, se sale de la línea de la pobreza.

- Si en esa familia no trabaja ninguno de sus miembros no hay cómo salir de la pobreza.

En conclusión la clave es que al menos uno de sus miembros esté trabajando en la formalidad. A esto es a lo que hoy nos debemos abocar como país. La última encuesta longitudinal de la empresa, indicó, encargada por el Ministerio de Economía, arrojó que existe 1 millón de personas aún en la informalidad. Las estadísticas de la CPC, en tanto, dan cuenta que cerca del 50% de las empresas pequeñas y medianas están también en la informalidad.

Quiénes pagaron el salario mínimo en Chile durante el 2012:

- Mypes (micro y pequeña): 48,2% del total de las personas que reciben el salario mínimo.

- Medianas: 27.6% del total del personas que reciben el salario mínimo.

- Grandes: 24.2% del total del personas que reciben el salario mínimo.

El real deber: 

El deber de «fijarse»: el verbo griego usado es katanoein, que significa observar bien, estar atentos, mirar conscientemente, darse cuenta de una realidad. 

Lamentablemente este país se está manejando por promedios, lo que impide fijarse. 

El análisis requiere, entonces, detenerse en uno de los mayores éxitos de nuestro país hoy, el empleo, pero con una mirada que vaya más allá del promedio de desempleo (el real deber):
Si la tasa desempleo de nuestro país es un 6,2% según el INE (trimestre móvil dic-feb), que parece bastante atractivo, lo que hay detrás es que:

- La tasa de desempleo de los pobres está en torno al  23%.

- La tasa de desempleo de los pobres indigentes es de 41,5%.

- La tasa de desempleo de los jóvenes entre 15 y 19 años es de 22,1%, mientras que la de quienes tienen entre 45 a 54 años, de 3,8%.




Si, como se dijo, para superar la línea de la pobreza se requiere que las personas estén trabajando, el desafío es cómo se las incorpora de manera eficiente y efectiva al mercado laboral.

Realidad & Deber

Real deber: fijarse en la realidad del país que enfrentan los jóvenes.

- Mala Calidad de la Educación, con alta desviación de standard, lo que genera desmotivación.

- Un niño que nace en Chile en el quintil más bajo versus el más alto,  tiene 5 veces menos probabilidad de sacar 450 puntos en la PSU. 

- Cerca de 668.000 jóvenes no trabajan ni estudian, y el 62% pertenece a los quintiles de menores ingresos.
Real deber: más allá del promedio del crecimiento del PIB, de 5,6%, el crecimiento no ha sido igualmente bueno para las empresas que agrupa la CPC:

- En todo 2012, las empresas IPSA anotaron una caída de 10,37% en sus ganancias, un alza de 10,8% en las ventas y un aumento de 9,87% de los costos.

- Las 450 sociedades anónimas que han informado a la Superintendencia de Valores y Seguros, muestran una evolución relativamente plana entre enero y diciembre de 2012. Y es que sólo se elevaron 1,44% las ganancias durante 2012, mientras que los ingresos subieron un 9,9%. La caja de las empresas, en tanto, se incrementó 5,56%.
Real deber: debe revisarse la desigualdad entre el crecimiento del país y los resultados de las grandes empresas, que se produce por varios factores, dentro de los que resaltan: productividad, costos laborales, alza tributaria, energía y tipo de cambio
Recogiendo la realidad del mercado laboral:

Los análisis técnicos se construyen a partir de la productividad media del trabajo en 2012: 3,6%. La diferencia entre este promedio y el del crecimiento del país se explica, en buena parte, por los resultados de la capacitación.
Resultados de la capacitación en Chile

- Los recursos destinados por el Servicio nacional de Capacitación y Empleo (SENCE), que representan cerca del 90% de los recursos de capacitación (US$ 300 millones anuales), no tienen ningún efecto en remuneraciones, empleabilidad ni productividad.

- Más de 2.000 OTEC viven de la plata del Estado y no provocan  casi ningún resultado

- Existen pocas oportunidades de trabajo para los jóvenes, las tasas de participación juvenil han caído y sólo alrededor de un cuarto de los jóvenes de 15 a 24 años tiene trabajo, comparado con el 44% promedio de la OECD. La inclusión de los jóvenes en el mercado laboral, subrayó, es muy necesaria, pues no hacerlo puede significar eventuales costos para el Estado por alcoholismo o drogadicción, por ejemplo. 

Realidad de la capacitación en Chile

- Sólo el 22% de la inversión pública  en capacitación va para sectores de bajos recursos. Es decir, genera más desigualdad entre los trabajadores. 

- Sólo el 12% del total de los recursos de capacitación se usan en trabajadores de baja o ninguna calificación.

- El 39% de los participantes asistieron a acciones de capacitación en “administración”; el 10,6% a capacitaciones en “ciencias y técnicas aplicadas”; el 9,6% a capacitaciones en “servicios a las personas”; el 8,8% a acciones de capacitación en “computación e informática”, y el 5,5% se capacitó en “idiomas y comunicación” (Informe BID 2010). La pregunta, entonces, es cuánto se ha capacitado para el trabajo más humilde, por ejemplo.

- La capacitación interna de las empresas es muy baja. Sólo 36.447 personas usaron capacitación  interna a la empresa, y ésta  afectó sólo el 2,1% de los trabajadores de la pequeña y mediana empresa. (Informe BID 2010).

Recogiendo la realidad del mercado laboral:

- De acuerdo con los objetivos de integrar a la gente en situación de pobreza y a los jóvenes que no han finalizado su educación al mercado laboral, los análisis técnicos de la CPC se construyen al partir de la productividad media del trabajo en el 2012, de 3,6%.

- Ajustada en un 20%, para reconocer la productividad de los trabajadores menos calificados que trabajan. 

- Lo anterior en términos numéricos arroja un resultado de 2,88% (3.6*0.8). 

- A esta productividad laboral se suma la inflación de los últimos 12 meses (feb-feb), equivalente a 1,3%.

- Se llega a un aumento técnico, que refleja la realidad y desafíos del mercado laboral, de 4,18%. 
Hay que ser muy cuidadosos y prudentes con el salario mínimo:

- El salario mínimo tiene un efecto de largo plazo, que es válido no sólo para cuando la economía anda muy bien, como ha sido el caso de Chile en los últimos 3 años, sino también cuando la economía enfrenta ciclos adversos que vendrán en forma cierta en el futuro. 

- Al no existir válvulas de ajustes o posibilidades de reducción del mismo, el único ajuste será en ese ciclo adverso el desempleo; pudiendo enfrentarnos a situaciones de países como España, que tiene tasas de desempleo del 26%, debido, entre otras causas, a que los salarios mínimos eran muy altos.
- Chile tiene un gran desafío de competitividad, impuesto por una moneda fuerte como el peso ($) o, más bien, un tipo de cambio muy bajo. A ello se suman los altos costo energéticos, que pueden ser más altos aún en el mediano plazo, por cuanto aún no se ha avanzado en las decisiones e inversiones que el país requiere. 
- Chile tiene el salario mínimo más alto de la región (US$ 409), 21% mayor al de Brasil (US$ 339). 

- A esta conclusión de salario mínimo más alto de la región, se llega si a los países más populistas (como Venezuela y Argentina) se dividen sus salarios mínimos por el tipo de cambio informal. Así, por ejemplo, el de Argentina es de 368 dólares al dividirlo por el tipo de cambio informal. O sea, el salario mínimo de Chile es 11% superior.

El Honorable Senador señor Zaldívar consultó si para la CPC la propuesta del Ejecutivo es adecuada o puede ser mayor.

El señor Swett manifestó que por concepto de salario mínimo, de acuerdo con la realidad del mercado laboral, la CPC está por los $205.000 propuestos. Sin perjuicio de ello, se debe tener presente el concepto de ingreso mínimo familiar (que es distinto al del salario), que incluye las demás transferencias del Estado y permite llegar a los $250.000 que la CUT propone.  
Posteriormente, hizo uso de la palabra el Presidente de la CONAPYME, señor Juan Araya, quien recordó que en ocasiones anteriores la discusión sobre el IMM se llevó a cabo entre la CUT, el Gobierno y la CPC, dejando a las pymes, que son los mayores empleadores, sin participar.

El número de micro, pequeñas y medianas empresas, expresó, asciende a cerca de 750.000 formales y a 1 millón informales, que pagan remuneraciones de ese mismo carácter, respectivamente. Sin embargo, se ven enfrentadas a muchos problemas para poder funcionar, como recibir los pagos a más de 30 días plazo, lo que repercute en que no cuenten oportunamente con los fondos para pagar sueldos o imposiciones, por ejemplo, o da espacios para que aparezca la informalidad laboral..

La relación entre una pyme y sus trabajadores, prosiguió, es bastante peculiar, pues si en situaciones de crisis hay que ajustar los gastos, todos se comprometen con el objetivo. Por eso es que una discusión como la que se está teniendo, que además se replica cada año, puede ser perjudicial al incidir sobre esa relación. Como fuere, ya que existe una propuesta sobre la mesa, sostuvo que si se quiere llegar a una suma como $250.000, se requieren subsidios efectivos y eficaces por parte del Estado, que debe involucrarse de manera real en el problema y no, como acontece hoy, traspasando la carga del incremento mayoritariamente a las pymes, que son las que sostienen la incorporación de los jóvenes al mundo laboral.  

La Comisión escuchó al Director Ejecutivo de la Fundación FIEL, señor Roberto Morales, quien planteó su especial interés por que las discusiones sobre ingreso mínimo se lleven a cabo de manera contextualizada y no solamente enfocadas en elementos técnico-económicos que, muchas veces, conspiran contra la apreciación de la realidad.

En dicho sentido, anunció que la propuesta de la Fundación a que representa se basa en datos económicos contextualizados con, al menos, tres elementos:

- Los convenios OIT a que ha adherido Chile, que entregan un marco normativo bajo el cual debiera establecerse el ingreso mínimo y le dan una finalidad precisa: la satisfacción de las necesidades del trabajador y su familia, que deben guardar una cierta relación con el total de los salarios que se paguen en la sociedad. 

- El ingreso mínimo como herramienta para enfrentar la desigualdad, cuyo origen se sitúa principalmente en la mala distribución del ingreso primario del trabajo, y no en su redistribución.

- La constatación de la existencia de una asimetría muy fuerte en la negociación colectiva, que no permite lograr un equilibrio en los salarios por medio de la representación sindical.

El economista asesor de la Fundación FIEL, señor Fernando Carmona, agregó que desde el punto de vista económico, el dilema está planteado por si se apunta a maximizar la eficiencia o se apuesta por la equidad. Lo que ha sucedido en los últimos 20 años en Chile en que se ha apostado por la eficiencia, que implica pensar que al tener un mayor producto que repartir no importa cómo se distribuya, porque siempre le llegará más a todos los participantes. Sin embargo, enfatizó, una nueva distribución de los ingresos, basada en equidad, también llegaría a una solución eficiente. 

Apoyándose en un documento de los profesores López, Figueroa y Gutiérrez, de la Universidad de Chile, observó que la participación del quinto quintil no es de un 15% del ingreso, sino del 30%, lo que lleva a que el coeficiente de Gini ya no sea de 0,55-0,58, sino de 0,60 o más. Recordó que una de las exigencias a nuestro país para permanecer en la OCDE es que el aludido coeficiente se mantenga o mejore, por lo que no puede empeorar.

Por otra parte, sostuvo que un ingreso mínimo mensual se debe construir tomando en cuenta que el promedio de integrantes de una familia alcanza a cuatro personas, de las cuales una sola trabaja, y que la canasta básica per cápita es de $76.000. en función de todo ello, el ingreso mínimo líquido debiera ser de $304.000 ($370.000 bruto).

Observó, asimismo, que las transferencias monetarias que el Estado hace a las familias más pobres, en base a datos aportados por el profesor Urzúa del Centro de Microdatos de la Universidad de Chile, ascienden a $40.000 respecto de familias pertenecientes al primer quintil socioeconómico, y a $20.000 para el segundo quintil. Con base en esto, es posible concluir que sumando el ingreso mínimo y las transferencias monetarias del Estado, no se logra superar la línea de la pobreza respecto de una familia promedio de nuestro país.

A partir de los datos anteriores, manifestó que la discusión debe situarse en dos puntos. En primer lugar, la base del ingreso mínimo, que actualmente no alcanza para que el trabajador recupere su esfuerzo laboral, lo que se lograría con montos aproximados de $264.000 líquidos y $316.000 brutos, que debieran constituirse en el horizonte a alcanzar en un plazo de 4 a 5 años.

Cuando se habla de reajustar el ingreso mínimo en base al IPC, añadió, se comete el error de no tomar en cuenta que para las personas que ganan el mínimo no es relevante la variación de dicho índice, sino, en realidad, la Canasta Básica de los Alimentos. En tal sentido, valoró una iniciativa presentada por los Honorables Diputados señores Aguiló y Carmona para establecer un “IPC de la pobreza” (Boletín N° 8.837-03, que modifica el artículo 37 de la ley N° 17.734, con el objeto de informar el índice de precios de la canasta de satisfacción de necesidades básicas (IPNB): alimentos, locomoción colectiva, servicios y vivienda).

El segundo punto del debate sobre ingreso mínimo, en tanto, dice relación con la fórmula para determinar su reajuste,  que no debiera ser en base al IPC, sino en base a un índice específico para la pobreza, esto es, lo que necesita una familia para adquirir lo que podía comprar antes. Caso contrario, se estaría disminuyendo el sueldo de esa persona. En esa dirección, si se utilizara un “IPC de la pobreza” para calcular el reajuste desde el año 2000 hasta ahora, Chile tendría un ingreso mínimo mensual de $254.000 aproximadamente, lo que demuestra que se ha ido alejando de un salario mínimo de equilibrio, cuestión que se verifica en la escasez de mano de obra en sectores como la agricultura.

De acuerdo con lo expuesto, hizo hincapié en que debiera avanzarse en alcanzar un ingreso mínimo que supere la línea de la pobreza. Si se toma la productividad indicada en la exposición del señor Swett, de 2,88%, y se suma al 4,9% (reajuste real del ingreso mínimo) que entrega el Ministerio de Desarrollo Social, se alcanza más de un 7%, y si se considera el 3,6% de productividad, también señalado en la exposición mencionada, se llega a más de un 8%, lo que permitiría arribar a una cifra de alrededor de $210.000 para la fijación del reajuste de este año.

Se refirió, del mismo modo, a los efectos del reajuste sobre la inflación, la productividad y el empleo. Respecto del último,  manifestó que existe una carencia en la oferta de trabajo, que se explica en que el mínimo está bajo el punto de equilibrio; así, se puede estimar que si aumenta el ingreso mínimo, seguramente lo hará también la oferta de mano de obra. 

En relación con la productividad, planteó que el reajuste del ingreso mínimo provocará el aumento del consumo y, además, el aumento de la productividad, por el uso de economías de escala. Observó que el índice Kaitz, aquel que surge de dividir por doce el PIB per cápita, que luego se divide por el ingreso mínimo mensual, daría una cifra cercana a 0,28 en el caso del reajuste propuesto por el Gobierno; 0,35 en el caso de la propuesta de la CUT de $250.000, y 0,45 en la propuesta de la Fundación FIEL de un ingreso mínimo de $316.000. Agregó que se sostiene que un índice Kaitz por bajo 0,30 provocaría que un grupo de personas se mantenga fuera del mercado laboral, y entre 0,30 y 0,60 se resuelve el problema de informalidad del trabajo, dado que las personas desean ingresar al mercado laboral formal. 

El factor más complejo, agregó, es el de la inflación, razón por la que se estima conveniente que llegar a un nivel de $316.000, reajustado de acuerdo al IPC, en un plazo de 4 ó 5 años. Si se asume un compromiso como éste, destacó, se provocará que la producción se ajuste a la demanda esperada, lo que aminorará el proceso de inflación -que se verifica cuando existe un exceso de demanda con una producción que no es capaz de satisfacerla-, haciendo que los precios suban, lo que no se da cuando con 3 a 5 años de anticipación se ha anunciado cuál será el monto del ingreso mínimo. De este modo, concluyó, se logra ser  responsable con el crecimiento macroeconómico del país, pues un reajuste anual de 10% promedio, provoca una inflación de entre 0,6% y 0,8%, alza que puede ser absorbida por la economía.

Seguidamente, expuso ante la Comisión el Coordinador del Programa Económico del Instituto Igualdad, señor Juan Carlos Scapini, quien luego de hacer entrega de una minuta que desarrolla los contenidos abordados, se refirió, en primer lugar, a que la forma en que se ha verificado la tramitación del presente proyecto de ley, por parte del Ejecutivo, incumple lo dispuesto en el Convenio 131 suscrito por Chile ante la OIT. Dicho instrumento, en efecto, dispone textualmente en su artículo 3° que “Entre los elementos que deben tenerse en cuenta para determinar el nivel de los salarios mínimos deberían incluirse (….) los siguientes:

a) Las necesidades de los trabajadores y de sus familias, habida cuenta del nivel general de salarios en el país, del costo de vida, de las prestaciones de seguridad social y del nivel de vida relativo de otros grupos sociales;

b) Los factores económicos, incluidos los requerimientos del desarrollo económico, los niveles de productividad y la conveniencia de alcanzar y mantener un alto nivel de empleo.”.

El artículo 4° del Convenio, a su turno, agrega que (el Gobierno) “dispondrá también a que participen directamente en su aplicación (proyecto de salario mínimo):

a) En pie de igualdad, los representantes de las organizaciones de empleadores y de trabajadores interesadas.”.

De la lectura de los precitados artículos, llamó la atención sobre que la propuesta es claramente insuficiente para cubrir las necesidades mínimas de los trabajadores y sus familias, y que el proyecto de ley se envió al Congreso sin consulta y discusión previa con las organizaciones representativas de los trabajadores, en este caso la CUT.





En segundo término, se explayó sobre la existencia, en la economía, de un “trade off” entre el nivel del salario mínimo y la tasa de desocupación. Esto es, que mientras mayor sea el salario mínimo, por un lado aumentan los ingresos de los ocupados, y por el otro aumenta la tasa de desocupación (por la disminución de los incentivos a la ocupación), lo que lleva a preguntarse por la forma en que opera la relación entre salario mínimo y tasa de desocupación.

Este “trade off”, sin embargo, no ha tenido lugar en el período 2012-2013, en el que si bien hubo alza del salario mínimo, la tasa de desocupación disminuyó hasta niveles históricos. De manera que puede ser esta la ocasión para  adoptar una postura más agresiva para el aumento del salario mínimo más allá de lo que se ha venido haciendo históricamente. Si el nivel de desempleo es bajo y se advierte que hace falta mano de obra, subrayó, es el momento.

Los parámetros a considerar para el cálculo del reajuste del salario mínimo, prosiguió, debieran ser inflación, productividad media (tasa de aumento del PIB menos tasa de aumento de los ocupados) y el objetivo social, que apunta a alcanzar la línea de la pobreza.

Reajuste 




Productividad

Objetivo

  Salario 

Inflación

       Media


  Social

 Mínimo







a) Inflación (alimentos)

Habría que considerar, afirmó, el alza en el precio de los alimentos, que en los últimos 12 meses ha sido de 4,9%. Lo más probable es que el precio internacional de los alimentos siga subiendo en los próximos años, influido por el mayor acceso al consumo de grandes países, como China e India. El supuesto a utilizar es que se mantiene en un 4,9% anual el aumento de valor de la canasta básica.

b) Productividad Media (Tasa de crecimiento del PIB – Tasa de aumento del Empleo).

 Casi por definición, señaló, el aumento del PIB será siempre mayor que la productividad media. Los supuestos a utilizar en este caso son los siguientes: tasa de crecimiento del producto en torno al 5% para 2013, y tasa de crecimiento de la ocupación de 1,5% (inferior a la de la actualidad). De esta forma, el crecimiento de la productividad media estará cercano al 3,5%.

c) Objetivo Social.

La línea de la pobreza se encuentra en los $319.000 para una familia promedio de 4,2 personas. 





De acuerdo con lo expuesto, los escenarios posibles son:
Cuadro 2. Resumen de Componentes para el cálculo del SM, junio 2011.

	Variable
	Variación
	Observaciones

	Δ Inflación Canasta Básica (12 meses)
	+4.9%
	Supuesto considerado para el 2013

	Δ PIB (12 meses)
	+5.0%
	Supuesto para el 2013

	Δ Empleo (signo negativo)
	-1.5%
	Supuesto para el 2013

	4 Diferentes Escenarios para cerrar la brecha:

Alternativa a

Alternativa b

Alternativa c

Alternativa d
	+0,0%

+4,0%

+8,0%

+12,0%


	Objetivo Social (adicional)

Esfuerzo “inexistente”

Esfuerzo “moderado”

Esfuerzo “medio”

Esfuerzo “importante”


                                                                                                       [BRECHA]

          Escenarios                                 Reajuste   SM (reajustado) [$319.000 (IMF)]

Esfuerzo Inexistente:

a. Δ% SM = 4,9% + 5,0% - 1,5% + 0,0% = 8,4%       $209.000            $110.000

Esfuerzo Moderado:

b. Δ% SM = 4,9% + 5,0% - 1,5% + 4,0% = 12,4%     $216.000            $103.000

Esfuerzo Medio

c. Δ% SM = 4,9% + 5,0% - 1,5% + 8,0% = 16,4%     $224.000              $95.000

Esfuerzo Importante

d. Δ% SM = 4,9% + 5,0% - 1,5% +12,0% = 20,4%    $232.000              $87.000

CUT.

    Δ% SM = 4,9% + 5,0% - 1,5% +21,1% = 20,4%    $250.000              $69.000





Cualquiera de los escenarios planteados, concluyó, se sitúa por sobre los $205.000 planteados por el Ejecutivo en el actual proyecto de ley.


Posteriormente, el Secretario General de la CUT, señor Arturo Martínez, intervino para precisar, en primer lugar, que solamente una vez en 22 años, en 1991, existió diálogo con la CPC en torno al salario mínimo, lo que denota que las conversaciones fueron siempre entre dos actores, el Gobierno y la CUT, sin los empresarios.


En segundo lugar, dio a conocer su preocupación por el hecho que, siendo la del salario mínimo la única negociación de carácter nacional en materia remuneracional, el presente año el Gobierno optó por no realizarla, lo que importa un evidente retroceso para el diálogo social. Sólo convocó, la autoridad, a una Comisión de Expertos que debía evacuar una propuesta en el breve plazo de 48 horas. Contando con los mismos antecedentes económicos, sin embargo, ninguno de los integrantes de dicha instancia realizó una misma proposición, afirmó.


La del salario mínimo, insistió, no es una discusión exclusivamente técnica, sino también social, y es este último componente el que está ausente en el actual debate. Cuando se dice que el chileno es el salario más alto de América Latina, debiera al mismo tiempo expresarse si en los otros países del subcontinente los trabajadores también pagan su seguridad social. En el caso de nuestro país, expuso, el IMM es bruto, por lo que hechas todas las deducciones de seguridad social, disminuye entre 20% y 22%.


Por otra parte, hizo hincapié en que el 6,2% de reajuste ofrecido por el Ejecutivo en realidad sólo constituye un 0,2% de reajuste en relación con que operó el año anterior. Paradojalmente, justo en el año en que las tasas de desempleo son muy bajas y el rendimiento de la economía es bueno. 


El salario mínimo, prosiguió, no lo pagan las pymes. Se encuentra, en verdad, en las empresas contratistas y subcontratistas, que para poder adjudicarse contratos con las grandes empresas, disminuyen sus costos y con ello las remuneraciones que pagan a sus trabajadores. Los índices del seguro de cesantía así lo demuestran.


Se configura, de esta forma, una situación en la que el salario mínimo, por ser extremadamente bajo, no permite superar la línea de la pobreza. Porque el problema de Chile, sostuvo, no es sólo la desigualdad social, sino también el endeudamiento. El 78% de los asalariados, graficó, está endeudado 4 veces lo que gana.


Incrementar el salario mínimo a niveles que permitan afrontar ese tipo de realidades, finalizó, permitirá además generar un efecto de aumento para quienes igualmente perciben menos que el mínimo. Por todo eso es que el reajuste, como algunos expertos también han propuesto, debiera alcanzar como mínimo al 8,8%.


El Honorable Senador señor Zaldívar consultó a los representantes de la CONAPYME si en su opinión el salario mínimo podría reajustarse por sobre la propuesta formulada por el Ejecutivo.


El Presidente de CONAPYME, señor Juan Araya, manifestó que ante las complejas condiciones que deben enfrentar cotidianamente, como los altos intereses que les cobran los bancos, para las pequeñas y medianas empresas el ideal sería que el reajuste fuera incluso inferior a los $205.000 propuestos.


En efecto, agregó, mientras el Estado no concurra al efectivo apoyo y promoción de las pymes, la situación muchas veces precarias de éstas no va a cambiar. Al Fisco, reiteró, este reajuste le importaría un costo de sólo $14.000 millones, pero todo el resto debe ser asumido por las empresas.  


Por otra parte, deben también las pymes hacerse cargo que muchas veces sus clientes les pagan con excesivo diferimiento, lo que a su vez se trasunta en que no puedan pagar a tiempo las remuneraciones, dando espacio a nuevos tratos con los trabajadores que generan, al cabo, informalidad.


El Honorable Senador señor Escalona resaltó, en primer lugar, la importancia de que sean los dirigentes de los pequeños y medianos empresarios quienes den a conocer las demandas de su sector, sin descansar la interlocución, como ha ocurrido en otras ocasiones, en la representación de los grandes empresarios, con quienes, como ha quedado muchas veces demostrado, los intereses no son siempre comunes.  


Del mismo modo, sostuvo que debe producirse una relación distinta en la manera en que se determina el IMM, pues es claro que con montos en torno a los $205.000 no se van a resolver los problemas crónicos que el país enfrenta.


Por otra parte, dejó expresa constancia de que, en su opinión, la ausencia del señor Ministro de Hacienda en la parte de la sesión en que se ha recibido a organizaciones e instituciones interesadas en el proyecto de ley, es una manifestación de la arrogancia y nula disposición al diálogo por parte de la autoridad, ni siquiera en las instancias institucionales, como el Parlamento, con que el sistema democrático cuenta.  


La ausencia del señor Ministro, profundizó, da cuenta además del exitismo que parece inundarlo ante los logros macroeconómicos -pleno empleo, baja inflación y alto crecimiento- de que hace gala, con la complacencia de los medios de comunicación, el actual Gobierno, que lo lleva a despreciar el diálogo social. 
Tal conducta, que  provoca inquietud e irritación, es a fin de cuentas una expresión de un ejercicio autoritario del poder, que prescinde de escuchar a quienes defienden posturas distintas. Con el añadido, prosiguió, de conducir a una visión errada de la realidad, pues en diversos lugares, como por ejemplo en la Región de Los Lagos en la industria del salmón, el abuso patronal ha ido in crescendo, horadando incluso, por la vía de los contratos por obra o faena, la obligación de pagar el salario mínimo. Una empresa de ese rubro, a mayor abundamiento, acaba de despedir la semana recién pasada a 400 trabajadores, dando paso a un escenario en el que, muy probablemente, lo que ocurrirá es que aquel trabajador que tenía un contrato por $240.000, en poco tempo más estará desempañando iguales labores por $180.000. 


La proliferación de los abusos, en suma, no ha sido escuchada por la autoridad, que no sólo actúa descortésmente con el Parlamento y los dirigentes gremiales, sino que no quiere hace cargo de los profundos problemas que en el ámbito laboral existen. 


En la siguiente sesión celebrada por la Comisión, el señor Ministro de Hacienda volvió a hacer referencia a los ejemplos, entregados en la sesión anterior, en los que se da cuenta de los ingresos a que accedería un hogar conformado por padre, madre, 3 hijos adultos y un adulto mayor, en el que nadie trabaja o lo hace sólo el padre, y en el que nadie trabaja o lo hace sólo la madre, respectivamente.


En el primer caso, sin empleo, las transferencias del Estado ascienden a $164.128, y con empleo, a $402.028. En el segundo caso, a $164.128 y $427.882, cada una a su turno. De esta forma, se hace evidente que existen incentivos, más allá del salario mínimo, para encontrar trabajo. De ahí que, en realidad, sea el concepto de “ingreso” el que realmente importa, pues la persona que accede al salario mínimo tiene, además, otras fuentes de recursos.


Con arreglo a lo expuesto, dio a conocer el siguiente cuadro con el número de beneficiarios de las distintas transferencias estatales:


Número de Beneficiarios SUF y AF
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Transferencias Ingreso Etico Familiar

181,280 familias

SAP (Subsidio al Agua Potable)

830,133 familias

SUF (Subsidio Unico Familiar)

826,629 familias beneficiarias/ 2.023.072
cargas por las cuales se paga (causantes)

AF (Asignacién Familiar)

1,392,225 cargas por las cuales se paga
(causantes)

PBS (Pension Basica Solidaria)

407,292 beneficiarios PBS Vejez;
195,551 beneficiarios PBS Invalidez






El Honorable Senador señor Zaldívar insistió en que hace falta conocer cuántos son los casos de estos tipos de familias que  alcanzan ingresos superiores a los $400.000.


Se debe tener presente, además, que en los ejemplos se  incluye siempre a un adulto mayor, cuya presencia aporta una cifra importante, $80.528.


El señor Ministro de Hacienda señaló que resulta muy complejo poder determinar cuántas personas, de las que perciben el salario mínimo, acceden a los demás beneficios que entrega el Estado.


Con todo, observó, si se restara el aporte que supone la presencia de un adulto mayor, el ingreso familiar seguiría siendo importante.


El Honorable Senador señor Zaldívar indicó que la trascendencia de contar con la información que ha solicitado estriba, fundamentalmente, en que si se dan a conocer ante la opinión pública cifras como las que se han mostrado en los ejemplos, naturalmente las familias en situación de pobreza se preguntarán en qué pie se encuentran como para acceder a esos beneficios.


El señor Ministro de Hacienda expresó que los ejemplos han sido entregados sobre la base de los supuestos que en cada caso, claramente, se han indicado, y que efectivamente existen muchas familias en Chile que viven con un adulto mayor.


Como fuere, lo relevante desde el punto de vista de una familia es el ingreso total, y no el salario que percibe. Este último, en la medida que se incrementa a $250.000, por ejemplo, genera efectos sobre los costos laborales de las pymes y desincentiva el empleo. Las transferencias del Estado, por el contrario, no lo hacen.    


El Honorable Senador señor Zaldívar afirmó que no se cuenta con la información suficiente como para identificar, con precisión, dónde se encuentran focalizados los recursos a que se ha hecho referencia y que permiten engrosar los ingresos familiares.


El salario mínimo, agregó, es por definición aquel que permite a una persona situarse por sobre la línea de la pobreza. Si la canasta familiar se encuentra en torno a los $70.000, una familia de cuatro personas requeriría $280.000 para lograr ese objetivo. A la cifra de $250.000 que diversos actores han propuesto, por otra parte, se debe descontar 21% por imposiciones y salud, para llegar a $200.000 netos, aproximadamente, monto que si bien se encuentra por debajo de la línea de subsistencia, permite acercarse más a ella. 


En vista, sostuvo, de la discusión que se ha venido dando, efectuó la siguiente sugerencia al señor Ministro de Hacienda: trabajar sobre la base de un salario mínimo más asignación familiar. Esto es, entregando asignación familiar de $15.000 al primer tramo y $10.000 al segundo, que supondrían un costo fiscal aproximado de $35.000 millones. Si en lugar de rebajar el impuesto de timbres y estampillas en las facturas electrónicas (de 0,4% a 0,2%, que implican US$200 millones), se explayó, sólo la mitad se destinara a tal finalidad y la otra mitad a mejorar la asignación familiar, se podría realizar una combinación más armoniosa para generar un efecto social de gran magnitud. Así, mientras por una parte se disminuiría la recaudación por la rebaja de tributos, por la otra se aumentarían los ingresos familiares por la vía de una adecuada focalización.


Lo anterior, destacó, cobra aún más sentido si se toma en cuenta el fuerte descenso en la natalidad que arrojó el último censo realizado en el país.


De acuerdo con lo sugerido, si se pagaran $15.000 por cada miembro de una familia de cuatro, más los $205.000 de salario mínimo, sería posible llegar cada fin de mes a un guarismo más cercano a los $280.000. Y, mejor aún, si se destinaran los aludidos US$200 millones que implicaría la rebaja del impuesto de timbres y estampillas a mejorar la asignación familiar, podría de una vez lograrse la superación de la línea de pobreza.  


El país, concluyó, está en condiciones de hacerlo, máxime tratándose de materias tan sensibles como la pobreza, la equidad y la desigualdad.


El señor Ministro de Hacienda manifestó que siendo valorables los loables objetivos expuestos por el Honorable Senador señor Zaldívar, es deber del cargo que ejerce evaluar los distintos antecedentes y solicitudes, sin poder acceder a todas estas.


Del mismo modo, sin perjuicio de coincidir con que la asignación familiar es una muy buena herramienta de focalización, puso de relieve que si, en los ejemplos, se restara la pensión básica solidaria que aporta un adulto mayor a la familia que integra (compuesta por padre, madre y tres hijos), el ingreso se encontraría en todo caso entre $320.000 y $340.000; y si fueran cuatro los miembros, por sobre los $280.000.  


En relación con la definición de salario mínimo como aquel que permite superar la pobreza, destacó que existen muchas familias en las que trabajan el padre y la madre.


El Honorable Senador señor Zaldívar consignó que la asignación familiar es el camino más idóneo para alcanzar un estándar que podría denominarse como ingreso ético mínimo. Y hacerlo de la manera sugerida es perfectamente factible, con el añadido que favorecería también a las pymes, que emplean a muchos trabajadores receptores de asignación familiar.



El Honorable Senador señor Lagos consultó cuáles son las restricciones que vislumbra el Gobierno ante la propuesta formulada por el Honorable Senador señor Zaldívar. Si la aprensión fuera por los recursos disponibles, no aplicaría de momento que el Estado está dispuesto a dejar de percibir US$200 millones por concepto de rebaja del impuesto de timbres y estampillas. 


Sobre este último asunto, en particular, quiso hacer presente que en su momento, al discutir la reforma tributaria el año 2012, se acordó, en el entendido que la factura electrónica iba a rendir US$400 millones en régimen, que el impuesto de timbres y estampillas no se rebajaría de 0,4% a 0,2%. Sin embargo, menos de un año después el acuerdo se incumple, pues el Gobierno ha anunciado esa misma rebaja a dicho impuesto, que significará recaudar US$200 millones menos, y que la factura electrónica permitirá recaudar justamente US$200 millones adicionales. Como, empero, nada de esto se ha materializado aún, señaló que es momento para realizar un potente gesto como el que se ha propuesto, porque los recursos existen y no se provocaría una distorsión mayor.    


Entregar estos recursos por asignación familiar, finalizó, sería además mucho más racional que hacerlo por la vía de bonos. 


El señor Ministro de Hacienda indicó, en primer lugar, que no ha incumplido acuerdo alguno, ni en el caso reseñado por el Honorable Senador señor Lagos ni en ninguno otro. Si cabe explicar algo, añadió, será en la discusión pertinente y no con ocasión del proyecto de ley que en esta oportunidad se está discutiendo.


En cuanto a la restricción de recursos que podría haber, hizo énfasis en lo contradictorio que resulta que mientras por una parte se hacen llamados al Gobierno a cuidar la responsabilidad fiscal, por otra se proponga realizar importantes gastos en diversos asuntos.


El rol del Ejecutivo, puntualizó, es poder determinar las prioridades para realizar aquello que razonablemente corresponda, con miras a enviar los incentivos correctos para que la actividad económica se mantenga en el tiempo, no sólo durante la actual Administración, sino también para las sucesivas.  


El Honorable Senador señor Zaldívar acotó que la propuesta que ha realizado se basa, justamente, en la responsabilidad fiscal. Así, por ejemplo, perfectamente podría contemplarse que este eventual aumento de la asignación familiar comience a operar 60 días después de la publicación de la ley sobre factura electrónica que el Congreso Nacional debe aún discutir, de modo que se conserven los debidos equilibrios. 

El Honorable Senador señor Escalona planteó  al señor Ministro de Hacienda que los parlamentarios que se encuentran en la oposición al Gobierno, tienen la obligación de efectuar una nueva propuesta que facilite la aprobación del proyecto de ley, consistente en llevar el ingreso mínimo mensual, de forma gradual en un período de tres años, a $250.000. Tal incremento, indicó, no generaría un impacto macroeconómico negativo, estimularía el consumo de los sectores socioeconómicos más populares y colaboraría a la mantención de los niveles de crecimiento que Chile ha tenido los últimos años.

En base a lo expuesto, consultó cuál es la disposición del Ejecutivo a abrirse a mejorar el guarismo de reajuste.

El Honorable Senador señor Kuschel sostuvo que el ingreso mínimo debe corresponderse con lo propuesto en su momento por la Comisión de Expertos que convocó el Gobierno. Como casi en todos los casos, subrayó, lo técnico es lo que conviene desde el punto de vista social, particularmente en tiempos como el actual, en que la oferta y demanda de trabajo están haciendo que las remuneraciones suban muy fuertemente para aquellos trabajadores con alta productividad. Esto ha posibilitado que se paguen salarios mucho más altos que el mínimo, y que disminuya el número de personas contratadas por el monto del ingreso mínimo mensual. Así ha acontecido, por ejemplo, en la Región de Los Lagos. 

Por el contrario, contrastó, si se aumenta más de lo recomendable el ingreso mínimo, se encarecerán sectores muy particulares de la fuerza de trabajo que tienen menor productividad, como las personas de tercera edad, las mujeres y los más jóvenes. En tal sentido, culminó, ir a un ingreso mínimo muy superior al que planteó la Comisión de Expertos puede llevar a que los costos sean superiores a los beneficios que se logren.

El señor Ministro de Hacienda indicó que, de acuerdo con como se ha venido dando la discusión, son dos los temas que se deben abordar. De un lado, el relativo al marco para el reajuste del ingreso mínimo del presente año; del otro, una indicación de los Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Zaldívar -de la que se dará cuenta en su oportunidad en el presente informe- para llegar en tres años a un ingreso mínimo de $250.000. 

Respecto del primero, planteó que se deben buscar los puntos de acercamiento entre las distintas posturas, entre ellos, la búsqueda de una fórmula institucionalizada, incluso permanente, para un reajuste plurianual del IMM. Para llegar a ella, que puede ser vinculante o referencial para las autoridades, deberá discutirse el criterio a seguir para fijar un monto determinado que pueda reflejar el momento que viva la economía del país. Una iniciativa en tal sentido, que, consignó, aprovechará al próximo Gobierno, se encuentra en etapa de elaboración por parte del  Ministerio de Hacienda.

En cuanto al segundo tema, hizo ver que llegar a $250.000 puede ser factible en un plazo de 3 ó 4 años, siempre que la economía del país se mantenga con una marcha como la actual. Por ello, advirtió, establecer cifras fijas en la ley con tanta anticipación puede ser un problema, pues nadie sabe cómo se desempeñará la economía mundial, o la  chilena, en ese mismo lapso.

El Honorable Senador señor Zaldívar observó que el debate que ha tenido lugar permite advertir que no existe un consenso absoluto con lo que el Ejecutivo propone.

Asimismo, hizo hincapié en que la propuesta que realizara para destinar mayores recursos a la asignación familiar, tiene los méritos de focalizar muy bien el gasto, de transformar el ingreso en uno de tipo más “ético” que “mínimo”, de contar con el financiamiento necesario y de evitar que el mayor salario sea asumido por los pequeños y medianos empresarios.

Enseguida, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Zaldívar, puso en votación en general el proyecto de ley.

El Honorable Senador señor Novoa fundamentó su voto afirmativo indicando que la iniciativa establece un incremento del ingreso mínimo superior al 6%, lo que implica un reajuste real de más del 4%. Debe considerarse, además, que el ingreso mínimo se reajusta año a año, y normalmente se ha hecho por sobre el IPC.

El reajuste, añadió, constituye un indicador para el incremento de todas las remuneraciones. Desde ese punto de vista, asiste a los legisladores el deber de ser cuidadosos y realistas en las señales que se entregan al mercado, pues proponer reajustes del 10% o 12% anual implicaría aumentar el costo de los productos en 5% o 6%, en circunstancias que no es seguro que las condiciones económicas actuales permitan transferir esos mayores costos a precios.

Puso de manifiesto, asimismo, que el proyecto de ley afecta a alrededor del 10% de las personas que trabajan en Chile, y constituye una carga para las pymes, no para el Estado ni, en general, para las grandes empresas. Desde esa perspectiva, razonó, debe también actuarse con prudencia, pues sabido es que los pequeños y medianos empresarios producen con márgenes de ganancia pequeños y compiten con productos importados, normalmente en condiciones adversas.

Finalmente, resaltó que la situación económica favorable que vive el país expresa sólo el promedio de la realidad del empleo y crecimiento. Sin embargo, las tasas de desempleo de jóvenes y mujeres, especialmente de los menos calificados, son mucho más altas, pudiendo superar incluso el 30%. Estos sectores son los que podrían verse más directamente afectados por el reajuste contenido en el presente proyecto de ley. Por ello, concluyó, es preferible evitar asumir una postura que si bien parecería favorable a ojos de la opinión pública, en realidad sería  perjudicial para los sectores que necesitan conservar el acceso a su fuente laboral. 

El Honorable Senador señor Kuschel anunció su voto favorable, en general, reiterando los argumentos previamente entregados. La Región de Los Lagos, expuso, tiene una tasa de desempleo de 3,1%, la menor de todo Chile, que en la Provincia de Llanquihue sólo llega a 1,8%. Estas tasas, empero, pueden verse afectadas cuando existe un alza muy fuerte en el reajuste del ingreso mínimo, cuestión que ha ocurrido en el pasado y ha obligado a las pymes a reducir su planilla de trabajadores. Diversos sectores, graficó, como el agro, la pesca y el transporte, se ven perjudicados por alzas sobre el punto de equilibrio del IMM.

Agregó, de otro lado, que un factor también preocupante es el de la baja tasa de escolaridad de los habitantes de la región a la que representa, que impacta en una menor calificación laboral que los vuelve vulnerables al alza de los costos de producción y hace aumentar los riesgos de perder el empleo.

El Honorable Senador señor Lagos dio a conocer su voto a favor del proyecto de ley en discusión, en general.

Enseguida, expresó coincidir con el Honorable Senador señor Novoa en cuanto a que a veces es muy fácil tomar decisiones que son bien recibidas por la opinión pública. Así lo ha demostrado, consignó, en variadas ocasiones el actual Gobierno: en el caso de la central termoeléctrica Barrancones; en el del bono que prometió el actual Presidente cuando era candidato, nueve meses antes de asumir la Primera Magistratura del país; en el del “Bono Bodas de Oro”, que presentaba graves deficiencias cuando fue ingresado; o en el del último “Bono Marzo”, con la introducción de la “clase media emergente” y la exclusión de los pensionados. Así también, recordó, en esta ocasión, pues fue el clamor popular el que el año pasado pidió un IMM de $200.000, que en su momento fue negado por el Gobierno pero que ahora, sólo algunos meses después, es adelantado y anunciado, al parecer, con el solo objeto de dar una buena noticia en el mes de marzo. Esto último, obviando que por el sólo efecto inflacionario y de productividad en el mes de junio del presente año se llegaría a una cifra similar.

Sostuvo, asimismo, que la oposición no está pidiendo un monto de reajuste desmedido, así como cuando fueron Gobierno no entregaron reajustes excesivos. 

Manifestó su beneplácito, finalmente, por la intención del Ejecutivo de discutir una institucionalidad permanente para la fijación del reajuste del IMM. 

El Honorable Senador señor Escalona fundó su voto afirmativo, en general, en el hecho de que rechazar la idea de legislar significaría que no habría reajuste del ingreso mínimo. Observó, además,  que el adelanto de tres meses en la presentación del proyecto de ley responde probablemente a un propósito comunicacional y mediático del Gobierno.

Como representante de la Región de Los Lagos, en tanto, afirmó que en innumerables reuniones, formales e informales, incluyendo alguna en la que participó la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, ha constatado que la óptima situación laboral a que se ha hecho referencia constituye un gran mito. Esto pues, en realidad, los trabajadores en muchos casos no alcanzan a obtener el salario mínimo, por la utilización generalizada del contrato por obra o faena en la industria salmonera. Recientemente, reiteró, la empresa Mainstream despidió a 400 trabajadores, casualmente todos con contrato indefinido, quienes probablemente nunca volverán a contar con esa figura contractual. Más bien, seguramente serán contactados telefónicamente por “enganchadores” que los invitarán a trabajar 3, 5 ó 10 días, contratados para la obra o faena del procesamiento de un determinado cargamento de pescados, para posteriormente quedar desocupados por un período similar. De un empleo estable, en consecuencia, se dará paso a otro de completa inestabilidad, cuyo resultado final es el de un salario mínimo completamente perforado.

El Honorable Senador señor Zaldívar observó, en primer lugar, que el informe de la Comisión de Expertos que convocó el Gobierno proponía un aumento que podía ir entre $203.000 y $210.000. El Ejecutivo, empero, no optó por el escenario más optimista.

En segundo término, calificó de sorpresivo el anuncio del proyecto de reajuste en discusión, hecho con 48 horas de anticipación al aniversario del Gobierno en el poder. Criticó, asimismo, que la otra medida entonces anunciada, conocida como “Bono Marzo”, excluyó a muchos ciudadanos chilenos, como los pensionados, que reunían verdaderas condiciones para recibirlo y que tampoco accederán al bono de invierno. 

De igual modo, marcó el hecho de que hasta hace algunos meses, cuando se discutió la reforma tributaria, se negaba un mayor financiamiento para la educación debido a la falta de recursos. No obstante, llegado el mes de marzo la abundancia de recursos, de acuerdo a lo manifestado por el Presidente de la República, era tal que permitía conceder el bono que recientemente se entregó. Un contrasentido similar se advierte al reparar en que el año pasado el Ejecutivo descartó un reajuste mayor del ingreso mínimo para llegar a $200.000, y ahora, pocos meses después, ofrece un reajuste que asciende a $205.000.

Reiteró, a continuación, que la fórmula que ha sugerido para llegar a un ingreso mínimo “ético” no contradice ninguno de los planteamientos del Gobierno. En efecto, una vez que se encuentre presentado el proyecto que hace obligatorio el uso de la factura electrónica, se podría entregar una asignación familiar de $15.000, focalizando completamente el gasto y mejorando notablemente la situación de las familias más vulnerables. Si no se verifica la rebaja del impuesto de timbres y estampillas que se ha anunciado, agregó, que beneficia principalmente a los grandes empresarios, los ingresos asociados permitirían financiar el aumento de la asignación familiar. En este caso, el costo de la medida lo asumiría el Estado, evitando presionar los gastos que enfrentan los pequeños empresarios. 

Una medida de este tipo, culminó, daría lugar a una política fiscal razonable en conjunto con una política social aceptable.

Puesto en votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

A continuación se da cuenta del artículo único del proyecto y de las indicaciones de que fue objeto la iniciativa, así como de los acuerdos adoptados.

Artículo único


Es del siguiente tenor:

“Artículo único.-
 El mayor gasto fiscal que represente durante el año 2013 la aplicación de los artículos 1°, 2° y 3° de la presente ley, se financiará con cargo a los recursos del Tesoro Público.”.

La iniciativa fue objeto de tres indicaciones, dos de origen parlamentario y otra de Su Excelencia el Presidente de la República.

La indicación número 1, de los Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Zaldívar, para sustituir el proyecto por el siguiente: 

“Artículo 1°.- Elevase, a contar el 1° de abril de 2013, de $193.000 a $210.370, el monto del ingreso mínimo mensual. A partir del 1 de abril de 2014 dicho monto será de $229.300 y, a contar del 1° de abril del 2015, tendrá un valor de $250.000.

Elevase, a contar del 1 de abril de 2013, de  $144.079 a $157.046 el monto del ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 65 años de edad y para los trabajadores menores de 18 años de edad. Este mismo ingreso mínimo ascenderá a $171.178, a contar de 1° de abril de 2014 y a $186.631, a contar del 1° de abril de 2015.

Elevase, a contar del 1º de abril de 2013, el monto del ingreso mínimo mensual que se emplea para fines no remuneracionales, de $124.497 a $135.702. Este valor se elevará a $147.913 a contar del 1º de abril de 2014 y a $161.266, y a contar del 1º de abril del 2015.

Artículo 2°.- Reemplazase, el artículo 1° de la ley N° 18.987, por el siguiente: 

“Artículo 1°.- Las asignaciones familiar y maternal del Sistema Único de Prestaciones Familiares, reguladas por el decreto con fuerza de ley N°150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, tendrán para los años que se señalan los valores consignados en la tabla siguiente, según el ingreso mensual del beneficiario:

	A contar del 1° de abril de 2013
	a) De $8.441 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual no exceda de $220.742.-

	
	b) De $5.691 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $220.742 y no exceda los $345.974.-

	
	c) De $1.799 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $345.974 y no exceda los $539.601.-

	
	d) Las personas que tengan acreditadas o que acrediten cargas familiares y cuyo ingreso mensual sea superior a $539.601 no tendrán derecho a las asignaciones aludidas en este artículo.

	A contar del 1° de abril de 2014
	a) De $9.201 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual no exceda de $240.606.-

	
	b) De $6.203 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $240.606 y no exceda los $377.106.-

	
	c) De $1.960 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $377.106 y no exceda los $588.157.-

	
	d) Las personas que tengan acreditadas o que acrediten cargas familiares y cuyo ingreso mensual sea superior a $588.157 no tendrán derecho a las asignaciones aludidas en este artículo.

	A contar del 1° de abril de 2015
	a) De $10.031 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual no exceda de $262.326.-

	
	b) De $6.763 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $262.326 y no exceda los $411.149.-

	
	c) De $2.137 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $411.149 y no exceda los $641.253.-

	
	d) Las personas que tengan acreditadas o que acrediten cargas familiares y cuyo ingreso mensual sea superior a $641.253 no tendrán derecho a las asignaciones aludidas en este artículo.


Dichos afiliados y sus respectivos causantes mantendrán su calidad de tales para los demás efectos que en derecho correspondan.

Los beneficiarios contemplados en la letra f) del artículo 2° del citado decreto con fuerza de ley N°150, y los que se encuentren en goce de subsidio de cesantía se entenderán comprendidos en el grupo de beneficiarios indicados en la letra a) precedente.”. 

Artículo 3º.- Fijase el valor del subsidio familiar establecido en el artículo 1° de la ley N°18.020 los valores que a continuación se indican para los años que se señalan en la tabla siguiente:

	FECHA
	VALOR SUF

	A contar del 1° de abril de 2013
	$8.441

	A contar del 1° de abril de 2014
	$9.201

	A contar del 1° de abril de 2015
	$10.031


Artículo 4°.-  El Ministerio del Trabajo contratará a expertos externos, un estudio sobre el efecto del ingreso mínimo en Chile. El estudio debe incluir, al menos, la caracterización de los perceptores del ingreso mínimo y de las empresas y sectores en los que trabajan; la estimación de la elasticidad del ingreso mínimo en el nivel de empleo, por tipo de trabajador; y la comparación del nivel del ingreso mínimo en Chile versus otros países. El precitado estudio deberá ser actualizado, a lo menos, cada 3 años. 

El estudio debe ser público y presentado por el Ministro del Trabajo a las comisiones de Trabajo y Hacienda del Congreso, en mayo del año correspondiente.

Artículo 5º.- El mayor gasto fiscal que represente durante los años 2013, 2014 y 2015 la aplicación de la presente ley, se financiará con cargo a los recursos del Tesoro Público de la ley de presupuestos respectiva.”.

La indicación número 2, de los mismos autores, para incorporar un artículo 2° del siguiente tenor:

“Artículo 2°.-Reemplazase, a contar del 1° de abril de 2013, el artículo 1° de la ley N° 18.987, por el siguiente: 

“Artículo 1°.- A contar del 1° de abril de 2013, las asignaciones familiar y maternal del Sistema Único de Prestaciones Familiares, reguladas por el decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, tendrán los siguientes valores, según el ingreso mensual del beneficiario:

a) De $15.000 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual no exceda de $215.108. 

b) De $10.000 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $215.108 y no exceda los $321.851.

c) De $1.673 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $321.851 y no exceda los $501.978.

d) Las personas que tengan acreditadas o que acrediten cargas familiares y cuyo ingreso mensual sea superior a $501.978 no tendrán derecho a las asignaciones aludidas en este artículo.

Sin perjuicio de lo anterior, mantendrán su plena vigencia los contratos, convenios u otros instrumentos que establezcan beneficios para estos trabajadores.  

Dichos afiliados y sus respectivos causantes mantendrán su calidad de tales para los demás efectos que en derecho correspondan.

Los beneficiarios contemplados en la letra f) del artículo 2° del citado decreto con fuerza de ley N° 150, y los que se encuentren en goce de subsidio de cesantía se entenderán comprendidos en el grupo de beneficiarios indicados en la letra a) precedente.”.”.

Las indicaciones números 1 y 2 fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión, por incidir sobre atribuciones exclusivas del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, número 4°, de la Constitución Política de la República. 

Sin perjuicio de la precedente declaración de inadmisibilidad, el Honorable Senador señor Zaldívar dejó constancia del objetivo de la indicación número 1, de llegar a un salario mínimo de $250.000 en el plazo de tres años.

El Honorable Senador señor Novoa expresó que más allá de la aprensión manifestada en relación con la fecha en que fue anunciado el proyecto de ley sobre reajuste del IMM, lo cierto es que haberlo impulsado tres meses antes de lo que normalmente se ha hecho cada año, no genera una gran diferencia en los montos involucrados. Asimismo, hizo ver que la apreciación que hoy existe sobre la situación económica mundial y de la forma en que Chile ha sorteado las dificultades, es distinta a la que había en el mes de junio del año 2012. Las expectativas de crecimiento, de hecho, son en la actualidad superiores.

Respecto de la indicación número 1, en tanto, advirtió que comprometer un incremento como el propuesto, de 30% acumulado a tres años, puede resultar riesgoso para la economía chilena. Hacia fines de la década del ´90, recordó, se experimentó un reajuste trianual en nuestro país, que trajo consecuencias sobre los índices de empleo.

Como fuere, respaldó la idea de avanzar hacia un sistema de carácter permanente en la fijación del reajuste del IMM.

En cuanto a la indicación número 2, finalmente, coincidió también con que la asignación familiar es un mecanismo de focalización mucho más preciso que, por ejemplo, la entrega de recursos vía bonos. 

La indicación número 3, de Su Excelencia el Presidente de la República para agregar los siguientes artículos primero, segundo y tercero, pasando el actual artículo único a ser cuarto:

“ARTICULO PRIMERO

1) Elévase, a contar del 1° de abril de 2013, de $193.000 a $205.000 el monto del ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 18 años de edad y hasta de 65 años de edad. 

 Elévase, a contar del 1° de abril de 2013, de  $144.079 a $153.037 el monto del ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 65 años de edad y para los trabajadores menores de 18 años de edad. 

  Elévase, a contar del 1° de abril de 2013, el monto del ingreso mínimo mensual que se emplea para fines no remuneracionales, de $124.497 a $132.238.


ARTICULO SEGUNDO

2) Reemplazase, a contar del 1° de abril de 2013, el artículo 1° de la ley N° 18.987, por el siguiente: 


“Artículo 1°.- A contar del 1° de abril de 2013, las asignaciones familiar y maternal del Sistema Único de Prestaciones Familiares, reguladas por el decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, tendrán los siguientes valores, según el ingreso mensual del beneficiario:

a)
De $8.225 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual no exceda de $215.108. 

b)
De $5.294 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $215.108 y no exceda los $321.851.

c)
De $1.673 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $321.851 y no exceda los $501.978.

d) 
Las personas que tengan acreditadas o que acrediten cargas familiares y cuyo ingreso mensual sea superior a $501.978 no tendrán derecho a las asignaciones aludidas en este artículo.

Sin perjuicio de lo anterior, mantendrán su plena vigencia los contratos, convenios u otros instrumentos que establezcan beneficios para estos trabajadores.  

Dichos afiliados y sus respectivos causantes mantendrán su calidad de tales para los demás efectos que en derecho correspondan.

Los beneficiarios contemplados en la letra f) del artículo 2° del citado decreto con fuerza de ley N° 150, y los que se encuentren en goce de subsidio de cesantía se entenderán comprendidos en el grupo de beneficiarios indicados en la letra a) precedente.”. 

ARTICULO TERCERO

3) Fijase a contar de la vigencia de los incisos primero, segundo y tercero del artículo 1º de la presente ley, en $8.225 el valor del subsidio familiar establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.020.”.

Puestos en votación los tres artículos de la indicación número 3, se registraron los siguientes resultados:

El artículo primero fue rechazado por tres votos contra dos. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Zaldívar, y a favor los Honorables Senadores señores Kuschel y Novoa.

Los artículos segundo y tercero fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar. En consecuencia, pasaron a ser artículos 1° y 2° del proyecto de ley, respectivamente, mientras que el artículo único aprobado por la Cámara de Diputados pasó a ser artículo 3°. 
- - -

FINANCIAMIENTO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 15 de marzo de 2013, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.

1. A contar del 1 de abril de 2013, se fija el monto de ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 18 años y hasta 65 años de edad, en $ 205.000.

II. efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

1. Como consecuencia de lo anterior:

a. Se modifican los niveles de ingresos inferiores y superiores correspondientes al grupo C, a que se refiere el articulo 160 del Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del DL N° 2.763 de 1979 y de las leyes 18.933 y 18.469, de $193.000 a $ 205.000 y de $281.780 a $ 299.300, respectivamente.

Estas modificaciones generan una disminución en la recaudación de copagos en la modalidad institucional en los establecimientos del Sistema Nacional de Servicios de Salud, lo que implica menores ingresos para el año 2013 de $ 2.109 millones.

b. Se modifica el valor del subsidio previsional a los trabajadores jóvenes, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 82 de la Ley N° 20.255, lo que significa un costo fiscal en el año 2013 de $ 107 millones.

c. A contar del 1 de abril de 2013 se fija el monto del ingreso mínimo mensual que se utiliza para fines no remuneracionales en $ 132.238.

La aplicación de este incremento origina un mayor costo fiscal durante 2013 de aproximadamente $ 972 millones por el aumento en el valor de la asignación por muerte de activos y pensionados del antiguo sistema.

A contar del 1 de abril de 2013 se modifican los tramos para la asignación familiar y maternal y los montos correspondientes a cada tramo, con un costo de aproximadamente $ 2.039 millones para el presente ejercicio fiscal.
d. A partir de la misma fecha, se fija en $ 8.225 el valor del Subsidio Familiar establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.020, con un costo fiscal de aproximadamente $ 8.915 millones para 2013.

2. De esta manera, el costo total del proyecto de ley en el presente año asciende a $ 14.142 millones y se financiará con cargo a los recursos del Tesoro Público.

A partir del año 2014, los recursos serán provistos en las respectivas leyes de presupuestos.”.

Cabe señalar que el precedente informe financiero fue elaborado al tenor del proyecto de ley contenido en el Mensaje que dio origen al proyecto de ley en informe.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

MODIFICACIONES

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer las siguientes enmiendas al proyecto despachado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional:

- - -

Incorporar los siguientes artículos 1° y 2°, nuevos, pasando el actual artículo único a ser artículo 3°:

“Artículo 1°.- Reemplázase, a contar del 1° de abril de 2013, el artículo 1° de la ley N° 18.987, por el siguiente:

 “Artículo 1°.- A contar del 1° de abril de 2013, las asignaciones familiar y maternal del Sistema Único de Prestaciones Familiares, reguladas por el decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, tendrán los siguientes valores, según el ingreso mensual del beneficiario:

a) De $8.225 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual no exceda de $215.108. 

b)  De $5.294 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $215.108 y no exceda los $321.851.

c) De $1.673 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $321.851 y no exceda los $501.978.

d) Las personas que tengan acreditadas o que acrediten cargas familiares y cuyo ingreso mensual sea superior a $501.978 no tendrán derecho a las asignaciones aludidas en este artículo.

Sin perjuicio de lo anterior, mantendrán su plena vigencia los contratos, convenios u otros instrumentos que establezcan beneficios para estos trabajadores. 

Dichos afiliados y sus respectivos causantes mantendrán su calidad de tales para los demás efectos que en derecho correspondan.

Los beneficiarios contemplados en la letra f) del artículo 2° del citado decreto con fuerza de ley N° 150, y los que se encuentren en goce de subsidio de cesantía se entenderán comprendidos en el grupo de beneficiarios indicados en la letra a) precedente.”. 

Artículo 2°.-  Fíjase a contar de la vigencia de los incisos primero, segundo y tercero del artículo 1º de la presente ley, en $8.225 el valor del subsidio familiar establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.020.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 3).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, el texto del proyecto de ley queda como sigue: 

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Reemplázase, a contar del 1° de abril de 2013, el artículo 1° de la ley N° 18.987, por el siguiente:

 “Artículo 1°.- A contar del 1° de abril de 2013, las asignaciones familiar y maternal del Sistema Único de Prestaciones Familiares, reguladas por el decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, tendrán los siguientes valores, según el ingreso mensual del beneficiario:

a) De $8.225 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual no exceda de $215.108. 

b)  De $5.294 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $215.108 y no exceda los $321.851.

c) De $1.673 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $321.851 y no exceda los $501.978.

d) Las personas que tengan acreditadas o que acrediten cargas familiares y cuyo ingreso mensual sea superior a $501.978 no tendrán derecho a las asignaciones aludidas en este artículo.

Sin perjuicio de lo anterior, mantendrán su plena vigencia los contratos, convenios u otros instrumentos que establezcan beneficios para estos trabajadores. 

Dichos afiliados y sus respectivos causantes mantendrán su calidad de tales para los demás efectos que en derecho correspondan.

Los beneficiarios contemplados en la letra f) del artículo 2° del citado decreto con fuerza de ley N° 150, y los que se encuentren en goce de subsidio de cesantía se entenderán comprendidos en el grupo de beneficiarios indicados en la letra a) precedente.”. 

Artículo 2°.-  Fíjase a contar de la vigencia de los incisos primero, segundo y tercero del artículo 1º de la presente ley, en $8.225 el valor del subsidio familiar establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.020.

Artículo 3°.- El mayor gasto fiscal que represente durante el año 2013 la aplicación de los artículos 1°, 2° y 3° de la presente ley, se financiará con cargo a los recursos del Tesoro Público.”.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 3 y 8 de abril de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín, (Presidente), Camilo Escalona Medina, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez (Gonzalo Uriarte Herrera). 


Sala de la Comisión, a 9 de abril de 2013.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de la Comisión
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